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Contra: WILSON JAVIER CASTRO PINTO, EDUARD ANTONIO VILLANI REALPE, JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ, JUAN CARLOS ALVAREZ, NELSON OSPINA TABARES, BENANCIO PUENTES GUAPACHA, GERMAN AUGUSTO OLIVEROS TABARES, GUILLERMO PACHECO ANZOLA

Asunto: SENTENCIA CONDENATORIA

Conductas: DOBLE HOMICIDIO AGRAVADO-DOBLE DESAPARICION FORZADA AGRAVADA-PECULADO POR APROPIACION-FALSEDAD IDEOLÓGICA EN DOCUMENTO PÚBLICO.
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JUZGADO TERCERO PENAL DEL CIRCUITO

ESPECIALIZADO DE BUCARAMANGA

CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO.



Bucaramanga, julio quince  (15) de dos mil once (2011)

I- ASUNTO.

Luego de haber culminado el Juicio Oral y enunciado el sentido del fallo  condenatorio que se mantiene hasta el día de hoy, se dicta la correspondiente sentencia en contra del  Teniente Coronel WILSON JAVIER CASTRO PINTO, en calidad de coautor, de las conductas punibles de DOBLE HOMICIDIO AGRAVADO, DOBLE DESAPARICION FORZADA AGRAVADA y PECULADO POR APROPIACION; para el Teniente EDUARD ANTONIO VILLANI REALPE y Sargento Viceprimero JESUS EDUARDO ÑIAMPIRA BENAVIDEZ,  en calidad de coautores de los delitos de DOBLE HOMICIDIO AGRAVADO, DOBLE DESAPARICION FORZADA AGRAVADA, FALSEDAD IDEOLÓGICA EN DOCUMENTO PUBLICO y PECULADO POR APROPIACION; para el soldado profesional GUILLERMO PACHECO ANZOLA, en calidad de cómplice de los delitos de DOBLE HOMICIDIO AGRAVADO, DOBLE DESAPARICION FORZADA AGRAVADA y como coautor de los delitos de FALSEDAD IDEOLÓGICA EN DOCUMENTO PUBLICO y  PECULADO POR APROPIACION, para el soldado profesional JUAN CARLOS ALVAREZ, en calidad de coautor de los delitos de DOBLE HOMICIDIO AGRAVADO y DOBLE DESAPARICION FORZADA AGRAVADA y para los soldados profesionales NELSON OSPINA TABARES, BENANCIO PUENTES GUAPACHA y GERMAN AUGUSTO OLIVEROS TABARES, en calidad de cómplices de los delitos de DOBLE HOMICIDIO AGRAVADO y DOBLE DESAPARICION FORZADA AGRAVADA. 

II- DE LOS HECHOS.
De lo narrado en la acusación se puede extraer lo siguiente:

Siendo el día cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008), en cumplimiento de la misión táctica MARFIL proferida por el Comandante el Batallón Rafael Reyes de Cimitarra, Santander, Teniente Coronel WILSON JAVIER CASTRO PINTO, los integrantes del grupo de combate GRULOC 2: Los soldados profesionales JUAN CARLOS ALVAREZ, NELSON OSPINA TABARES, BENANCIO PUENTES GUAPACHA y GERMAN AUGUSTO OLIVEROS TABARES al mando del sargento viceprimero JESUS EDUARDO ÑAMPIRA BENAVIDEZ, reportan como  bajas en combate en la vereda El Brasil de esa jurisdicción,  a dos (02) N.N. referenciados como integrantes de bandas criminales que pretendían realizar un secuestro en el sector, portando armas de corto alcance y una granada de mano, transcurrido en tiempo son identificados los occisos  como DANIEL ANDRES PESCA OLAYA y EDUARDO GARZON PAEZ, quienes fueron reportados como desaparecidos por sus familiares en la ciudad de Bogotá D.C.,  de donde eran  oriundos y quienes después de cinco (5) meses aparecen sus cuerpos en Cimitarra, Santander.

Así mismo, se tiene que el día doce (12) de marzo de dos mil ocho (2008) la sección segunda de inteligencia de dicho Batallón, extiende un acta de pago de informante por valor de un millón quinientos mil pesos ($1.500.000) y a favor de WILSON PEDRAZA GONZALEZ por ser la persona que suministra la información que da lugar al resultado operacional obtenido con la misión táctica MARFIL. Sin embargo se tiene que dicho documento resulta apócrifo  ya que el beneficiario nunca aportó información y no recibió la cantidad de dinero allí registrada, empero el dinero si salio de las arcas del Estado.
III-INDIVIDUALIZACIÓN DE LOS SENTENCIADOS

WILSON JAVIER CASTRO PINTO, identificado con la cédula de ciudadanía No. 91.248.162 expedida en Bucaramanga, nacido el primero (01) de octubre de mil novecientos sesenta y seis (1966) en la misma ciudad; Teniente Coronel en Retiro del Ejercito Nacional, hijo  de MARI FANNY PINTO y JESUS ANTONIO CASTRO.  

EDUARD ANTONIO VILLANI REALPE, identificado con la cédula de ciudadanía No. 4.617.685 expedida en Popayán, nacido el día ocho (08) de agosto de mil novecientos ochenta (1980) en la misma ciudad, Teniente en Retiro del  Ejército Nacional, hijo de MARIA DEL SOCORRO REALPE y TELMO ANTONIO VILLANI. 

JESUS EDUARDO ÑIAMPIRA BENAVIDEZ, identificado con la cédula de ciudadanía No. 3.129.499 expedida en Pasca, Cundinamarca, nacido el día catorce (14) de marzo de mil novecientos setenta y tres (1973) en la misma municipalidad, Sargento Viceprimero  en Retiro del  Ejército Nacional, hijo de MELIDA BENAVIDEZ y JESUS ADOLFO ÑIAMPIRA.

GUILLERMO PACHECO ANZOLA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 91.135.068 expedida en Cimitarra, Santander, nacido el día treinta (30) de julio  de mil novecientos setenta y siete (1977) en la misma municipalidad, soldado profesional del  Ejército Nacional, hijo de LUZ ANZOLA y JESUS PACHECO.

JUAN CARLOS ALVAREZ, identificado con la cédula de ciudadanía No. 71.330.986 expedida en Medellín, nacido el día veinticuatro (24) de octubre  de mil novecientos setenta y siete (1977) en Betulia, Antioquia, soldado profesional del  Ejército Nacional hijo de MARIA AURORA ALVAREZ.

NELSON OSPINA TABARES, identificado con la cédula de ciudadanía No. 76.003.300 expedida en Marquetalia, Caldas, nacido el día treinta (30) de julio  de mil novecientos setenta y siete (1977), soldado profesional del  Ejército Nacional, hijo de MARIA ALIRIA TABARES y NESTOR DE JESUS OSPINA.

BENANCIO PUENTES GUAPACHA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 15.452.026 expedida en Yondó, Antioquia nacido el día cuatro (04) de octubre  de mil novecientos setenta y siete (1977) en la misma municipalidad, soldado profesional del  Ejército Nacional, hijo de ARCANGELINA GUAPACHA y BENANCIO PUENTES.

GERMAN AUGUSTO OLIVEROS TABARES, identificado con la cédula de ciudadanía No. 71.053.829 expedida en Betulia, Antioquia, nacido el día treinta (30) de marzo de mil novecientos setenta y ocho (1978) en la misma municipalidad, soldado profesional del  Ejército Nacional, hijo de MARIA JOSEFINA TABARES  y JOSE EDUARDO OLIVEROS.

IV- ACTUACIÓN PROCESAL.
La correspondiente investigación  es orientada por la Fiscalía  66 Especializada de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de esta ciudad, quien adelantó las audiencias preliminares en las cuales se legalizó captura, se formuló imputación y se impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en guarnición militar a los aquí procesados. 

El veintiocho (28) de mayo de dos mil nueve (2009), es radicado escrito de acusación  ante el Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de la ciudad, siendo repartidas las diligencias y recibidas en este Juzgado para su conocimiento,  el día tres  (03) de junio de dos mil nueve (2009). 

Adelantadas  las actuaciones del juicio, lo que hace referencia al material probatorio en dos (02) oportunidades fue concedido el recurso de apelación, continuándose con  el desarrollo de la audiencia que culmina el pasado tres (03) de junio de dos mil once (2011),  cuando se procedió a  emitir el sentido del fallo de carácter condenatorio como se señaló anteriormente, determinándose la continuidad de la privación de la libertad a la que se encuentran  sometidos actualmente los enjuiciados. Se corrió en debida forma el Art. 447 del CPP, donde  las partes hicieron refencia de aspectos de todo orden de los sentenciados  e hicieron refencia a la pena a imponer. 

Por lo demás el Despacho procedió a fijar fecha y hora para la lectura del fallo,  la cual, luego de un aplazamiento solicitado por la Defensa, tiene lugar en el día de hoy.

V- JUICIO ORAL.
Llegada la fecha y hora  del juicio oral,  primeramente al interrogarse a los acusados  sobre su responsabilidad, se declararon  inocentes de los cargos formulados, Por ello se continuó con el trámite normal del juicio. Los intervinientes presentaron su teoría del caso en los siguientes términos: 

TEORIA DEL CASO FISCALIA: Refiriendo los hechos puestos de presente en el escrito de acusación, aduce que el fallecimiento de DANIEL ANDRES PESCA OLAYA y EDUARDO GARZON PAEZ correspondió a ejecuciones extrajudiciales, fuera de combate, siendo reportados como desaparecidos en la ciudad de Bogotá D.C., de donde eran oriundos y se encontraban el día anterior a los hechos. 

Señala que los miembros de la fuerza pública, procesados dentro del presente asunto, con el fin de procurar legalidad a su actuación homicida, falsificaron acta de pago a informante porque quien figura allí con dicha calidad, nunca recibió pago ni brindó información alguna que motivara la misión táctica MARFIL, saliendo de las arcas del erario público la suma de un millón quinientos mil pesos ($1500000), extraviándose y respecto de la cual alguien se tuvo que haber apoderado.

Enunciando los testigos de cargo que desfilaran por el estrado y lo que cada uno entrará a demostrar, afirma que estos llevarán a concluir la ilegalidad de la actuación de los uniformados y conllevaran a su declaratoria de responsabilidad por los delitos para cada uno objeto de acusación.

TEORIA DEL CASO DE LA DEFENSA: Titulada “no hay muerto malo ni hijo feo”  señala que la misión táctica MARFIL fue resultado de una labor de inteligencia fundamentada en hechos delictivos y el  estado de zozobra que padecía la población rural de Cimitarra, Santander, donde a partir de información puntual que da cuenta de la  incursión de delincuentes en la vereda El Brasil, se procede al reporte, recomendación y orden de operación  de registro y control militar sobre la zona, la cual termina luego de suscitado un combate, con la muerte de dos sujetos sin identificación. Procediéndose posteriormente, por parte del Batallón, a verificar el contenido de la labor táctica y efectuándose el pago al informante según el protocolo de rutina, correspondiendo la labor de sus defendidos, a la propia ejecución y cumplimiento de las funciones propias del cargo de cada quien, tendientes a la prevención y protección de la sociedad.

Aduce el señor Defensor que las victimas, una vez identificadas, efectivamente se dedicaban a actividades sospechosas, delictivas, de ocultamiento en la ciudad de Bogotá, amigos entre sí, quienes se despidieron de sus familiares aduciendo un viaje que duraría pocos días. Además, refiere que los actos urgentes diseccionados por el CTI en la escena de los hechos, no se realizaron en  debida forma con respeto a los protocolos para el levantamiento, pues la zona no fue acordonada y por lo tanto esta situación afecta el resultado de los análisis técnicos referidos al experticio de las armas, los residuos de disparo en mano, entre otros.

Estipulaciones probatorias: La Defensa y la Fiscalía presentaron los  siguientes hechos como probados:
1. Participación en la ejecución de la misión táctica MARFIL en la madrugada del cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008): JESUS EDUARDO ÑIAMPIRA BENAVIDEZ, JUAN CARLOS ALVAREZ, NELSON OSPINA TABARES, BENANCIO PUENTES GUAPACHA y GERMAN AUGUSTO OLIVEROS TABARES. 
2. No participe en la ejecución de la Misión Táctica MARFIL en la madrugada del cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008): GUILLERMO PACHECO ANZOLA.
3. Los sujetos muertos en el desarrollo de la misión táctica MARFIL expedida por el entonces comandante del Batallón de Infantería No. 41 Rafael Reyes de Cimitarra, WILSON JAVIER CASTRO PINTO en la madrugada del cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008): DANIEL ANDRES PESCA OLAYA y EDUARDO GARZON PAEZ. 
Se da inicio al recaudo de la prueba testimonial siendo  evacuados bajo la gravedad del juramento los siguientes: 

1. KELLY JOHANA RUIZ ALFONSO: (audio quince (15) de febrero de dos mil diez (2010), sesión 2, min.00:07:35) Identificada con la cédula de ciudadanía No.  53039254  Expedida en Bogotá D.C., bachiller, desempleada, compañera del occiso DANIEL ANDRES PESCA OLAYA y madre de dos de sus menores hijos.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Describe al fallecido como una persona de buena conducta,  quien laboraba manejando un taxi al momento de la desaparición; señala que fue acusado por el hurto de una bicicleta, hecho por el cual estuvo privado de la libertad trece (13) meses aproximadamente y que luego de su muerte se enteró de una relación paralela que sostenía con una mujer llamada SANDRA que estaba detenida en la Cárcel El Buen Pastor. Enfatiza que su compañero  no conocía el municipio de Cimitarra  y no tenía ningún tipo de contacto o relación con alguien ubicado en este Departamento. 

Indica que la última vez que lo vio con vida fue el veintisiete (27) de febrero de dos mil ocho (2008), colocando la denuncia por la desaparición a los tres (03)  días y realizando labores de búsqueda en hospitales, cárceles, estaciones de policía, publicación de fotografías en medios televisivos nacionales, búsqueda que culminó el día veintiocho (28) de agosto de dos mil ocho (2008), cuando de Medicina Legal la llamaron, le mostraron su foto y le informaron que había muerto en combate con el Ejercito en Cimitarra, Santander. Que ella viajó a dicha localidad, entablando contacto con el sepulturero quien le informa que catalogaron a su esposo y a la otra víctima como guerrilleros, procediendo él a quemar sus ropas por orden que le impartieron los militares y que los documentos de identificación ya los habían sido objeto de destrucción.
Informa además, que por indagaciones que efectuó personalmente entre los habitantes de Cimitarra, las dos victimas habían sido vistas en el parque, siendo recogidas por una camioneta verde con tripulación uniformada.

Advierte que le es totalmente desconocido  el otro occiso y que ni por su nombre supo de amistad que existiera entre los dos difuntos.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA DEFENSA: Refiere que no sabía que DANIEL ANDRES visitara en la cárcel a SANDRA y que si bien en declaración juramentada previa advirtió que este era desempleado al momento de los hechos, ratifica su desempeño como taxista para la época bajo órdenes del señor ROMAN ESCOBAR. Refiere que no puede dar fe de lo que su esposo hiciera cuando no es encontraban juntos.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Reitera el desconocimiento de la relación sentimental paralela que tenía su esposo, a pesar de sus sospechas. Que residían en el barrio El Carmen de Bogotá y que la otra víctima no era de dicho sector.

2. ANA DELINA PAEZ MUÑOZ: (audio quince (15) de febrero de dos ml diez (2010), sesión 2, min.01:11:55) Identificada con la cédula de ciudadanía No.  41566498 expedida en Bogotá D.C., madre  del occiso EDUARDO GARZON PAEZ, trabaja independientemente como propietaria de un casino donde se vende alimentación para la policía de carreteras en Bogotá D.C.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALÍA: indica que además de ser EDUARDO GARZON PAEZ su hijo, también era su  socio  en un  negocio de venta de alimentos en las instalaciones de la Policía de Carreteras en Bogotá, no obstante aduce que para la fecha de los hechos dicha relación comercial no se encontraba vigente y existía disgusto derivado de las diversas e inestables relaciones sentimentales que sostenía su hijo. 

En cuanto a su personalidad, indica que era de pocos amigos y no tenía ningún vínculo con el Departamento de Santander; que era buen padre y profesaba la religión cristiana. En lo atinente a su aspecto físico, refiere que detentaba deficiencia visual y debía utilizar gafas para desarrollar cualquier actividad cotidiana. Que fue formado en escuela militar y se preocupaba mucho por su aspecto personal.

En cuanto a las actividades desarrolladas por su hijo, refiere particularmente que se involucró en la venta de una finca ubicada en El Carmen de Apicalá, negocio del cual se derivaron disgustos al no reconocerle a él un dinero invertido.

Narra que EDUARDO GARZON PAEZ desapareció de Bogotá sin dar ningún tipo de aviso, que durante tres (03) días lo buscaron infructuosamente e interpusieron frente a ello el respectivo denuncio. Que supo de la existencia de DANIEL ANDRES PESCA OLAYA solo en virtud de la aparición de los cuerpos en el municipio de Cimitarra y al respecto asegura que su hijo no era guerrillero.

CONTRAINTERROGATORIO EJERCIDO POR LA DEFENSA: Refiere concretamente que ella es quien figura como propietaria del establecimiento de comercio donde laboraba con su hijo, entre otros aspectos que ratifican lo dicho en anterior intervención.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Señala que la actividad laboral de EDUARDO GARZÓN PAEZ siempre se desarrolló bajo su amparo. Que no detentaba antecedentes penales ni enemigos conocidos. 

3. LUZ ANGELA GARZON PAEZ: (audio quince (15) de febrero de dos mil diez (2010), sesión 3, min.00:13:18) Identificada con la cédula de ciudadanía No.  52900554 expedida en Bogotá D.C., con estudios hasta octavo de bachillerato, trabaja como empleada en una empresa de lácteos. Hermana  del occiso EDUARDO GARZON PAEZ.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALÍA: Refiere la buena y estrecha relación con su hermano, su continúo departir durante los ocho (08) meses anteriores a su fallecimiento y el amparo económico que le prodigaba junto con su esposo para la manutención de sus tres hijos ya que según su dicho, EDUARDO GARZON  “no tenia ni para el bus”. En este sentido, aduce que la mamá de su hija menor le había interpuesto denuncia por inasistencia alimentaría y que había dejado de laborar con su mamá por el mal carácter que ambos detentaban.

Refiere que conocía de la relación de amistad que vinculaba a EDUARDO con DANIEL ANDRES PESCA OLAYA. 

Respecto del negocio que su hermano tenía  sobre una finca en el Carmen de Apicalá, indica que esta estaba relacionada con el señor FERNANDO SANCHEZ MANRIQUE. Refiere que habiendo enviado EDUARDO  un posible comprador para dicho inmueble, este tercero los acusó de secuestro en virtud de un simple malentendido. Que desde que conoció su hermano a FERNANDO SANCHEZ, este sujeto comenzó a vestirse bien, siendo ella conocedora de la mala reputación que este tercero detentaba. 

Aduce que al momento de la desaparición de su hermano, creyó inicialmente que las causas se relacionaban con dicho negocio y el señor SANCHEZ MANRIQUE. Siendo esta la teoría que argumentó al momento de la interposición del respectivo denuncio.

Indica que el último contacto con su familiar fue el día tres (03) de marzo de dos mil ocho (2008) vía telefónica. Que aquel no tenía conocidos en Santander y desconoce si ANDRES PESCA los tuviera.

CONTRAINTERROGATORIO EJERCIDO POR LA DEFENSA: Se procede a impugnar la credibilidad de la testigo poniendo de presente la entrevista vertida por la deponente ante el CTI el día seis (06) de noviembre del año dos mil ocho (2008) y con fundamento en el numeral segundo del artículo 403 del C.P.P. en lo que respecta al conocimiento que ella detentaba del viaje protagonizado por su hermano y las causas de la desaparición del mismo referidas a su negocio con la finca atrás referida. 

INTERROGATORIO DIRECTO COMO PRUEBA DE LA DEFENSA: Preguntada respecto de la actividad laboral desempeñada por EDUARDO GARZON PAEZ aduce que no le consta que este hubiera aportando capital al negocio que desarrollaba junto con su mamá y que las dificultades en dicho trato comercial se derivaron de que su hermano tomara dinero para atender sus responsabilidades como padre y frente a la mencionada finca. Indica que desconoce si  DANIEL ANDRES PESCA también estaba inmiscuido en este último  negocio. 

Ratifica que frente a la desaparición de EDUARDO, sus sospechas iniciales recayeron sobre los inconvenientes suscitados frente a esa finca y con un policía de nombre RIGOBERTO VALBUENA quien no le quería cancelar un dinero que le adeudaba. Refiere que al parecer este último se encontraba detenido por el delito de secuestro. 

Advierte que supo de la existencia de la finca y de FERNANDO SANCHEZ por información que les suministrara su cuñada LILIANA  y  un señor de nombre DARIO RAMIREZ, cuando a cuenta propia empezaron a determinar los motivos de la desaparición de EDUARDO GARZON.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: Concluye que no le consta los antecedentes que pudieran catalogarse a quienes refiere como FERNANDO SANCHEZ y RIGOBERTO VALBUENA.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Refiere que los lazos de amistad se forjaron con su hermano especialmente en los ocho (08) meses antecedentes a su muerte al encontrarse este sin empleo. 

4. ALEXANDER MARIÑO CADENA: (audio dieciséis (16) de febrero de dos mil diez (2010), sesión 1, min. 00:14:24) Identificado con la cédula de ciudadanía No.  79612647 expedida en Bogotá D.C., bachiller, servidor público adscrito al CTI desde hace 15 años.
INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Refiriendo sus capacitaciones como investigador del CTI, aduce que respecto de los hechos de interés, participó en la diligencia de inspección técnica a cadáver y lugar de los hechos en la vereda El Brasil de Cimitarra, Santander, siendo comunicados por parte del Ejercito de dos (02) bajas en combate.

Refiere que junto con su compañero HUMBERTO PATARROYO se trasladaron en un vehículo del Ejército al lugar de la diligencia, en compañía del Coronel CASTRO y otros soldados. Que una vez allí, el sargento NIAMPIRA es quien entrega la escena, actuando como primer respondiente, que no hubo necesidad de acordonamiento pues se tomó como tal, la cerca del predio que daba a la carretera. Que mediante sistema espiral fueron buscando los elementos materiales de prueba, fijándolos fotográfica y topográficamente.

Puesta de presente la evidencia ingresada como número uno (01), corresponde al informe investigador de campo fotográfico No. 016-8 de fecha cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008) referido al lugar de los hechos, acompañado de un cd que contiene las fotografías,  se procedió a su exhibición, en un total de cuarenta y un (41) fotografías. El testigo acreditando  haberlas tomado, describe una por una lo que proyectan como  lugar  de los hechos, esto es, el cadáver A; arma de fuego cerca a la mano derecha del cadáver A, pistola calibre 9mm marca Taurus con 7 cartuchos dentro de su proveedor calibre 9 mm, que presenta corredera hacia atrás; un morral; cadáver B; arma de fuego ubicada cerca al cadáver B, pistola calibre 9mm  marca Jericó con 3 cartuchos en su proveedor y 1 cartucho en la recamara calibres 9mm, vainilla calibre 5.56 mm, plástico negro, cartucho 9mm, vainillas sumergidas dentro de la quebrada, Granada M26 encontrada dentro del morral.

Se  da lectura a la actuación  de  primer respondiente de fecha cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008) diligenciada por JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ  donde allí se discrimina que dentro de las armas incautadas estaba una granada y once (11) cartuchos 9mm. Ingresaron al juicio los documentos  respectivos.

Indica el testigo que fijados los cuerpos según su hallazgo, procedieron a retirarlos de la escena, con la ayuda de los miembros del Ejército; que el área estaba resguardada al momento de la llegada de los investigadores. Que embaló las manos de los cuerpos con el fin de tomar las muestras de residuo de disparo en mano, explicando el procedimiento de toma de la referida muestra, su embalaje y rotulado para análisis. Certifica no haberse hallado vainillas calibre 9mm en el lugar.

Posteriormente reafirma el testigo que guardó todas las medidas de salubridad en el procedimiento de toma de muestra de los residuos de disparo en mano. Que si bien portaba al momento su arma de dotación, esta no fue utilizada, luego aquí la prueba no pudo haberse contaminado.

En cuanto al acta de primer respondiente, refiere que no recuerda el momento de su entrega por parte del Sargento NIAMPIRA.

CONTRAINTERROGATORIO EJERCIDO POR LA DEFENSA: Confirmando lo aducido anteriormente, y teniendo de presente la hora de confección de la actuación de primer respondiente,  concluye que el acta tuvo que diligenciarse en dos (02) ocasiones a fin de subsanar incongruencias referidas a determinar la vereda lugar de los hechos. Indica que no sabe si se confeccionó dicha acta en este  lugar y no recuerda si brindaron asesoría para su diligenciamiento. Confirma el estado del clima para ese día y que las ropas de  los occisos estaban mojadas. 

Advierte que el embalaje de las manos de los occisos se realizó luego de que los cuerpos fueran trasladados a la carretera. Que le parece que el bolso fue requisado dentro de la escena  sin ser objeto de embalaje, así mismo las armas, las vainillas y el cartucho hallado; confirmando posteriormente que el embalaje de los elementos hallados se suscitó en las oficinas del CTI.

Advierte que las muestras de residuo de disparo en mano se tomaron en las instalaciones de Medicina Legal; que él había manipulado las armas halladas en la escena de los hechos e inclusive portaba su arma de dotación. 

INTERROGATORIO EN DIRECTO COMO PRUEBA DE LA DEFENSA: Advierte el testigo que laborando desde el mes de febrero de dos mil siete (2007) a agosto de dos mil ocho (2008) en el CTI  de Cimitarra, con funciones criminalísticas e investigativas, tenia conocimiento de la situación irregular de orden público en dicha municipalidad, de la presencia de BACRIM en dicha jurisdicción pero sin denuncia especifica de secuestro o extorsiones en el sector de la vereda El Brasil.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: Indica que la vía cercana al lugar de los hechos es una de las carreteras que llevan del municipio de Cimitarra a la vereda La India, desconociendo hechos particulares delictivos en dicha zona.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Advierte que para efectuar la labor de reconocimiento del lugar de los hechos y búsqueda de elementos materiales probatorios no requieren tener a la mano el acta de primer respondiente. Que frente a los elementos hallados  primero se fijan  fotográficamente antes de proceder a su embalaje.

5. FRANKLIN ANIANO MUÑOZ CARDENAS: (audio diecisiete (17) de febrero de dos mil diez (2010), sesión 1, min.00:12:08) Identificado con la cédula de ciudadanía No.  79483842 expedida en Bogotá D.C., Químico farmacéutico licenciado en química y biología. Perito Químico adscrito a la Fiscalía General de la Nación, nivel central.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Refiere su larga trayectoria en la Fiscalía General de la Nación, y sus capacitaciones en el área de estudio de residuos de disparo en mano y la múltiple experiencia en dicha labor.

Poniendo de presente la manera como se desarrolla este  procedimiento, establece que el objetivo del análisis de disparo en mano es determinar la presencia o ausencia de tres (03) metales: plomo, bario y antimonio en las manos de la persona que se estudia, más no determinar si la persona disparó o no. Considerándose el resultado negativo cuando: o no existen los metales o existiendo, no existe proporción entre ellos. 

Que el paso del tiempo no afecta el resultado de la prueba, el tiempo de vida media de los metales es largo y las condiciones atmosféricas como temperatura, luz,  radiación, calor no los afecta, ya que al salir caliente por el disparo, se adhieren a la piel como un tatuaje y por ello con el simple contacto de la humedad o sudor no se pierden, solo lo pierde la fricción o el rozamiento. En caso de perdida lo hacen los tres (03) elementos de manera concomitante, no se puede eliminar uno solo. Advirtiendo que es muy difícil hacer desaparecer solo uno, en razón de que no se pueden ver a simple vista para determinar donde quedó adherido el determinado metal.

Se ingresa como Prueba el Dictamen No. 30994 del 07 abril de 2008 realizado a los NN 01 y NN 04. Aduce frente a ello que las muestras las recibió debidamente embaladas y rotuladas, con formato de cadena de custodia debidamente diligenciados, designados con los números NN01-230576 y NN04-23064. 

Con los siguientes resultados para el kit NN01-230576 palma izquierda: bario y antimonio, dorso izquierdo: antimonio y plomo, palma derecha: negativo, dorso derecho: negativo.

Para el kit NN04-23064: Dorso derecho: antimonio y plomo, palma derecha: antimonio y plomo, dorso izquierdo y palma izquierda sin presencia de ninguno de los metales.

Por lo anterior,  se concluyó que ambos son incompatibles con residuos de disparo en mano.

Advierte  que inclusive, a  un cadáver se le pueden hallar residuos de disparo en mano  hasta en un término de veinte (20) años y no hay incidencia de que si la persona por analizar esté viva o muerta.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA DEFENSA: Reafirma que como perito no puede decir si una persona disparó o no y que su resultado está sujeto al análisis de los kits.

Dice que hay casos en los cuales una persona a pesar de haber disparado,  no le quedan en forma efectiva residuos de disparo. Insiste en afirmar que el paso del tiempo no hace que se pierda los residuos de disparo en mano, pues lo que se buscan son metales y estos tienen límites de vida media de años. 

Refiere que no existe un término determinado para el embalaje de las manos, solo cuando se estén expuestas a proceso de contaminación o de perdida de evidencia. 

Advierte que en estas pruebas, un resultado puede ser un falso negativo, por ejemplo, cuando se dispara el arma con una cuerda.

Un falso positivo, sería en el caso de quienes manipulan armas todos los días, como los policías, los armeros. 

Deja en claro que el kit contiene una muestra de control, que es la primera que se corre, si sale contaminada no se realizan las pruebas, su resultado por lo tanto no se plasma en el acta.

Reitera que la prueba por él surtida es orientadora: porque no puede determinar si la persona disparó o no en forma efectiva. Así mismo que la toma de las muestras de residuo de disparo en mano luego de realizada la necrodactilia si afecta el resultado.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO:   Aclara que cuando se toma la necrodactilia, la grasa evita que el líquido con el que se recogen las evidencias penetre para recolectar los metales de plomo, bario y antimonio. 

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Recalca que la grasa de la necrodactilia aísla los metales que se pretenden recolectar en la toma de la muestra, fungiendo como barrera. Dice además que en el análisis de las muestras referidas no hubo inconvenientes en este aspecto, primero porque no se refería en el formato que se hubiera realizado necrodactilia y segundo, porque los hisopos no venían negros, color propio de la grasa que se utiliza para dicho diligenciamiento. 

6. Coronel CARLOS EDUARDO MORA GOMEZ. (audio 17 de febrero de 2010, sesión 1, min: 01:13:35) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 79383045 expedida en  Bogotá D.C. Abogado, Jefe de Estado mayor y segundo comandante de la Brigada 29 con sede en Popayán, Tercera División del Ejército. 

Testimonio al que se le dio aplicación de la excepción de la publicidad de la audiencia por motivos de seguridad nacional según el Art. 18 C.P.P. y del cual se puede señalar aspectos de interés para el proceso como los que se señalan a continuación: 

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Refiriendo su experiencia en la carrera militar, fungiendo como capacitador en cuestiones políticas y de defensa, orientación en temas relacionados con la planeación, conducción y desarrollo de actividades militares, nos señala la organización militar de nuestro Ejercito Nacional, como que un equipo de combate está conformado por  5 hombres, y a partir de allí, la conformación de una escuadra, un pelotón, una compañía, un batallón, una brigada y una división, siendo de estas últimas siete las que conforman nuestro Ejército Nacional.

Que una unidad táctica o batallón está organizada bajo el mando de un teniente coronel, quien para la toma de decisiones cuenta con un grupo asesor en cabeza del ejecutivo que es el segundo comandante, siendo acompañado además de una plana mayor conformada por los jefes de algunas secciones que cumplen funciones determinadas y permiten por lo tanto la toma de las mismas.

Da a conocer que el S2  es la sección de inteligencia, el S3     la sección de organización e instrucción de operaciones, el S4 es logístico, S5 es acción integral, S6 tiene que ver con el coordinador jurídico, el S7 es de contrainteligencia, el S8 es de control interno y el S10 es de comunicaciones.

Respecto del S2n dice que su finalidad es recolectar información, procesarla, analizarla, clasificarlas, difundirla y entregarla al comandante para la realización de operaciones. Está organizada entre analistas por cada uno de los blancos que generan agresión, contando con una sección administrativa y otra de comandante. 

Que la unidad mínima de combate es una escuadra compuesta por dos equipos de combate y que hacen parte de un pelotón, organizado a 1.4.36 es decir, 1 oficial, 4 suboficiales, 36 soldados.

Que  la organización para el desarrollo de una operación en teoría debe ser de una escuadra, pero las condiciones del enemigo pueden modificarla, según las circunstancias. Dichas condiciones son objetivas y subjetivas, según el poder de fuego a enfrentar respecto de la agresión, consistiendo este en el análisis del poder relativo de combate. Además, que en  todo plan de desarrollo de las operaciones se debe determinar la organización de las tropas en  un esfuerzo principal, otro  de apoyo y otro  de reserva.  La disposición práctica del planeamiento de la operación debe organizar estos tres grupos,  siempre.

Define la operación militar como la disposición de actividades tendientes a disponer todos los recursos de entrenamiento para el cumplimiento de la misión constitucional, esto es, mantener la integridad constitucional y territorial. 

Dice que a la orden de operaciones y la misión táctica las diferencia el nivel: La primera determina los pasos y es entregada por el mismo comandante general del ejército a la división, brigada, el batallón a la compañía y esta la traduce en una misión táctica. Es lo mismo pero en diferente nivel: lo táctico a nivel de batallón hacia abajo. Que la orden de operación del  batallón se le llama misión táctica. 

Pone de presente que el Manual 3-10 se desarrolló bajo el concepto de orden militar de destrucción  que a la luz de la norma internacional ha ido evolucionando sus términos, como operación ya no se toma la destrucción sino la neutralización. 

El testigo define y explica los siguientes términos:

Operación de control militar de área: Es la tendiente  a mantener la transitabilidad, gobernabilidad y tranquilidad de los ciudadanos mediante la acción de tácticas militares que no implican manejo de armas sino que  su fin es controlar.

Blanco de oportunidad: Es la condición excepcional de la tropa cuando en el desarrollo de una operación, encuentra un blanco rentable para ser neutralizado. En este evento es posible que se omitan ciertos procedimientos (orden de batalla o misión táctica) pero todo a criterio del comandante, de su experiencia y entrenamiento para saber discernir entre el blanco de oportunidad y  una trampa.

Que la regla general es el control militar de área, la excepción es el blanco de oportunidad. La fortaleza de la fuerza militar es la planeación. En la práctica todo se tiene previsto, pero no planeado.

Dice que para proferir una misión táctica se debe partir, primero, del análisis de la inteligencia; análisis del terreno, cuantificación del enemigo para determinar su capacidad, organización, los cursos de acción probable del enemigo; Segundo, desarrollar el procedimiento que varía según los niveles de planeación: a nivel de división, brigada, batallón se desarrolla el proceso militar de toma de decisiones y a nivel de compañía, pelotón hacia abajo, se desarrolla el procedimiento de comando. Las dos inician con recepción de la orden y finalizan con la emisión de una orden de operaciones (misión). Que luego viene el planeamiento táctico que es el procedimiento que lo hace el sargento o el teniente y ejecuta la operación luego de haber sido verificada por el comandante de la unidad.

Este testigo explica los ocho (08) pasos en el proceso militar de toma de decisiones entre las que se encuentra como final,  emitir la orden de operaciones y supervigilarla.  Cuando un comandante de compañía recibe la orden de operaciones ya no tiene que pensar como lo va a hacer porque ya está determinada la manera, estando a cargo de este el procedimiento de comando que tiene a su vez (7) siete pasos siendo el final, a cargo del comandante de la compañía, vigilar lo planeado. Correspondiendo igualmente al Comandante del Batallón supervigilar toda la labor en su conjunto.

Dice que el comandante de batallón puede entregar la orden de operaciones directamente al sargento, para evitar  una fuga de información, por ello puede ser factible que el comandante del Batallón entregue directamente la orden de operación al comandante de  un equipo de combate en aplicación del principio de copartimentación, esto es, que cada quien debe saber lo estrictamente necesario. 

Preguntado por el señor Fiscal si se puede determinar que un equipo de combate, conformado por cinco (05) personas, para la ejecución  de una operación táctica y si  se puede omitir la necesidad de establecer un equipo de apoyo y otro de reserva, contesto frente a ello que los tenientes coroneles, como comandantes de Batallón, tienen que tener en cuenta el riesgo calculado, tema objeto de capacitación en la toma de decisiones. 

Especifica que la toma de decisiones implica riesgos, unas veces altos, otros controlados, que un riesgo mal calculado puede ser el fruto de un error militar, derivado de una mala determinación del enemigo, en este caso lo único que exime de responsabilidad es el apego a la doctrina para la emisión de la orden, fundamentada en los tres frentes. Que el Comandante del Batallón  es responsable de lo que hagan o dejen de hacer sus hombres no solo es resultados operacionales sino también por el manejo administrativo. 

El grupo de hombres que deben conformar el esfuerzo principal deben estar debidamente preparados, sus armas, experiencia y entrenamiento marcan la diferencia con los otros refuerzos.  Como comandante de batallón o de compañía  sabe qué hombres se tienen al mando, se escogen para cumplir con efectividad la misión por ello el comandante puede decir quienes deben participar.

Anexo de inteligencia: Documento que elabora la sesión segunda y que se entrega como soporte de la información disponible que reúne una sucesión de hechos en una jurisdicción. Está vinculado al manual de inteligencia de combate y hace parte de los elementos que se deben tener en cuenta para la expedición de la orden de operaciones. Dentro de los elementos que debe tener un comandante para el planeamiento de una operación esta el conocer el ambiente operacional, las capacidades del enemigo y los cursos de acción mas peligrosos y probables por parte del enemigo. Que ese anexo de inteligencia se consolida con la información contenida en los boletines diarios de operación siendo una o la conclusión del ciclo de inteligencia pues no se puede enfrentar un enemigo sin conocer el poder relativo de combate. 

Ciclo de inteligencia: Es el procedimiento que se realiza a nivel de la sección de inteligencia que consta de diferentes pasos para consolidar una inteligencia de combate. Comienza con la obtención de la inteligencia y termina con una inteligencia de combate cruzada y verificada en términos de exactitud y credibilidad. Sus resultados son los insumos que se tienen para emitir un anexo de inteligencia, siendo sus pasos primero, iniciar un plan de búsqueda (expidiendo una orden de búsqueda para determinar por ejemplo ubicación de x); segundo, el análisis del plan; tercero, el proceso de la información, tendiente a determinar la exactitud y la probabilidad, es la razón por la cual las informaciones de inteligencia están vinculadas a una letra (determina factor de credibilidad) y el número (determina la exactitud). Dice expresamente que un  anónimo no puede tener calificación, y cuarto, el empleo de la inteligencia.

Reitera que el anexo de inteligencia es requisito para emitir una misión táctica, pues son los ojos para la misión, al indicar lo que dice que se va a hacer.

No se puede enfrentar un enemigo sin conocer el poder relativo de combate. 

Boletín diario de inteligencia: Es el boletín que entrega el comandante del S2 sobre las informaciones que se han generado en el lapso de veinticuatro (24) horas en la jurisdicción, se lo entrega al comandante con el propósito de tenerlo enterado sobre las circunstancias de alteración del orden público. Llevan numeración y fecha. Y pueden emitirse todos los días o los días hábiles solamente, según como lo disponga el comandante.

INSITOP: Informe de situación de tropa. Refleja la organización e la tropa día tras día. Refiere fecha, ubicación,  comandante, organización, misión y observaciones. Especifica que si en dicho documento se dice que un pelotón está conformado a 0-2-8 significa que está conformado a 0 oficiales, 2 suboficiales, 8 soldados, siendo posible que exista una cuarta cifra que indica el número de civiles que pueden estar presentes en organizaciones de apoyo y servicios para el combate. 

Informe de patrullaje: La primera manifestación espontánea que hace un comandante del cumplimiento de una orden de operaciones. La realizan todos los niveles que reciben una orden de operaciones,  entre ellos, quien la ejecuta.

Radiograma: Documento transcrito radialmente que se transmite por el sistema de comunicaciones del Ejército.  Son comunicaciones oficiales que se hacen a diferentes niveles. Queda antecedente técnico desde dónde se envía hasta dónde llega, pero en el documento no se contempla la hora de salida ni de llegada.

Acta de gasto de munición: Documento administrativo que  pretende conocer desde los primeros momentos el gasto administrativo de una munición. Se informa a la sección 4 con el propósito de hacer seguimiento y hacer devolución. Demuestra el gasto de munición en determinada operación y debe ir firmada por la persona o personas que hacen el respectivo gasto. 

Libro diario operacional: Documento que se lleva del seguimiento de las órdenes emitidas por el comandante del batallón en el contexto de cada una de las operaciones militares que su unidad esté desarrollando en determinado momento. En él se plasman las órdenes, las modificaciones, las actuaciones, las novedades. Es el diario de los reportes de  los comandantes y la relación que existe entre  el comandante del batallón (o quien haga el programa, el ejecutivo o el jefe de operaciones) con los comandantes, y queda la constancia de lo que se ha dicho, la evolución de la comunicación. Solo se reportan allí novedades operacionales, no administrativas.

En el momento en el que sucede un hecho se activa el COT (centro de operaciones tácticas) en primer grado, desde el comandante y las personas que estén en el cuerpo de mando atrasado, comienzan a tener comunicación y se van impartiendo  las órdenes a que dé lugar por parte del comandante.  Es el lugar donde convergen las informaciones que son utilizadas para el desarrollo, planeación y conducción de operaciones: están las cartas de situación, la información del enemigo, cuantificaciones y ponderaciones de los cursos más probables y peligrosos del enemigo. Esta el centro de comunicaciones, los radios están ubicados en ese lugar.

Relata el testigo que cuando hay alguna novedad se debe informar inmediatamente al COT por el medio más expedito (radio, microondas móvil, satelital, celular), el oficial COT, que es nombrado por la orden del día, tiene como función hacerle seguimiento a los reportes de las patrullas, signando todo en un libro.  Que así mismo, el comandante de guardia debe reportar en libros la minuta de guardia, entrada de civiles, entrada militar, entrada y salida de vehículos, visitantes.

La minuta de guardia es un libro que debe llenar el comandante de guardia con todas las acciones que se susciten a su servicio: relevos, entrada de personas, salida de personas, novedades de llamadas, llegada de documentos.

GRULOC: Grupo de localización de cabecillas. Forma parte de unas normas u oficios que no están vinculados al manual 3-10 como efecto de la evolución del conflicto, sale la instrucción a unidades altamente entrenadas, dotadas y capacitadas con el propósito de localizar cabecillas. Sus condiciones implican el estar formados por hombres especiales, que debe formar parte de una unidad militar y como unidad militar un pelotón puede tener dos equipos especializados con dos escuadras que cumplan esa función. Están conformados mediante actos administrativos y cuentan con un entrenamiento y dotación especial.

Al comandante del Batallón le acude la revisión absoluta de todo el Batallón, si  bien es cierto la responsabilidad administrativa es del ejecutivo, también le acuden responsabilidades de supervisión al comandante. El comandante tiene la responsabilidad institucional pero para ello tiene sus “tentáculos de control” en cabeza de su ejecutivo, comandantes y organización piramidal.

A la sección administrativa de la Sección Segunda corresponde el pago de dineros por información brindada. Al comandante del Batallón corresponden los controles y en este evento él firma la cuenta: la sección segunda diseña un plan de gastos que es aprobado por el ejecutivo y  revisada por el comandante.
En cuanto a personas hay combatientes y no combatientes o personas protegidas. Los primeros son los miembros de la fuerza pública y los segundos todos los demás. Dice que la persona no es determinada como objetivo sino como un blanco listo de ataque siempre y cuando genere una actitud y una intención hostil contra el Estado, en esa reacción se desencadena el uso de la fuerza y ahí es donde se permite la muerte en combate.

Dice que conociéndose el enemigo a atacar, se determina la tropa a disponer con el fin de neutralización. La planeación del ataque implica 1 a 3, es decir,  tres atacan - uno se defiende, y cuando se planea en defensa se dispone 4 a 1: cuatro se defienden - uno ataca. Esto forma parte de las tablas de organización para el ataque y la defensa que están dispuestas en el manual 1350, y que corresponde a la organización de una guerra regular y donde se tiene determinada la línea de combate.

El análisis del poder relativo de combate tangible e intangible refiere la medida en que la inteligencia nos dice cómo está el enemigo, (si por ejemplo la información determina que cuatro personas tienen pocas armas (poder relativo de combate tangible) y no tienen suficiente experiencia (poder relativo de combate intangible), se puede determinar que vayan cinco (05) personas de quienes se tiene una excelente preparación.

Concluye que la emisión de una orden de operaciones de manera verbal depende de la inmediatez de los hechos, o la variación que pueda observarse en el desarrollo de la operación, decisión que queda escrita en el diario de operaciones y hace parte del informe de patrullaje a la orden de operaciones.

Que el riesgo calculado no depende del blanco sino de la  calidad de la información. Que el comandante del Batallón tiene la obligación de leer todos los días el boletín, lo cual le da un conocimiento que puede determinar el análisis de la probabilidad y exactitud de la información, y él con la experiencia que tiene y el conocimiento del área de operaciones, puede determinar si es posible que una operación militar se lleve a cabo en razón de determinada fuente. Dice que los boletines diarios de inteligencia los debe firmar el oficial del S2.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA DEFENSA: Confirmando el contenido de anteriores informaciones, dice que frente a una actitud hostil, el militar debe entender que se encuentra frente a un combatiente, siendo esto una regla de encuentro: “Se puede hacer uso de la fuerza en ejercicio del principio de defensa tanto en operaciones de control militar de área como de neutralización”. El principio marca la demostración de la agresión frente a la cual se reacciona en defensa, siendo esta legítima.

El deber ser del planeamiento de una operación militar implica la determinación de un esfuerzo principal, otro de apoyo y otro de reserva, pero el comandante, en posición de asunción de riesgo calculado, puede dejar distantes el apoyo y la defensa. 

En cuanto a las distinciones entre operación militar de control de área y de neutralización, concreta que las primeras no tienen determinado objetivo a ser alcanzado por el desarrollo de una operación militar, mientras que las operaciones de neutralización el elemento sine cuanon es la determinación de un objetivo. La primera puede devenir de la segunda en la medida en que exista una información que sea procesada, analizada y cuantificada por el comandante donde a partir de la ubicación de una tropa se surta el planeamiento para desarrollar la neutralización de un enemigo. Lo que marca la diferencia entre las dos son los insumos de inteligencia que determinan el desarrollo de la operación.

Refiere que las maniobras de las operaciones de control militar de área son meramente de control, como retenes, patrullajes de reconocimiento, puntos de control, que solo determinan la presencia de la tropa y el control jurisdiccional para garantizar la movilidad y gobernabilidad, y entre ellas se puede determinar la acción de establecer puestos de observación. El comandante de la unidad de combate en una operación de control militar de área, puede tomar la decisión de realizar una acción de neutralización cuando encuentra un blanco.

Señala que el manual de Estado Mayor determina que las órdenes pueden ser verbales o escritas. Así mismo advierte que el principio del riesgo calculado al cual se somete el comandante en el desarrollo de operaciones, puede conllevar a un error militar o un éxito operacional.

Respecto del pago de recompensa y pago de información, aduce que el segundo es el que se suministra por brindar información mientras que el primero esta comprometido con un resultado operacional. El pago de información se puede cancelar luego de obtenido un resultado operacional, toda vez que ello se somete a todo un procedimiento administrativo que supedita el pago hasta tanto no llegue la plata para el efecto. Señala que  el deber ser es que el jefe de la Sección Segunda conozca  todos los informantes. Refiere que puede respecto de estos darse la reserva de identidad por cuestiones de seguridad.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Indica que el entrenamiento de los hombres está encaminado a mantener la integridad, por ello es que se da el nombre de acciones de neutralización, aplicándose la proporcionalidad en el campo de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario.

Precisa que para el inicio de la operación se diseña la aplicación de los documentos y agotamiento de la orden de operaciones escrita. La orden verbal solamente puede implicar la variación de la orden de operación inicial.

7. Mayor General CARLOS ARTURO SUAREZ BUSTAMANTE:  (audio dieciocho (18)  de febrero de dos mil diez (2010), sesión 1, min.00:09:20) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 19.177.815 de Sonsón, Antioquia, ingeniero civil, se desempeña el cargo de Inspector General de las Fuerzas Militares.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Indica el testigo que para el año dos mil ocho (2008) se desempeñaba como jefe de la Jefatura de Operaciones  Conjuntas Especiales dependiente del Comando de las Fuerzas Militares. 

Advierte que fue partícipe y jefe de la comisión que adelantó la investigación administrativa y de servicio, con ocasión de los hechos objeto del proceso, rindiendo el informe respectivo que ingresa como evidencia No. 9.

Refiere que realizado acercamiento a la unidad militar del Batallón Rafael Reyes, el día nueve (09) de octubre del año dos mil ocho (2008), toma contacto con las personas que la comisión  consideró relevantes y que tuvieron que ver con los hechos. 

Dentro de las situaciones irregulares encontradas, se tiene que no aplicaron el ciclo de inteligencia y existían personas podían aplicar sus conocimientos al respecto, como el T. EDUARD ANTONIO VILLANI REALPE, pues la operación fue planeada con base a una información, mas no en inteligencia. Que no es normal que documentos oficiales y mas de inteligencia,  se lleven en un computador personal, motivo por el cual y como quiera que el analista se encontraba en la ciudad de Bogotá, no fue posible investigar las agencias y las fuentes. Que el sargento JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ como integrante de la unidad de inteligencia, recolector de la información, no podía formar parte de operaciones militares.

También insiste en afirmar que el planeamiento de la operación no se realizó en acatamiento a la doctrina; que el Comandante del Batallón desconoció la unidad de mando de las compañías, al disponer las órdenes directamente con el pelotón; que los integrantes del grupo especial no se encontraban nombrados en al orden del día, sin encontrarse además registros de su entrenamiento especial y que no se dispuso los equipos de ataque de apoyo y reserva debidos.

Afirma que del análisis del registro de operaciones de  la misión táctica MARFIL, debe resaltar además que no es normal ni lógico que un informante indique coordenadas exactas  de la presencia de  sujetos y dos (02) días después, estén dichas personas en el mismo lugar muertas. Que no se tienen los soportes que demuestran los resultados de la infiltración previa en la zona; que los documentos disponen un desplazamiento de dos (02) suboficiales y ocho (08) soldados, cuando en realidad fueron un  (01) sargento y cuatro (04) soldados, rompiéndose así una organización que no contaba siquiera con reserva ni preservó análisis del poder relativo de combate; que la movilización debía haber acontecido con  mínimo dos (02) vehículos. 

Indica que en virtud del principio de la guerra: la sorpresa,  no era admisible haberse efectuado proclama, lo cual implica que no hubo ningún criterio táctico. Sin que fuera normal que una de las víctimas presentara ropa de civil debajo del camuflado en un clima tan cálido como lo es el de Cimitarra.

Así mismo, deja plasmado la falta de asesoramiento que ejercieron el oficial de inteligencia y el de operaciones, a efectos de impedir que el comandante del Batallón cometiera errores, el primero, advirtiendo que no se había surtido el ciclo de inteligencia y el segundo, alertando de que la maniobra a desplegar no se constituía como tal. Deja la salvedad de que la plana mayor solo recomienda pues quien toma la decisión es el Comandante del Batallón y por lo tanto debe asumir las consecuencias de sus decisiones.

Concluye  el interrogatorio la Fiscalía indicando el testigo que el informe de patrullaje es un documento en el cual constan todos los hechos que sucedieron durante la operación, y que debe ser confeccionado por el Comandante como informe  de la labor ordenada.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA DEFENSA: Refiere el testigo que en el momento en el que efectuaron las preguntas a algunos de los partícipes de la operación no hubo presencia de abogado, por cuanto no fue un interrogatorio el efectuado, sino que simplemente se cuestionó respecto de los hechos del servicio, esto es, planeamiento, inteligencia, mirándose para el efecto la documentación que la soportaba.

Concluye que la comisión no pudo constatar el cumplimiento del ciclo de inteligencia por cuanto las fuentes y agencias estaban contenidas en un  computador que  no se encontraba en el Batallón, lo cual es un hecho irregular.

Indica que el desarrollo del pago a informantes se puede suscitar antes o después del desarrollo de las operaciones, pero que para el caso que nos ocupa, la Comisión solicitó la presencia del informante, comprometiéndose el Sargento NIAMPIRA  infructuosamente a presentarlo al día siguiente. 

Respecto del GRULOC, indica que de manera aparente  se soporta su existencia en un Informe de Situación de Tropa INSITOP, pues este grupo no cumplía con las reglas debida para su conformación, señala expresamente en este punto el testigo que:. “aparece en un INSITOP, algo que dice ser un grupo especial,  pero no lo es”.

Reafirma que para determinar el poder relativo de combate del enemigo se debe mirar su número, entre otros aspectos, pero que en el presente caso, el GRULOC enviado no tenía ninguna capacidad, no tenía entrenamiento como grupo especial pues “con un entrenamiento normal un soldado no puede formar parte de un grupo especial”.

Puesto de presente el texto de la misión táctica MARFIL al testigo, sin que proceda a la lectura, responde que en su texto si existe un aparte denominado maniobra. Aclara el deponente que la maniobra indica movimiento de unidades (izquierda, derecha, ataque principal, apoyo, reserva) y lo que aparece en el escrito no es una maniobra, solo indican fases de una operación, esto es, la inteligencia, la ejecución. 

Reafirma que el Comandante del Batallón puede disponer de sus tropas pero con acatamiento a la doctrina militar, y que esta permite flexibilización en el desarrollo de las operaciones, pero igual debe estarse sujeto siempre a sus principios para evitar el fracaso, pues la doctrina  deviene de la experiencia militar.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO: Concluye que en la operación MARFIL  no hubo cumplimiento de la doctrina militar.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Refiere que según el análisis de la información, las unidades de apoyo y de reserva no necesariamente deben contar con el mismo número de integrantes de la unidad principal.

8. LUIS FERNAN ARBELAEZ: (audio dieciocho (18) de febrero de dos mil diez (2010), sesión 2, min. 1:40) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 10278822 de Manizales. Médico experto en medicina forense con capacitación en policía judicial.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Indica laborar desde el año mil novecientos noventa y tres (1993) en el Instituto de Medicina Legal, ejerciendo funciones como médico forense o legista, señalando todas sus labores y haber sido coordinador de la unidad básica Carare- Opón, estando dentro de su jurisdicción el municipio de Cimitarra, correspondiéndole la realización del estudio de los dos (02) cadáveres que protagonizan los hechos materia de juzgamiento.

Especificando este punto, indica haber recibido en la morgue, de manos del CTI, los cadáveres  N.N. que se signaron como No. 12 y No. 13, argumentándose su muerte en combate. Advierte que venían con cadena de custodia pero no rotulados ni embalados, vestidos con prendas militares masculinas sobre ropa de civil, las cuales estaban impregnadas con bastante tejido orgánico, inclusive masa encefálica.  Luego de realizada la inspección corporal externa de dichas prendas y su fijación fotográfica, se procedió a quemarlas toda vez que no se contaba con lugar adecuado para su secado.

Indica que los rasgos de los cadáveres no eran los típicos de la gente de la zona, pues eran cuerpos  aseados y cuidados excepto uno que si tenía tatuajes, ingresando a la morgue  como N.N.

El testigo reconoce  los informes periciales de necropsia Nos. 2008010168190000012 y 2008010168190000013. Informa que al ingreso de los cadáveres como N.N., se les toma las fotos de  identificación y se les realiza la  necrodactilia para procurar su posterior identificación. En este punto señala que a pesar de la difusión, hasta el mes de agosto siguiente, en Bogotá, fueron identificados. Se ingresan a juicio los referidos documentos.

Determina que el No. 12 corresponde a EDUARDO GARZÓN PAEZ, de quien, según el protocolo de necropsia, los hallazgos se resumieron en fractura de cráneo por una laceración encefálica severa, laceración de la tráquea, producidas por un proyectil de arma de fuego de alta velocidad. Soporta su inspección con la proyección de (10) fotografías y (03) videos contenidos en un cd que ingresa a juicio, por medio del cual el testificante se permite corregir algunos yerros presentes en  el informe, referidos a la trayectoria en la descripción de las lesiones, dando las explicaciones como testigo experto para concluir:

“1.1. Orificio de entrada: circular de bordes invertidos, redondeado, de 1 cm de diámetro, ubicado en región fronto facial izquierda a 9 cm de vértice y 10 cm de la línea media anterior.

1.2 Orificio de salida: irregular, de bordes evertidos, de 2 x 2.5 cms y ubicado en región preauricular derecha a 12 cm del vértice y 11 cm de la línea media anterior.

1.3 Lesiones: piel, hueso frontal izquierdo, lóbulo frontal izquierdo, lóbulo frontal derecho, hueso frontal derecho, piel y sale.

1.4 Trayectoria: Plano horizontal: Supero-Inferior. Plano coronal: Antero-posterior. Plano sagital: Izquierda-Derecha.

2.1 Orificio de entrada: circular de bordes regulares e invertidos, redondeado, de 1.3 cm, ubicado en tercio medio de cuello derecho a 21 cm del vértice y 8 cm de la línea media anterior.

2.2 Orificio de salida: de 2 cm de bordes evertidos e irregulares ubicados 34 cm del vértice y 4 cm de la línea media anterior.

2.3 Lesiones: piel, músculo esternocleidomastoideo derecho, traquea, músculo esternocleidomastoideo izquierdo, piel y sale.

2.4 Trayectoria: Plano horizontal: Supero-inferior. Plano coronal: Postero-anterior. Plano sagital: derecha-izquierda. 

3.1 Orificio de entrada: circular de bordes invertidos, redondeado, ubicado en cara posterior del hombro derecho a 23 cm del vértice y 22 cm de la línea media posterior.

3.2 Orificio de salida: no existe orificio de salida, al realizarse disección se encontró proyectil ubicado en región escapular izquierda a 22 cm del vértice y 18 cm de la línea media posterior.

3.3 Lesiones: piel, tejido celular subcutáneo y se encontró proyectil alojado en escapula izquierda.

3.4 Trayectoria: Plano horizontal: ínfero-superior. Plano coronal: en el  plano. Plano sagital: derecha-izquierda.

4.1 Orificio de entrada: circular de bordes regulares e invertidos, redondeado, de 0.8 cm, ubicado en cara posterior tercio meido de antebrazo derecho a 60 cm del vértice.

4.2 Orificio de salida: irregular, de bordes evertidos, ubicado en cara posterior tercio medio antebrazo derecho a 58 cm del vértice.

4.3 Lesiones: piel, tejido celular subcutáneo, piel y sale.

4.4 Trayectoria: Plano horizontal: ínfero-superior. Plano coronal: en el plano. Plano sagital: derecha-izquierda.

5.1 Orificio de entrada: circular de bordes regulares e invertidos, redondeado, de 1 cm, ubicado en tercio medio cara externa del antebrazo izquierdo a 69 cm del vértice.

5.2 Orificio de salida: irregular, de bordes evertidos, de 2cm ubicado en cara interna tercio inferior de antebrazo izquierdo a 72 cm del vértice.

5.3 Lesiones: piel, tejido celular subcutáneo, piel y sale.

5.4  Trayectoria: Plano horizontal: supero-inferior. Plano coronal: en el plano. Plano sagital: izquierda-derecha.”

6.1 Orificio de entrada: circular de bordes regulares e invertidos, redondeado ubicado en cara externa tercio medio brazo izquierdo a 36 cm del vértice.

6.2 Orificio de salida: irregular, de bordes evertidos, de 7 x 4 cm con exposición de músculo ubicado en región deltoidea a 38 cm del vértice.

6.3 Lesiones: piel, tejido celular subcutáneo, músculo de la región doitoidea izquierda, piel y sale.

6.4 Trayectoria: Plano horizontal: ínfero-superior. Plano coronal: Postero-anterior. Plano sagital: en el plano.”

Advierte que a nivel de la espalda, figuraba una quemadura ocasionada por paso de proyectil, respecto de la cual no se pudo determinar su trayectoria.

Ahora, respecto del protocolo de necropsia No. 13, correspondiente a DANIEL ANDRES PESCA OLAYA, igualmente se soporta con la proyección de diez (10) imágenes y tres (03) videos, por medio de los cuales procede a corregir la descripción de las lesiones en el siguiente sentido:

“DESCRIPCION DE LAS LESIONES POR PROYECTIL DE ARMA DE FUEGO DE ALTA VELOCIDAD:

1.1 Orificio de entrada: circular de bordes invertidos, redondeado, de 1.2 cm de diámetro, ubicado en tercio medio de cuello izquierdo a 22 cm del vértice y 5 cm de la línea media anterior

1.2 Orificio de salida: irregular, de bordes evertidos, de 3.2 cms y ubicado en tercio medio del cuello derecho a 24 cm del vértice y 6 cm de la línea media anterior. El proyectil reingresa al cuerpo en cara superior de hombro derecho a 29 cm del vértice y 22 cm de la línea media anterior y nuevamente sale encara externa tercio superior de brazo derecho a 29 cm del vértice y 22 cm de la línea media anterior.

1.3 Lesiones: piel, musculo esternocleidomastoideo izquierdo, tráquea, esternocleidomastoideo derecho, piel, reingresa en cara superior del hombro derecho piel, músculo deltoides derecho, piel y sale.

1.4 Trayectoria: Plano horizontal: supero-inferior. Plano coronal: en el plano. Plano sagital: izquierda-derecha.

2.1 Orificio de entrada: circular de bordes regulares e invertidos, redondeado, de 0.8 cm ubicado en región esternal izquierda a 37 cm del vértice y 2 cm de la línea media anterior.

2.2 Orificio de salida: en número de tres de bordes evertidos e irregulares de diámetro que oscilan entre 0.6 cm y 1 cm en número de tres, de 4 cm ubicado en la región interescapular derecha a 43 cm del vértice y 10 cm de la línea media posterior.

2.3 Lesiones: piel, esternón en su parte media, pulmón derecho en su lóbulo medio e inferior, sexto arco intercostal posterior derecho, piel y sale.

2.4 Trayectoria: Plano horizontal: supero-inferior. Plano coronal: antero-posterior. Plano sagital: izquierda a derecha.”

Refiere, respecto de los dos procedimientos, que las heridas fueron ocasionadas con proyectiles de arma de fuego de alta velocidad, los cuales, al momento del impacto, por la gran energía cinética que contienen, producen caída instantánea de la persona. Que a ambos cuerpos se les tomo muestras de sangre y no detentaban signos de descomposición. Así mismo, que fueron dispuestos en bóvedas ubicadas en el cementerio municipal identificadas con el número del protocolo y que si bien la morgue era pequeña, contaba con los elementos mínimos de salubridad requeridos para estos procedimientos.

Concluye el interrogatorio de la Fiscalía advirtiendo que las prendas utilizadas por las victimas no contaban con el olor fuerte característico de las prendas de combatientes, que las botas no tenían mayor cantidad de barro, estaban limpias y su suela era nueva.

CONTRAINTERROGATORIO EJERCIDO POR LA DEFENSA: Describe el testigo como características de las prendas militares puestas, que se encontraban en buen estado, sin ningún logotipo que indicara pertenencia a algún grupo armado, sin marcas ni seriales, una guerrera en pixeles y la otra a manchas; que estaban bastante impregnadas de material orgánico, y los orificios allí encontrados coincidían con los hallados en los cuerpos. Que llamaba la atención que ni ellas ni las botas presentaban desgaste.

Precisa respecto de las cadenas de custodia de los cd`s contentivos de las imágenes y videos, que fueron ingresados en el computador destinado para su oficio para ubicarlas en el nivel central, teniendo de presente las labores de identificación de los cuerpos y su posterior copia en Cd. Se ratifican las correcciones de las trayectorias que describen las lesiones halladas.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: El testigo se ratifica en las correcciones efectuadas a los protocolos de necropsia debatidos en el juicio con demostración de la calidad del testigo experto.

 9.  HUMBERTO PATARROYO RUIZ: (audio veintidós (22)  de febrero de dos mil (2010), sesión 1, min. 00:8:50) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 91268928 de Bucaramanga, tecnólogo electromecánico, funcionario del CTI desde hace quince (15) años aproximadamente.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Refiere haber laborado en el CTI de Cimitarra, Santander y en ejercicio de sus funciones, indica haber participado en los actos urgentes de la presente investigación. Describe el lugar de los hechos con bastante vegetación y lluvia, siendo entregada la escena por el sargento NIAMPIRA a su compañero ALEXANDER MARIÑO.

Indica que su labor se centro en la fijación topográfica, la realización del respectivo bosquejo, el cual ingresa como evidencia No. 14 al juicio. Reseña allí las evidencias encontradas, No. 1: un cuerpo, No. 2: una pistola, No. 3: un morral, No. 4: un cuerpo, No. 5: una pistola, No. 6: una vainilla calibre 5.56 en una pequeña isla dentro del riachuelo, No. 7: un plástico color negro, No. 8: un cartucho calibre 9 mm, No. 9ª y 9b: 2 vainillas calibre 5.56 encontradas en un riachuelo y No. 10: una granada hallada al interior del morral reseñado como evidencia No.3. Tomando medidas del lugar de hallazgo de cada una de las evidencias. Así mismo, que inspeccionó una cabaña ubicada  cerca del lugar, donde según los uniformados, la comunidad informaba la ubicación de luces extrañas en las noches, sin resultado positivo alguno.

Informa que se embalaron las manos de los dos (02) cuerpos, el correspondiente a la evidencia No. 1 luego de ser ubicado en la carretera y el reseñado como evidencia No. 4 en el lugar de hallazgo. Los cuerpos fueron embalados en bolsa individual y transportados hasta la morgue de Cimitarra, donde se tomaron primero las muestras de residuos de disparo en mano y posteriormente las necrodactílias.

Afirma haber realizado, como labores investigativas, entrevistas posteriores a los soldados NELSON OSPINA, BENANCIO PUENTES y GERMAN AUGUSTO TABARES.

De manera general, comenta que el orden público en el municipio de Cimitarra se vio alterado a partir del años dos mil ocho (2008), pero que no conoció de denuncias por secuestro o extorsión.

Concluye  que no se notaron huellas sobre el camino ubicado cerca de la colina ni sobre el pasto en la zona, siendo lugares también inspeccionados  en la tarea de búsqueda de evidencias.

CONTRAINTERROGATORIO DE LA DEFENSA: Precisa que el nivel del agua de la cañada que atravesaba la escena de los hechos fue bajando en el transcurso de la diligencia de inspección. Indica que la maleza del lugar estaba presente en una colina o montaña ubicada detrás de los cuerpos y que cerca de la evidencia No. 4, esto es el occiso No. 2, existía un pequeño camino en subida. Así mismo, que junto a este cuerpo, a la orilla de la quebrada, estaban las vainillas evidencias signadas como Nos. 9ª y 9b.

Indica que para la búsqueda de evidencias fue utilizado sistema espiral y a simple vista, pues la unidad del CTI  de Cimitarra no contaba con instrumentos tales como detector de metales. Concluye que si bien las condiciones del terreno impedían realizar una búsqueda adecuada de evidencias, se hizo un gran esfuerzo para lograrlo.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO: Refuerza haberse realizado la búsqueda en espiral de evidencias utilizando los elementos que tenían al alcance para el efecto.

El Defensor renuncia al interrogatorio directo del testigo.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Precisa que quienes hallan el morral en el lugar de los hechos fueron los miembros del Ejército. Que una vez fijado fotográficamente proceden a su apertura observando una granada de fragmentación y unas prendas de vestir que no consideró personalmente necesario enumerarlas como evidencia. 

10. CRISTIAN VILLABONA PEREZ: (audio veintidós (22) de febrero de dos mil diez (2010), sesión 1, min. 1:06:00) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 13847579 de Bucaramanga, tecnólogo en topografía, funcionario del CTI desde hace dieciséis (16) años aproximadamente y ejerce funciones de balística desde hace trece (13) años, especificando sus capacitaciones en el  tema.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Puesto de presente el informe investigador de laboratorio LABICI OAM4872008, junto con su informe de aclaración OAM04287 que contemplan el análisis de dos (02) pistolas calibre 9mm cada una con su proveedor, once (11) cartuchos de las referidas, tres (03) vainillas, un (01) cartucho, cinco (05) fusiles y la punta de un proyectil allegado posteriormente, realizando su fijación fotográfica y procediendo a su identificación. 

Que las pistolas se las entrego el investigador ALEXANDER  sin rotular ni cadena de custodia al igual que las vainillas y el cartucho. Precisa que  la pistola A1 que es la  IMI modelo JERICÓ y la pistola A2, que es la TAURUS, presentaban adherencias de tierra al interior del cañón y la corredera que impedían el normal desplazamiento de la misma. Concluye que en esas condiciones no eran aptas para ser disparadas, pues se requirió de lubricación y limpieza para poderlas apreciar y estaban en mal estado de conservación.

Refiere que no fue posible determinar si fueron disparadas o no pero una de ellas era casi imposible por los daños en la corredera, sin que tampoco exista método técnico-científico que determine el tiempo y número de disparos efectuados por un arma.

Respecto de los cartuchos, dice que recibidos once (11) en total respecto de ambas pistolas, indica que estaban en buen estado y eran aptos para su uso. Depreca lo semejante de los fusiles, que fueron permitidos en el Batallón y los cuales contaban con embalaje, dejando constancia que figuraban con papelitos que reseñaban las personas que los portaban.

Describiendo el funcionamiento de los fusiles y las pistolas, precisa que la distancia de expulsión de una vainilla, para las primeras esta entre  nueve (09) a once (11) metros y las segundas, de cuatro (04) a seis (06) metros y si se deja el fusil en función automática podría disparar hasta treinta (30) cartuchos en menos de cinco (05) segundos.

Puesta de presente al señor testigo la pistola TAURUS y la fotografía de esta tomada en la escena de los hechos, este afirma que no es normal que la corredera este en la posición que allí detenta, pues esta, por la acción de los resortes, debe estar completamente atrás o adelante, nunca en un punto intermedio.  

Se pone de presente al testigo el informe que corresponden al estudio de un (01) cartucho calibre 9mm y tres (03) vainillas calibre 5.56mm, concluyendo en el, que el primero, es compatible con la pistola IMI modelo JERICÓ y que todas las vainillas provenían del mismo fusil que se encontraba marcado con el nombre ALVAREZ. Ingresan a juicio  estos informes.

Concluye que es necesario correr la corredera del arma para determinar si hay o no cartucho en la recamara. Y que si luego de disparada el arma queda con la corredera en la posición que se tiene en la fotografía en la escena de los hechos, la vainilla o el cartucho no sería expulsado, estaría atascado.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA DEFENSA: El declarante se ratifica en errores de trascripción ya advertidos y corregidos, con los informes aclaratorios ingresados al juicio.

Deja constancia que las armas si bien no le fueron entregadas con registro de cadena de custodia, si estaban embaladas en bolsa plástica y con oficio que ordenaba la realización del experticio. Puesta de presente la imagen de la pistola TAURUS según la fotografía en la escena de los hechos, afirma que cuando la recibió la corredera estaba en su lugar, tal y como figura en su informe. Aduce que con la corredera a medio camino, no es posible que el cartucho sea expulsado. Establece el testigo que según la foto referida, no se puede determinar en que dirección iba la corredera cuando se atascó, reiterando que una pistola en buen funcionamiento no es posible que quede en esa posición.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Indica que se traslado de Bucaramanga a Cimitarra para la realización del estudio el día cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008) llegando a las seis de la tarde (6:00 pm) y que como quiera que había llegado por fuera del horario de oficina, hasta el día siguiente realizó el estudio de las armas.

11. LUZ ADRIANA MONSALVE SALAMANCA (audio veintidós (22)  de febrero de dos mil diez (2010), sesión 2, min. 01:33:19) Identificada con la cédula de ciudadanía No. 63.563.625 de Bucaramanga, química especializada y magister en toxicología, vínculada al Instituto de Medicina Legal desde el año dos mil siete (2007).

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Especificando sus funciones en su área de especialidad, ilustra la manera como se realiza el examen de alcoholemia, determinando el grado de etanol en la sangre que, en el caso de personas fallecidas, los resultados menores a treinta (30) mg% son debatibles en atención a que pueda deberse a ingesta previa de etanol o al proceso post morten. 

Puesto de presente a la testigo el informe pericial, en este se concluye que el análisis de alcoholemia realizado en el cuerpo de DANIEL ANDRES PESCA OLAYA, se detecto presencia de etanol de ochenta y cinco miligramos por ciento (85 mg%),  que para el efecto, y haciendo correlación con el dictamen de embriaguez, estaría en grado uno (01).

CONTRAINTERROGATORIO DE LA DEFENSA: Indica que la proporción de etanol referida refiere al menor grado de embriaguez.

12. OSCAR RAMIREZ SOTO: (audio diecinueve (19) de abril de dos ml once (2011), sesión 1, min. 00:07:52) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 91253355 de Bucaramanga, técnico en investigación criminal y cursos afines,  con catorce (14) años ejerciendo labores  en la Fiscalía General de la Nación. 

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Especificando sus capacitaciones como investigador adscrito a la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación, informa que conoce de los presentes hechos una vez recibido el expediente por parte de la Justicia Penal Militar. Refiriendo los documentos que encuentra en el estudio que hace al expediente, se le pone de presente documentos por medio de los cuales el sargento viceprimero NIAMPIRA BENAVIDEZ, como comandante de patrulla PANTERA 2 pone el conocimiento del CTI de Cimitarra  el combate suscitado, sus coordenadas, las bajas causadas y los elementos bélicos hallados; el oficio 045 de fecha 05 de marzo de 2008 por medio del cual  el Teniente EDUARD VILLANI REALPE como oficial S2, pone a disposición del CTI de Cimitarra los resultados obtenidos con los hechos material del proceso y el material de guerra, documentos que ingresan al juicio.

Refiere el testigo haber realizado inspección judicial a las oficinas del S2 y S3 del Batallón Rafael Reyes de Cimitarra, Santander, acta de fecha veintiséis (26) de septiembre de dos mil ocho (2008) que ingresa  al juicio, obteniendo fotocopias de los originales de los siguientes documentos hallados en el lugar: 

· Misión táctica Marfil, de fecha cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008), firmada por el Teniente Coronel WILSON JAVIER CASTRO PINTO como Comandante del Batallón y el capitán OSCAR PERALTA RAMIREZ como Oficial de Operaciones.  Pone de presente el testigo que las coordenadas acá plasmadas son coincidentes con las que corresponden al lugar donde acontecieron los hechos, que el GRULOC al mando del sargento NIAMPIRA en la realidad no se encontraba conformado como lo disponía la misión táctica. 

· Anexo “B”  Inteligencia, de fecha cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008), sin firmas, contentivo de la organización de BACRIM. Allí se registran como informaciones recibidas por el Batallón, tres notas que dan cuenta de la presencia de integrantes de BACRIM al servicio del narcotráfico en la zona general de la vereda El Brasil.
· 
Informe de patrullaje de fecha cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008) signado por sargento viceprimero JESUS NIAMPIRA BENAVIDEZ como Comandante de Unidad, donde se relata como situación del enemigo la presencia de cuatro sujetos en la vereda El Brasil como integrantes de BACRIM dedicados a las extorsiones y al secuestro. Relata este documento la manera como llevaron a cabo la misión: llegando al lugar en medio motorizado, tomando camino al margen de la carretera, el puntero escucha ruidos, se identifican y son atacados, abren fuego por un margen de dos (02) minutos, y esperan el amanecer para encontrar dos (02) cuerpos de sexo masculino con armas cortas. Advirtiendo la poca visibilidad por la lluvia en el sector. 

· Operación inmediata (Radiograma) No. 0446 de fecha cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008) firmado por el capitán OSCAR PERALTA RAMIREZ como Oficial S3 encargado. Deja de presente el testigo que en este informe se reseña como hora de ocurrencia de los hechos las cinco y treinta de la mañana (5:30 am) mientras que en el documento anterior se registra por parte del comandante de Unidad las cuatro y cincuenta de la mañana (4:50 am). Así mismo que reportan como munición gastada cuarenta y ocho (48) cartuchos que no fueron recolectados en la escena de los hechos.   
· Radiogramas resultados operacionales del cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008) firmados por el Teniente Coronel WILSON JAVIER CASTRO PINTO y el Mayor LEONARDO MATAMOROS DUARTE. Se determina por parte del testigo, ha contrario de lo establecido en los documentos, que el personal comprometido no fue una escuadra sino un equipo de combate. Además, se plasma que ha contrario de lo recolectado en la inspección en el lugar de los hechos, se reseñan  once (11) cartuchos y no doce (12). 

· Tres (03) INSITOP de fechas cuatro (04), cinco (05) y seis (06) de marzo de dos mil ocho (2008). Según el primero, el GRULOC DOS se encontraba para el cuatro (04) de marzo  en el municipio de Landazuri al mando del Teniente MENDEZ y en curso de la misión táctica FURIA. Para los días cinco (05) y seis (06) de marzo, este GRULOC se hallaba en la vereda El Brasil de Cimitarra, en desarrollo de la misión táctica MARFIL  y al mando del Sargento Viceprimero NIAMPIRA. Observa que el Teniente Coronel WILSON JAVIER CASTRO PINTO firma todos los INSITOP menos el correspondiente al cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008), firmado si por el ejecutivo y segundo comandante del Batallón, Mayor LEONARDO MATAMOROS DUARTE.

· Orden del día No. 048 para el siete (07) de marzo de dos mil ocho (2008). Allí se reseña la felicitación que hace el Comando del Batallón por los resultados operacionales de la Misión Táctica MARFIL al Teniente EDUARD ANTONIO VILLANY REALPE, Sargento Viceprimero NIAMPIRA BENAVIDEZ JESUS EDUARDO y a los soldados  JUAN CARLOS ALVAREZ, NELSON OSPINA TABARES, GERMAN OLIVEROS TABARES, BENANCIO PUENTES GUAPACHA.

· Folios del libro INFORMACIONES RED COOPERANTES, Carpeta No. 3,  de la sección segunda del Batallón Rafael Reyes, donde se reportan informaciones obtenidas sin que en ninguna se cite la vereda El Brasil del Cimitarra como sitio objeto de la información.

· Folios del LIBRO DIARIO de la sección segunda del Batallón, donde se reportan anotaciones diarias del Batallón sobre operaciones militares. Las anotaciones correspondientes a los días (28) de febrero y cuatro (04) de marzo de de dos mil ocho (2008) refieren presencia de miembros de las BACRIM en  la vereda El Brasil. Esta última señala unas coordenadas de ubicación de enemigo que  son diversas a las contenidas en la misión táctica.  

· Acta No. 0515, folio 74, que contempla el material de guerra gastado por el grupo PANTERA DOS o GRULOC 2, reportando con su firma, NIAMPIRA para el efecto, trece (13), JUAN CARLOS ALVAREZ ocho (08), OSPINA TABARES once (11) y otras dos personas ajenas a la misión  como los soldados profesionales ALBERTO GOMEZ RUIZ y JOSE ALBERTO ROJAS MOLINA. Indica el testigo que una vez entrevistados, adujeron que nunca habían firmado dicho documento y que no había formado parte de la operación táctica MARFIL, desconociendo el investigador el motivo por el cual  allí no figuran PUENTES GUAPACHA ni OLIVEROS TABARES. Igualmente se observa un certificado de consumo de material de guerra por munición gastada correspondiente a cuarenta  y ocho (48) cartuchos firmada por el Teniente Coronel WILSON JAVIER CASTRO PINTO como comandante del Batallón.

· Folios 19 y 20 del libro DIARIO OPERACIONAL de la Sección Tercera del Batallón Rafael Reyes, donde se suscriben las anotaciones referidas a las operaciones que ejecuta el Batallón. Allí se reseña el cinco (05) de marzo a las cero horas (00:00) el inicio de la misión táctica MARFIL integrada a dos (02) oficiales, dos (02) suboficiales y ocho  (08) soldados. Reportándose luego con registro a las cinco y veinte horas (5:20), el resultado de la misma, con dos cadáveres,  dos pistolas con sus características, once (11) cartuchos, dos (02) proveedores, una (01) granada de mano. Reitera el testigo que la diligencia de inspección al lugar de los hechos comenzó solo hacia las nueve (09) de la mañana de dicho día aproximadamente.

· Folios 38 y 39 del libro de ENTRADA Y SALIDA DE VEHICULOS MILITARES No. 5 del Batallón Rafael Reyes, donde no se reseña la salida de ningún vehículo entre las cero horas (00:00) y las dos (02:00) horas del día cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008).  

· Folios 96 a 100 del libro MINUTA DE GUARDIA del Batallón Rafael  Reyes, donde se reseñan por parte del guardia de turno las revistas, entregas de turno, el personal que entra y sale del Batallón. Se establece que no se determinó salida para el cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008) de ningún pelotón perteneciente a la compañía BUITRE.

· Folios 156 a 158 del libro OFICIAL COT de la Sección tercera del Batallón Rafael Reyes. Dice el declarante que es donde se registran todas las novedades de lo acontecido en el centro de operaciones tácticas.  Se determina que no figura ningún registro referido a la operación táctica MARFIL del día cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008).

· Acta No. 014 de fecha doce (12) de marzo de dos mil ocho (2008) que reseña la cancelación de información suministrada por valor de un millón quinientos mil pesos ($1.500.000) al señor WILSON PEDRAZA GONZALEZ como informante de la ubicación  de quienes figuran muertos como resultado de la misión táctica MARFIL. Dice el testigo haber tenido contacto con este sujeto quien confirma lo dicho en juicio por PEDRAZA GONZALEZ posteriormente.

Firman el acta el precitado, el Teniente VILLANY REALPE como testigo, el ejecutivo  Mayor MATAMOROS DUARTE, el oficial B2, entre otros.

· Oficio No. 003894 de fecha once (11) de mayo de dos mil nueve (2009), el cual involucra como anexos la relación  de pago de informaciones realizadas por el Batallón Rafael Reyes Prieto en el año dos mil ocho (2008), donde se relaciona el pago efectuado por la misión táctica MARFIL por valor de un millón quinientos mil pesos ($1.500.000), expresándose el rubro presupuestal.

· Oficio No. 351 de fecha diecisiete (17) de marzo de dos mil nueve (2009) emitido por la oficina de rastreo de armas de la Policía Nacional y oficio No. 0406 de fecha siete (07) de abril de dos mil nueve (2009) emitido por el jefe de la seccional Control Comercio de Armas BR5,  donde se tiene que las armas encontradas en el lugar de los hechos no cuentan con registro a nombre de ninguna persona jurídica ni natural y tampoco figuran en el sistema.

· Oficio No. 1063 de fecha dieciocho (18) de mayo de dos mil nueve  (2009), el cual reseña los integrantes de la sección PANTERA DOS, figurando allí los procesados soldados profesionales JUAN CARLOS ALVAREZ, GERMAN OLIVEROS TABARES, NELSON OSPINA TABARES y BENANCIO PUENTES GUAPACHA. Igualmente se constata que el comandante de esta sección era el  Teniente OSCAR HUMBERTO MENDEZ TORO y no el sargento viceprimero NIAMPIRA. Refiere el testigo que PANTERA DOS es el mismo GRULOC 2 o pelotón BUITRE TRES.

Consultando su agenda personal, refresca memoria para determinar que los teléfonos que usaban los procesados para la época de los hechos son:

JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ: 3172206995 aportado por el mismo procesado en el documento formato de primer respondiente ya ingresado a juicio y que así mismo aportó en diligencia de versión libre rendida ante Juez penal militar  el número celular 3138791883.

NELSON OSPINA TABARES: En entrevista rendida ante el CTI  de Cimitarra, el No. 3147878816.

JUAN CARLOS ALVAREZ: En entrevista rendida ante el CTI de Cimitarra, el No. 3145213021 y ante Juez Penal Militar aportó el No. 3123653214.

· Certificación de fecha dieciséis (16) de octubre de dos mil ocho (2008), por medio de la cual el ejecutivo y segundo comandante del Batallón Rafael Reyes,  informa que el procesado JUAN CARLOS ALVAREZ se encontraba en comisión en la península del Sinaí.

· Registro de visitas a la interna SANDRA MILENA LONDOÑO CUBILLOS en el Reclusorio de Mujeres de Bogotá, donde se registra a DANIEL ANDRES PESCA OLAYA como esposo de la citada, y quien le realizaba visitas frecuentes, reportándose como última la del  día sábado primero (01) de marzo de dos mil ocho (2008). 

Las evidencias anteriormente reseñadas ingresan a juicio como evidencias 20 a 42.

Refiere así mismo que gracias a los familiares de las víctimas, pudo tener sus números de celular habituales, correspondiendo el No. 3142449123 a DANIEL ANDRES PESCA OLAYA y el No. 3112707330 de EDUARDO GARZON PAEZ.
Se procede por parte del testigo a la proyección del cd, donde  COMCEL aporta el listado de llamadas entrantes y salientes junto con las respectivas celdas a fin de determinar el lugar de ubicación de las víctimas al momento de realizar o recibir una llamada. 

Confrontando la información, se tiene que el celular referido como el de DANIEL ANDRES PESCA OLAYA 
se encontraba al parecer inactivo o descargado. Mientras que ejerciéndose análisis a la información obtenida del celular de EDUARDO GARZON PAEZ, se determinó que para las horas de la mañana del cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008) estaba ubicado en la celda que corresponde al Terminal de transporte de  Bogotá y para la noche se tiene que recibe tres (03) llamadas estando ubicado en  Cimitarra tanto él como su interlocutor, sin poderse establecer quién era esa persona pero si el celular del cual llamaba, siendo el 3142841781. Ingresa el cd y el oficio que lo reseña como evidencia No. 44. 

Proyectado igualmente  cd, el testigo advierte el registro de llamadas entrantes y salientes, así como las celdas que permiten la ubicación de los interlocutores. Ninguno de esos números fue identificado como de propiedad de los procesados. Sin embargo, realizando análisis del número celular 3142841781, se obtuvo que recibe varias llamadas durante el día cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008) en el trayecto que lo ubica en celdas de Bogotá, mas tarde en  Cajicá, posteriormente en Chiquinquirá,  en Vélez, mas tarde en Landázuri y en la noche en Cimitarra, y así mismo el día cinco (05) siguiente en la madrugada, de números celulares advertidos como usados por los procesados JESUS EDUARDO NIAMPIRA, JUAN CARLOS ALVAREZ y NELSON OSPINA TABARES. Ingresa el cd y el oficio reseñado como evidencia No. 45.

Respecto de la manera como se estructuró la misión táctica MARFIL, indica el investigador que según los resultados arrojados de su labor, a las siete de la noche (7:00 pm) del día cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008), reunidos CASTRO PINTO,  VILLANY REALPE, NIAMPIRA BENAVIDEZ, ALVAREZ, OLIVEROS TABARES y PUENTES GUAPACHA, se impartieron instrucciones para la operación que comenzó entre la una y dos de la madrugada (1:00 am-2:00 am) siguiente y cuyo fundamento era la presencia de un número indeterminado de militantes de una BACRIM en la zona de la vereda El Brasil. Información que se encontraba en supuesto fundamentada en tres (03) fuentes: la primera, en llamadas extorsivas al señor RODOLFO VELAZCO; segundo,  los comentarios que respecto de estos hechos le infringía LUCAS PINTO como presidente de la junta de la vereda Brasil Bajo,  al sargento NIAMPIRA, y tercero, la información suministrada por WILSON PEDRAZA quien alertó sobre la presencia de las victimas en el lugar y recibió el pago de recompensa. Señala el testigo que se pudo constatar la no existencia de denuncias por los hechos argumentados, constancias que ingresan como evidencia No. 43. Además de entrevista efectuada a WILSON PEDRAZA donde señala que nunca dio información de dicho tipo y nunca recibió recompensa por estos hechos. 

También señala el testigo que el Batallón realizaba boletines diarios de inteligencia por parte de la Sección Segunda. Se ingresa a juicio el oficio 013 de fecha veintinueve (29) de mayo de dos mil nueve (2009) donde se incluyen fotocopias de los boletines diarios de información Nos. 011 y 012 de las fechas precedentes a la de ocurrencia de los hechos. Advierte que corresponden a copias de fotocopias, sin que recibieran explicación respecto del consecutivo serial con el cual identifican estos documentos y sin que se pusieran a disposición otros boletines. 

CONTRAINTERROGATORIO DE LA DEFENSA: Precisa que la Fiscalía 66 Especializada de la Unidad de Derechos Humanos recibió el proceso de manos de la Fiscalía Tercera Seccional de Cimitarra proveniente de la Justicia penal militar el día veintiséis (26) de septiembre del año dos mil ocho (2008).

Resalta el testigo que no corroboró si las coordenadas allí reseñadas correspondían al sitio de la vereda El Brasil ni tampoco corroboró las coordenadas donde efectivamente acontecieron los hechos. 

Cotejando el testigo el acta No. 045 con el acta No. 014 correspondiente al pago de recompensa, aprecia el testigo  que las firmas que se reseñan como del procesado VILLANY REALPE no son las mismas.

Dice el testigo que respecto del acta de la diligencia de inspección, el fiscal estuvo presente en su elaboración e inclusive, colaboró en su digitalización. Que no quedó constancia en el  acta respecto del acompañamiento que se surtió con miembros del Ejército para la toma de las fotocopias de los documentos obtenidos con la diligencia.

Compara la conformación del GRULOC 2 respecto de los INSITOP ingresados a juicio y el oficio No. 1063, determinándose que el día cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008) en el sector de Mira lindo del municipio de Landazuri, no estaban cinco (05) integrantes del GRULOC 2 y el comandante de este grupo, el teniente MENDEZ, se encontraba en dicho lugar.

Observando el texto de la misión táctica, señala que si bien su fecha de elaboración corresponde al día de los insucesos, no está determinada la hora de su elaboración.

Aclarando el testigo que no es conocedor experto de la terminología y asuntos militares, dice que el anexo B de inteligencia fue el único soporte que suministró el Batallón respecto de la misión táctica MARFIL. Que desconoce a quién corresponde el código operacional que allí se reseña de parte de quien suscribió el documento. Así mismo que desconoce la hora y el lugar donde elaboración del informe de patrullaje por parte del sargento NIAMPIRA BENAVIDEZ.

Puestos de presente los radiogramas de resultados operacionales, reconoce el testigo que no se puede establecer a que horas se trasmitieron los mismos, si al transmitir el No. 046 ya se tenía conocimiento del informe de patrullaje. Dejando de presente que no son consecutivos. Indica que no verificó el contenido de los que los separan porque no se relacionaban con la misión táctica MARFIL.

Respecto de la orden del día y su acápite de felicitación, declara el testigo que no corroboró el papel desempeñado por  VILLANY en la misión táctica, sin que allí figure como felicitado el soldado profesional PACHECO ANZOLA.

Indica que no tuvo acceso a los computadores de la sección segunda. Aduce que no sabe si para el confeccionamiento del libro diario de inteligencia se tiene en cuenta las anotaciones del libro de cooperantes. Que en el libro diario la anotación correspondiente a la vereda El Brasil  no es la única que carece de registro en el aparte respectivo a la acción tomada.

Refiriendo el acta No. 015 correspondiente al consumo de material de guerra y el No. 0515 relacionado con la perdida de vainillas, indica que no corroboró si alguno de los firmantes participes del proceso administrativo participó en la planeación o desarrollo de la misión MARFIL. Así mismo que no le consta  si el radiograma anexo a estos documentos fuere enviado o no.

Respecto del libro diario operacional, indica que no sabe qué funcionario era el encargado de registrar las anotaciones. Haciendo referencia al libro entrada y salida de vehículos ingresados,  determina que las copias ingresadas corresponden al libro de registro de vehículos civiles y destaca que del veintinueve (29) de febrero y al cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008), no aparecen anotaciones, sin determinar el motivo de esta situación porque no dieron respuesta. 

Respecto del acta No. 014 correspondiente al pago de recompensa, dice el testigo que antes de obtener el original de la misma obtuvieron una copia suministrada por parte de la sección segunda, la cual venía acompañada de una fotocopia de la cédula de ciudadanía. Deja en claro que en  este documento no aparece la firma del  Coronel del Batallón Rafael Reyes. 

Visto el oficio No. 003894  y su anexo correspondiente a las funciones del comandante del Batallón, se resaltan aquellas que tienen que ver con el mantenimiento de la fuerza mediante el reemplazo de personal y equipo.

Respecto de la búsqueda selectiva en base de datos, indica el testigo que no estableció si el usuario del No. 3142841781 hubiese estado realizando llamadas desde o hacia Cimitarra antes del tres (03) de marzo de dos mil ocho (2008).

13. WILSON PEDRAZA GONZALEZ: (audio veinte 20 de abril de dos ml diez (2010), sesión 4, min. 00:44:40) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 91136079 de Cimitarra. Vinculado al programa de protección de víctimas y testigos.
INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Afirma haber prestado servicio militar desde el año dos mil uno (2001) hasta el día quince (15) de febrero del año dos mil tres (2003) en el Batallón de Cimitarra, dedicándose luego a labores propias de obrero en fincas aledañas a este municipio. Afirma que detenta antecedentes por porte ilegal de armas de fuego y que cuando prestó el servicio, pagó tres (03) meses de calabozo por perdida de un proveedor.

Afirma tener relación de amistad con el procesado GUILLERMO PACHECO ANZOLA desde el año dos mil cuatro (2004) aproximadamente, a quien conoció por intermedio de su esposa MAYERLI. Reconoce en sala a este procesado.

Refiere haber trabajado como informante y en el año dos mil ocho (2008) le pagaron la suma de doscientos mil pesos ($200.000). por una información de un posible hurto.
Indica que no haber concurrido a la vereda el Brasil ni conocer al GUILLERMO DIAZ. Que supo para los días cinco (5) o seis (6) de marzo de dos mil ocho (2008), de la muerte en dicho lugar de dos (02) integrantes de bandas criminales y que posteriormente, entre los días once (11) y doce (12) siguientes, PACHECO, en su casa, le pidió el favor de firmar un acta de recompensa, diciéndole que no podía firmar el verdadero informante pero que ya se le había entregado la plata y que no se preocupara que ello no implicaría ningún problema. Que por este favor le entregó veinte mil pesos ($20.000). Puesta de presente el acta No. 014, reconoce el testigo su firma y determina igualmente como suya su huella digital.

Relata el testigo que para los días cinco (05) o seis (06) de  octubre siguiente, FABIAN, siendo el mismo NIAMPIRA y a quien reconoce en sala, lo contacto por intermedio de su antiguo compañero de servicio militar GUARIN, para pedirle la cédula de ciudadanía y  advertirle que lo buscarían unos investigadores para hablar sobre el tema objeto del acta de la recompensa. Que dijera que estaba trabajando para la fecha, en la vereda El Brasil en la finca de GUILLERMO DIAZ y que en una salida al pueblo, un muchacho lo había invitado a una cerveza y le había dicho que trabajara con él extorsionando y robando, que lo esperaba en los corrales a las cuatro y treinta de la mañana (4:30 am), informando luego a NIAMPIRA de esta situación. Siendo todo  lo anterior falso pues nunca aconteció nada de eso.

Relata que luego tuvo otro encuentro con NIAMPIRA, quien le entregó cien mil pesos ($100.000) para que le colaborara con la versión de lo que supuestamente había acontecido.  Que el diez (10) de octubre se reunieron con un abogado del Ejercito en la casa del suegro del RUSO, esto es el soldado, NELSON OSPINA TABARES,  a quien reconoce en sala, y quien frente a unas preguntas, procedió a decir el relato que le había indicado FABIAN. Que no recuerda haber firmado algún acta pero que todo se estaba registrando en un computador portátil. Así mismo, expone que el RUSO le entregó una copia pequeña de lo que había dicho para que se lo grabara de memoria, el testigo pone de presente el documento y el señor Fiscal hace su lectura en la audiencia. 

El testigo reconoce su firma en la entrevista referenciada y descubierta por la Defensa, respecto de la cual la Fiscalía también hace lectura. Afirma que respondió lo mismo que dice en dicho documento en entrevista posterior ante investigadores de la Procuraduría. 

Así mismo señala que NIAMPIRA fue quien le presentó al RUSO y este lo llevó al lugar de los hechos, lo recorrieron a pie y le mostró la finca de GUILLERMO DIAZ.

Refiere que sólo hasta el día veinte (20) de noviembre de dos mil nueve (2009) dice la verdad ante el Fiscal que interviene en el presente juicio, sin que hubiese sido obligado a cambiar en algún momento su versión, ofreciéndole previamente protección, que sintió alivio diciendo la verdad de lo acontecido.    

CONTRAINTERROGATORIO DE LA DEFENSA: Ratifica lo dicho anteriormente. Que se enteró que FABIAN era en realidad NIAMPIRA en el curso de este proceso, que el temor a ser responsabilizado por algo que no había hecho fue lo que lo motivó a decir la verdad. Que no había recibido cartas o amenazas por el hecho de haber firmado el acta de recompensa y que fue por miedo a pisar una cárcel que cambió su versión.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PUBLICO: Reitera el declarante que la versión indicada por FABIAN fue la que rindió por primera vez a los procuradores, pero la Fiscalía le facilitó el medio para nuevamente ser entrevistado por sus agentes.

INTERROGATORIO DIRECTO COMO PRUEBA DE LA DEFENSA: (audio ocho (08) de junio de dos mil diez (2010), sesión 1, min: 00:09:00). Refiriendo la declaración rendida a los investigadores de la Procuraduría, reconoce el testigo que fue realizada bajo la gravedad de juramento. Refiere que no recuerda lo que realizó el día cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008). Procede el señor defensor a impugnar la credibilidad del testigo con base en lo establecido en el artículo 403 núm. 4 del C.P.P. Dando lectura el abogado de algunos apartes de la declaración,  objetando que en la entrevista si dijo estar en finca de GUILLERMO y escuchar disparos, situación que no es en audiencia referencia pues dijo no conocer el sector.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: El testigo refiere que es falso todo lo dicho en la declaración puesta de presente por el abogado defensor.  Siendo algunas preguntas objetadas, desiste el Fiscal de esta intervención.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO: Dice el testigo que se sentía investigado por el abogado militar, por la procuraduría y la Fiscalía, sintiendo temor por no saber que podría pasar con él. 

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Refiere el testigo que cuando la Fiscalía le ofrece programa de protección es que decide decir la verdad. 

14. FREDDY MORALES MORA: (audio ocho (08) de junio de dos mil diez (2010), sesión 1, min. 01:01:12) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 91132586 de Cimitarra, Santander, de ocupación administrador de una finca en la cual reside, ubicada en la vereda El Brasil de dicho municipio.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Refiere que desde hace cinco (05) años labora en la finca Aguas Claras de propiedad del señor JOSE GOMEZ y que dentro de su labor está el de ordeño de vacas, madrugando y arribando al corral para dicha labor aproximadamente a partir de las cuatro y treinta de la mañana (4:30 am). Que el día cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008) estando en el corral en compañía de su ayudante REINEL escuchó disparos. Que no vio miembros del ejército esa mañana ni personas extrañas merodeando por el sector. Sin embargo se supo que por esos días habían robado a un señor PABLO VARGAS como a tres (03) km, pero que en la vereda la situación era tranquila.

CONTRAINTERROGATORIO EJERCIDO POR LA DEFENSA: Reitera que la región donde vive en general es sana. Que en la finca donde labora no vio gente extraña para los días de los hechos.

Puesto de presente al testigo declaración rendida el día cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008), indica que vio como a las siete de la noche (7:00 pm) del día anterior una luz cerca de la quebrada pero que era normal porque la gente iba a pescar allí.

15. DIEGO ALEJANDRO GUARIN ZAPATA: (audio ocho (08) de junio de dos mil diez (2010), sesión 1, min. 01:31:28) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 15453824 expedida en Alejandría, Antioquia. Estudios hasta quinto de primaria, soldado en retiro, privado de la libertad por investigación que se le adelanta por el delito de homicidio. 

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Dice que estuvo prestando sus servicios en el Batallón Rafael Reyes de Cimitarra hasta el momento de su retiro el día treinta y uno (31) de octubre de dos mil ocho (2008), donde trabajaba en la sección de inteligencia al mando del Teniente VILLANY y en compañía de los soldados PACHECO y FIGUEROA y el sargento NIAMPIRA quien también era referido como FABIAN. Que el alias con el cual se referían  a él era CAMILO.

Advierte que su retiro del Ejército aconteció porque se negó a obedecer una orden del Teniente VILLANY en la cual le imponía dar de baja al desmovilizado CRISTOPHER. Advierte que este superior lo presionaba para buscar testigos falsos y dar de bajas con el fin de presentar resultados operacionales.

Respecto de los hechos dice haber escuchado que las víctimas fueron recogidas en Puerto Boyacá y dirigidas a la vereda El Brasil para darles de baja, donde no hubo combate, aconteciendo todo bajo la coordinación del teniente VILLANY y con la participación del Sargento NIAMPIRA. Que esto era lo que se rumoraba en el Batallón. 

Puesta de presente la entrevista vertida por el declarante, refiere que conocía desde hace unos cinco (05) años al soldado JUAN CARLOS ALVAREZ quien le comento como fueron recogidas las victimas por el Ejército y llevadas a la vereda El Brasil. Reconoce en sala a todos los procesados.

Indica  que prestó el servicio militar con WILSON PEDRAZA GONZALEZ quien luego trabajó como informante pero que nunca lo vio rindiendo efectivamente alguna información. 

Expresando la manera como se retiró del Ejercito, afirma que se encuentra detenido porque luego de haber interpuesto el denuncio contra VILLANY y mientras le brindaba protección, se escapa del programa y huye a Bogotá, donde se entera que figuraba en un panfleto como integrante del frente 23 de las FARC, entregándose a la justicia para aclarar la situación. 

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA DEFENSA: Dice el testigo que laboró en la sección de inteligencia del Batallón  durante cuatro (04) o cinco (05) meses, permaneciendo mas afuera que dentro de las instalaciones del Batallón. Así mismo que integró PANTERA DOS en el año dos mil seis (2006) y no tuvo ningún tipo de inconvenientes con ese grupo especial. 

Indica que también VILLANY y NIAMPIRA le comentaron acerca de los hechos de la vereda El Brasil, a las diez (10:00) de la mañana pero sin recordar el lugar exacto del Batallón. Dice que formó parte de la sección segunda luego de acontecidos dichos hechos y hasta su retiro. 

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Indica que no fue testigo directo de los hechos y tampoco escucho comentarios de los demás procesados como participes del operativo.

16. OSCAR ARMANDO PINZÓN BUITRAGO: (audio del nueve (09) de junio de dos mil diez (2010), sesión 1, min: 00:10:00) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 7.308.348 de Chiquinquirá, Boyacá. Administrador público, investigador criminalístico grado 7 de la sección de análisis criminal del CTI de Bucaramanga, con dieciséis (16) años de experiencia en el cargo.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Refiriendo sus capacitaciones en análisis de información, especialmente análisis LINK o NOTEBOOK, que es un software gráfico diseñado para entendimiento de información de manera rápida y ágil, siendo la confiabilidad del sistema de un cien por ciento (100%). Afirma que para el caso en estudio, le presentaron dos (02) cds contentivos de fuente telefónica de la empresa COMCEL. Puestas de presente las evidencias Nos. 44 y 45 este las reconoce como los cds que fueron objeto de análisis LINK por su parte para el presente asunto. Verifica su registro en las cadenas de custodia. Ingresa como evidencia No. 47. Como resultado de su actividad investigativa  realiza las siguientes  gráficas, que ingresan como evidencias No. 48:

· Dos graficas de llamadas entrantes y salientes del abonado 3112707330 usado por la víctima EDUARDO GARZON PAEZ.

· Una gráfica de llamadas entrantes y salientes, de los abonados 3112707330 usado por la víctima EDUARDO GARZON PAEZ, 3138791883 usado por JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ, 3147878816 usado por NELSON OSPINA TABARES, 3123653214 usado por JUAN CARLOS ALVAREZ, 3145213021 usado por JUAN CARLOS ALVAREZ y 3142841781 del cual se desconoce su usuario.

· Una gráfica de línea de tiempo donde se muestra secuencialmente las llamadas recibidas por la víctima, los lugares de donde se realizaron tanto en origen del llamante como del receptor, los días tres (03) y (04) de marzo de dos mil ocho (2008).

Respecto de los anteriores documentos, indica que analizando la gráfica de llamadas entrantes  al celular de la victima EDUARDO GARZON PAEZ para el día cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008) se tiene, que en las horas de la mañana, este sujeto de encontraba en la ciudad de Bogotá, y en la noche, se encontraba en Cimitarra. 

En estudio de la tercera  gráfica, indica el testigo que todos los números celulares objeto de análisis se interrelacionan teniendo de presente lo siguiente:

· El usuario del No. 3142841781 realiza llamadas a EDUARDO GARZON PAEZ el día cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008) a las 22:33, 22:48, 22:59 horas con origen y destino de las tres llamadas en Cimitarra.

· NELSON OSPINA TABARES estando en La India, realiza dos llamadas al celular 3142841781 el día cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008) a las 12:14 horas y 13:23, estando el destino primero en Chiquinquirá y luego en Barbosa.

· JUAN CARLOS ALVAREZ, con el celular 3123653214 realiza y recibe recíprocamente llamadas con el usuario del celular 3142841781 los días seis (06), nueve (09),  diez (10),  y veintidós (22) de marzo y los días cinco (05), siete (07) y ocho (08) de abril de dos mil ocho (2008).

· JUAN CARLOS ALVAREZ, con el celular 3145213021 realiza llamadas al  usuario del celular 3142841781 los días cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008) a las19:42, 21:03 horas con origen Cimitarra, destino Landazuri, a las 22:06 y 23:05 horas ambos interlocutores en Cimitarra. Y el día cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008) a las 3:55 y 4:20 horas ambos interlocutores en Cimitarra.

Así mismo, el usuario del celular 3142841781 llama a este celular de JUAN CARLOS ALVAREZ el día cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008) a las 23:18 y 23:20 horas estando ambos en Cimitarra, y el día cinco (05) de marzo de dos mil ocho  (2008) a las 2:31, 2:56, 3:06, 3:38, 18:12 horas estando igualmente ambos interlocutores ubicados en Cimitarra.

· JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ, con el celular 3138791883 realiza varias llamadas al usuario del celular 3142841781 los días custro (04), cinco (05), siete (07), nueve (09), diez (10), once (11), veintisiete (27), veintiocho (28) y treinta  (30) de marzo, también el diez (10) y veintiuno (21) de abril de dos mil ocho (2008).

Así mismo se tiene que NIAMPIRA tiene comunicación con el abonado 3142993487, el día tres (03) de marzo de dos mil ocho (2008) a las 15:49, usuario que a su vez tiene comunicación con la víctima el mismo día  a las 18:22, 20:04 horas y también con el usuario del número 3142841781 el mismo día a las 19:44 horas. 

Igualmente refiere que el usuario de la línea 3142993487 tiene comunicación con otros varios números celulares que tienen contacto con la víctima y a su vez con el usuario del celular 3142841781 directa e indirectamente, formando un círculo de contacto entre ellos. 

Puesta de presente la gráfica correspondiente a la línea de tiempo, ubicándonos en la línea roja que corresponde al celular 3112707330 de uso por la victima EDUARDO GARZON, se  tiene que para el día cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008) a las 8:49 am, esta persona, según la antena telefónica que toma una  llamada recibida a esa hora, se sitúa en el Terminal de Bogotá. Y para las 22:33, 22:48 y 22:59 de la noche del mismo día, se encontraba en Cimitarra, teniendo comunicación para esas horas con el usuario del abonado 3142841781 que también estaba ubicado en dicha municipalidad.

Determinando la ubicación del usuario 3142841781 según sus llamadas entrantes y salientes, representada en la gráfica con la línea amarilla, indica que este sujeto, estando en Bogotá el día tres (03) de marzo de dos mil ocho (2008), recibe a las 17:49 horas, una llamada del abonado 3138858649 localizado en Cimitarra. Para el día cuatro (04) de marzo siguiente se tiene lo siguiente:

· Estando en Bogotá a las 8:40 de la mañana, recibe  llamada del número 3107994131 que se ubica  en Cimitarra.

· A las 10:18 am, estando en Cajicá, recibe una llamada del abonado 3142183493 ubicado en Cimitarra. Luego otras llamadas recibidas también de este último número determinan que a las 14:47 y a las 16:54 horas estaba el usuario de la línea 3142841781 ubicado en el municipio de  Barbosa.

Determinando detalladamente otros cruces de llamadas, relevantes a fin de determinar la ubicación, se tiene que a las 18:03 horas el usuario de esta línea se encontraba en Vélez, a las 19:46 en Landazuri y a las 21:35 horas en el municipio de Cimitarra. Así mismo, que a las 12:14 estando en Chiquinquirá y a las 13:23 horas, estando en Barbosa, recibe llamadas del celular usado por el procesado NELSON OSPINA TABARES quien se ubica en la India. 

Así mismo, reitera el testigo y detalla que el día cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008) este sujeto recibe  cuatro (04) llamadas de parte del  teléfono usado por el soldado profesional JUAN CARLOS ALVAREZ, entre las 19:42 y 23:05 horas,  y a su vez, le devuelve dos (02) llamadas a las 23:18 y 23:20. Que efectúa tres (03)  llamadas al  sargento viceprimero JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ a las 21:35, 21:41 y 23:19 horas,  y que recibe llamadas de este procesado  a las 21:57 y a las 22:58 horas. 

Igualmente, para el día cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008), indica el testigo que este sujeto sin identificar, es decir el portador del celular No. 3142841781, efectúa cruce de llamadas con los dos (02) teléfonos de los procesados precitados en las horas de la madrugada, eso es a las 02:31, 02:42, 02:56, 03:06, 03:38, 03:55, y 04:20 horas.  Y luego en la tarde, a las 16:30 horas, llama al celular identificado como el de uso de  NIAMPIRA.

Según lo dispone la línea de tiempo, este sujeto, usuario del celular 3142841781 permaneció en Cimitarra hasta el día seis (06) de marzo de dos mil ocho (2008) cuando siendo las 3:12 am, realiza una llamada que lo ubica en dicho municipio y para las 14:54 horas, ya se encuentra de regreso nuevamente a la ciudad de Bogotá, existiendo registro de llamadas a celulares de terceros que permiten seguir el trayecto. Teniéndose de presente que ya en la capital, tiene nuevamente contacto con el celular asignado al procesado NELSON OSPINA TABARES el mismo día y el doce siguiente. Con los atribuidos a JUAN CARLOS ALVAREZ se cuenta con registro de llamadas entre sí hasta el día veintiuno (21) de abril de dos mil ocho (2008) y con el abonado utilizado por NIAMPIRA hasta el día veintisiete (27) de julio de dos mil ocho (2008).

Igualmente se determina que el usuario del celular 3103265384, también tuvo desplazamiento, pues encontrándose el día primero (01) de marzo en Bogotá, para el cuatro (04) de marzo a las 8:48 de la mañana se encontraba en Zipaquirá. Luego comienza a recibir llamadas del celular 3142841781 a las 10:27 en Chiquinquirá, a las 11:36 en Barbosa, a las 18:03 en Vélez y a las 22:08 nuevamente en Barbosa, donde se queda para volver a tener contacto con el usuario del celular 3142841781 quien se encuentra en Cimitarra, mediante llamadas reciprocas que se registran los días cuatro (4), cinco (5) y seis (6) de marzo  y que permiten concluir que ambos parlantes regresan a Bogotá.

Concluye que las llamadas realizadas por el usuario del celular 3142841781 el día seis (06) de marzo y doce (12) de marzo, no fueron realizadas al celular que se tiene del procesado NELSON OSPINA TABARES, sino al de JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ. Aclara diciendo al respecto que  dicha imprecisión en la gráfica corresponde a un error humano involuntario de su parte y no predicable al  programa.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA DEFENSA: Reiterándose la confiabilidad del programa en un cien por ciento (100%), ratifica que únicamente con los dos (2) cds ingresados a juicio fue que alimentó el sistema y realizó las respectivas gráficas. Así mismo deja en claro que la empresa telefónica no suministra los datos de los usuarios y que con el contenido de los cds no puede establecerse la identidad de los mismos.

Además señala que las llamadas ilustradas no son todas las que aparecen en los cds, pues es el investigador quien determina cuales llamadas son las relevantes para el asunto y respecto de esas es que se elabora la gráfica. 

Puesto de presente el gráfico de cruce de llamadas, se observa que efectivamente no hay llamadas que salgan del celular 3142841781 con destino al atribuido a NELSON OSPINA TABARES.

El testigo señala al abogado defensor, que si bien no existe conexión directa entre los celulares atribuidos a los procesados y el de la víctima EDUARDO GARZON, si existen conexiones indirectas. Que el investigador no suministró el nombre del usuario del celular 3142841781. 

17. LEONARDO CRUZ SUAREZ (audio nueve (09) de junio de dos mil diez (2010), sesión 2, min. 01:30:50). Identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.554.815 expedida en la ciudad de Bogotá D.C., técnico en producción y dirección de televisión, fotógrafo. Se desempeña como investigador criminalístico de la Dirección Nacional de Criminalística, área de fotografía  y video del CTI nacional, con quince (15) años en el desempeño de dicha actividad.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Indica el testigo que su labor se centra en la documentación y registro del lugar de los hechos, de los elementos materiales probatorios y demás aspectos relevantes para la investigación, extensible también a sus partícipes y actores.

Refiere haber participado en al diligencia de reconstrucción de los hechos donde ser realizaron labores técnicas, en la vereda El Brasil del municipio de Cimitarra los días dieciocho (18) al veintiuno (21) de noviembre de dos mil ocho (2008). Señalando las personas que participaron, refiere la de los indiciados NELSON OSPINA TABARES, JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ, BENANCIO PUENTES GUAPACHA y CESAR AUGUSTO OLIVEROS TABARES a quienes se les tomó versión de los hechos en presencia de su abogado defensor; sin que hiciera presencia el soldado JUAN CARLOS ALVAREZ quien se encontraba en el SINAI y por lo tanto no pudo ser participe de la diligencia. Indica que la inspección consistió en recrear la versión dada por cada indiciado respecto de lo acontecido el día de los hechos, bajo su guía y narración, comprendiendo su desplazamiento antes y después del combate, dándoles el debido tiempo para que se contextualicen con los cambios que pueda generar el paso del tiempo en el terreno.  Que una vez registrado el video y determinados los puntos importantes del recorrido y ubicación, ejercen su labor los topógrafos y el balístico, elaborándose así mismo documentación de sus labores, lo cual comprende igualmente  la materialización de las trayectorias.

Proyectándose cada video según cada una de las versiones rendidas y protagonizadas por los procesados partícipes, procede el testigo a su ilustración detallada. Así mismo pruebas de exposición que permitieran determinar la visibilidad de fogonazos  mediante fotografías nocturnas y cámara de alta sensibilidad. Se determinaron zonas de búsqueda de elementos probatorios con instrumentos de ayuda como detectores de metales pero con resultados negativos.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA DEFENSA: Precisa el testigo que el desplazamiento del Batallón al lugar de los hechos duró aproximadamente cuarenta y cinco (45) minutos, haciendo la salvedad de que se realizó de manera pausada para efectos de la grabación. Que no recuerda la marca de la pistola calibre 9 mm con la que realizaron las pruebas de disparo para determinar la intensidad de los fogonazos, respecto de esta prueba, precisa que quien accionaba el arma se ubicó en la posición donde los soldados percibieron la procedencia de los fogonazos. Así mismo que se hicieron pruebas con fusil.

Señala que como quiera que no estuviera presente en la diligencia el soldado ALVAREZ, se determinó su posición según las versiones vertidas por los procesados. Que si bien el investigador PATARROYO describe la escena y la posición de los cuerpos, sus datos no se tuvieron en cuenta en las versiones recreadas por cada uno de los procesados.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO: Indica el testigo que por parte del Fiscal, se tuvo información de que días antes a la realización de la diligencia de reconstrucción de los hechos, personal de la Defensa estaba realizando pruebas en el mismo lugar.

18. YOMAIRA STELLA GARCIA BARCO (audio diez (10) de junio de dos mil diez (2010), sesión 2, min. 00:57:31) Identificada con la cédula de ciudadanía No. 51.661.018 expedida en Bogotá D. C., desempeña funciones como coordinadora del Grupo de video y fotografía del CTI de Bogotá D. C. desde hace doce (12) años.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Indica haber participado como encargada de la fijación fotográfica en las diligencias referidas a la reconstrucción de los hechos. Con la testigo ingresan a juicio cinco (05) informes. Se proyectan las imágenes y explica el contenido detallado de cada uno de sus informes, así mismo lo correspondiente a la pruebas de disparo, que se trazaron trayectorias según cada una de las versiones dadas, según la posición que dicen tomaron los soldados y la ubicación que ellos mismos indican de los cuerpos, observando que todas las trayectorias de disparo estaban dirigidas hacia los occisos.

19. EUSEBIO ENRIQUE CAMPOS AGUIRRE (audio diez (10) de junio de dos mil diez (2010), sesión 2, min. 00:57:31) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 93.453.051 expedida en Chaparral, Tolima, topógrafo profesional, investigador criminalístico grado 4 adscrito al grupo de Topografía del CTI de Bogotá D. C. desde hace 9 años.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Refiriendo sus capacitaciones en la materia, refiere haber sido participe en la diligencia de reconstrucción de los hechos, documentando topográficamente cada una de las versiones vertidas por los partícipes, materializa las trayectorias en coordinación el perito balístico, la fijación de los elementos materiales probatorios y la correlación de la diagramación de todo el trabajo de campo con el fotográfico  para su ilustración en juicio. Su informe y los planos realizados, ingresando al juicio, proyectándose sus planos, procede uno por uno a su  explicación. 

Correspondiendo el primer plano, a la trayectoria desde la ubicación del Batallón hasta el lugar de desembarque que aducen los indiciados, correspondiendo a catorce punto cinco kilómetros (14.5 km); que el traslado a pie efectuado por ellos desde allí al lugar de los hechos  equivale a mil ochocientos cuarenta y cuatro (1844 mts) y por vía, a setecientos diez metros (710 mts). El segundo corresponde a la versión del soldado OSPINA recreando las tres (03) posiciones por él aducidas,  el tercero a la versión del soldado NIAMPIRA igualmente señalando las tres (03) posiciones tomadas, el cuarto corresponde a la versión de PUENTES con una (01) posición de disparo, el quinto a la de OLIVEROS también con una (01) posición, el sexto a la del investigador PATARROYO encargado de la inspección técnica de los cuerpos, el séptimo al área de búsqueda de elementos materiales probatorios con detector de metales y el octavo a la representación de trayectorias y sus perfiles. 

Detalla el testigo que en cada plano se ubican los elementos según los disponen cada uno de los versionantes, esto es, ubicación de los cuerpos (donde A corresponde a la victima PESCA y B a la víctima GARZON PAEZ), de donde visualizan los fogonazos, entre otros datos relevantes.

Concluye que la escena de los hechos desde el momento de ocurrencia de los mismos y de la diligencia de reconstrucción ha sufrido como importantes cambios, pues teniendo de presente las fotografías tomadas en la inspección a cadáveres y las de la diligencia donde participa la variación se puntualiza específicamente a la vegetación.

CONTRAINTERROGATORIO EJERCIDO POR PARTE DE LA DEFENSA: Tomando el plano correspondiente a la versión de NIAMPIRA,  especifica que en varios sectores vió fogonazos este procesado. Que existen cambios sustanciales en la topografía del lugar.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO: Específica el deponente que los versionados nunca ubican su posición sobrepasando la quebrada, estando al otro lado quienes disparan. 

20. NORMA CRISTINA LOPEZ CORRAL: (audio once (11) de junio de dos mil diez (2010), sesión 1, min. 00:06:50) Identificada con la cédula de ciudadanía No. 38.264.705 expedida en Ibagué, topógrafo profesional, perito balístico del CTI Bogotá D. C. con veintiún (21) años en la Institución.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Refiriendo sus capacitaciones, experiencia y objetivos de la pericia balística, se corre traslado del informe investigador de campo de fecha diecisiete (17) al veintidós (22) de noviembre de dos mil ocho (2008), contentivo del estudio balístico de las trayectorias de acuerdo a la posición y localización de los tiradores confrontadas con las  trayectorias de las heridas presentadas por arma de fuego en los occisos, que ingresa como evidencia No. 54 al juicio.

Al respecto indica que realizó su labor teniendo en cuenta los protocolos de necropsia, la inspección al lugar de los hechos y sus hallazgos, las versiones de cuatro (04)  soldados para su estudio   y lo obtenido en la inspección judicial al lugar de los hechos, concluyendo que  confrontadas con las versiones vertidas por los procesados participes en la diligencia de reconstrucción de los hechos, no corresponden las  heridas acaecidas a las propias de  un combate.

Respecto del cuerpo de EDUARDO GARZON PAEZ, especificando sus heridas, concluye que fue impactado en dos direcciones, dejando en claro que la heridas en los miembros superiores, en virtud de su movilidad, no es posible determinar la postura de las mismas al momento  del impacto. Así mismo, describe las dos (02) lesiones padecidas por DANIEL ANDRES PESCA OLAYA.

Respecto de la versión de OSPINA, determina que si bien ubica posiciones de disparo con trayectoria inferosuperior, ninguna lesión de los cuerpos es concordante con esta trayectoria. Predicando la misma observación de las posiciones descritas como adoptadas por el sargento NIAMPIRA, aclarando que este procesado solo toma tres (03) posiciones y no cuatro (04) como se lee en el informe. Y haciendo la misma observación de las únicas posiciones y un disparo que ejecuta cada uno de los soldados TABARES y GUAPACHA.

Advierte, ratificando lo anterior, que ninguno de los procesados partícipes  asume una posición o trayectoria que explique los orificios determinados en los cuerpos, cuando EDUARDO GARZON detenta heridas muy pronunciadas con trayectoria superoinferior y que de DANIEL PESCA, habiéndose encontrado a su lado izquierdo vainillas calibre 5.56, ello implica que allí habría un tirador ubicado en el arroyo, en la mitad de la línea de fuego de los demás, lo cual se corrobora con el disparo encontrado en el árbol. Concluye, que por falta de vestigios orgánicos cerca del cuerpo de GARZON y posición del cuerpo de DANIEL,  estos no murieron en el lugar de los hechos y que como quiera que no se encontró evidencia balística de calibre 9mm, pone en duda la vista de fogonazos y la existencia de un combate.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA DEFENSA: Reitera su hoja de vida y frente a sus capacitaciones, contesta respecto de términos y procedimientos técnico científicos en el campo de la balística reconstructiva. Se revisan los perfiles de las trayectorias según los planos topográficos, resaltando que lo que principalmente se tuvo en cuenta fue la posición del disparador y su objetivo, correspondiendo al topógrafo el estudio de las pendientes y los ángulos de inclinación sin que hubiera obstáculos en el terreno para determinar la trayectoria.

Además, establece que no es posible determinar el orden de ocurrencia de las heridas en los cuerpos. Que no se pudo determinar las trayectorias de los disparos efectuados por ALVAREZ con ninguna de las versiones recibidas y recalca que las vainillas encontradas en la escena pertenecían al arma que portaba este soldado.

Al final de su intervención, el señor Defensor objeta la credibilidad de la testigo por inconsistencias presentadas y falta de profundidad en algunas respuestas específicas de la testigo referidas a conceptos Precisa la testigo que se baso en las versiones de los soldados para determinar todo, inclusive la posición de las armas que portaban y con las cuales se disparó, con excepción del procesado ALVAREZ, entre otras particularidades reiterativas.

A preguntas complementarias tanto del Ministerio público como del Despacho se mantiene en sus conclusiones.

21. AMPARO ARIAS FRANCO: (audio quince (15) de junio de dos mil diez (2010), sesión 1, min. 00:04:27) Identificada con la cédula de ciudadanía No. 51.742.387 expedida en Bogotá D.C. bachiller con estudios profesionales en curso, oficial de inteligencia del DAS con asignación a la sección de análisis de comportamiento criminal, con veintidós (22) años, nueve (09) meses al servicio del Departamento.  Con capacitaciones por parte del Departamento de Defensa de Estados Unidos en temas como análisis de escena y comportamiento criminal.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA FISCALIA: Manifiesta que la Unidad en la cual desempeña funciones es de carácter interinstitucional e interdisciplinario pues está integrada por miembros de la Policía, Medicina Legal, DAS y Fiscalía General de la Nación. Advierte experiencia en más de doscientos (200) casos colombianos. Que dentro del grupo se encuentran médico psiquiatra, médico patólogo, psicólogo, técnicos en diferentes áreas de Criminalistica, experto en grafología, fotografía, detectives con experiencia en investigación criminal. Dice que estudio morfología.

Determina que las conclusiones a las que se llegan corresponden a una decisión tomada en grupo, derivada del estudio de la conducta humana, análisis de escena, victimología, casos relacionados y la experiencia. Sus conclusiones están entre lo posible, lo cierto y lo probable. Determina que como seres humanos comportamentalmente dejamos una huella en todo lo que hacemos a diario y el grupo de análisis de comportamiento criminal  se encarga de analizar ello en escena.

Ingresa a juicio como evidencia No. 55  su informe permitiendo concluir:

En estudio de los antecedentes de las víctimas, dice que son de bajo riesgo para morir en un enfrentamiento armado por parte del Ejercito en razón a que no se encuentra soporte alguno que determine la pertenencia  a un grupo al margen de la ley, no existe escalada de crimen y si bien DANIEL ANDRES PESCA tiene antecedentes por robo, la especialización es otra, pues no detenta anotaciones por uso siquiera de arma de fuego.  

En estudio de la escena de los hechos, indica la testigo que la existencia de cercas, lo angosto de la vía y el talud impiden la maniobra rápida y libre para una persona que pretende efectuar un secuestro. En lo que respecta al cuerpo de DANIEL ANDRES PESCA OLAYA, indica que no tiene rastro de movilidad postmortem pues los pliegues de las  ropas guardan concordancia con la posición asuminada por el cuerpo, mientras que respecto del cadáver de EDUARDO GARZON existen grandes discordancias con el terreno adyacente, en atención a que no se evidencian muestras de tejido óseo o blandos, ni rocío de alta velocidad frente a la lesión padecida en su cráneo. Resalta que una lesión de dicho tipo implica que la víctima tenga un desplome, caiga inmediatamente en el sitio sin opción de moverse.

En cuanto a las armas, advierte que están aproximadas a las manos derechas de las víctimas, lo cual concuerda pues ambos eran diestros. En cuanto a la pistola TAURUS indica que sus condiciones visibles son de atascamiento, de mal funcionamiento. Indica lo mismo de la pistola JERICO aunado a que la posición del arma está invertida respecto de la mano del occiso.

Dice, en cuanto a los vestigios balísticos, que no es concordante la presencia de un cartucho 9 mm no percutido, lo cual solo puede derivar manipulación de la escena.

Así mismo, manifiesta que no resulta lógico que no se hubiera accionado la granada por parte de las victimas con el fin de procurar proporción numérica e igualar el armamento frente a la tropa. Aunado al hecho del no hallazgo de vainillas calibre 9mm que indiquen su utilización, frente a la mínima efectividad de hallazgo de vainillas calibre 5.56.

Ahora, en referencia a las trayectorias en el cuerpo de EDUARDO GARZON, se establece para explicar sus heridas, que este debía estar en posición erecta de tronco (fuere de pie, sentado o de rodillas), con tirador en plano superior uno a la izquierda y otro a la derecha, sin que se pueda ubicar según  las versiones de los militares una posición de los mismos que concuerde con ellas, según la topografía del terreno. 

Respecto de las trayectorias en el cuerpo de DANIEL ANDRES PESCA, concluye que pudo haber sufrido las lesiones en el lugar de  hallazgo, también estando con tronco erecto, ubicando un tirador  en plano superior  a la izquierda y levemente hacia adelante para causar la herida en el cuello y otro tirador de frente  también en plano superior. Advierte que como no se evidencia movimiento postmortem, ilustra que la posición más probable de la víctima al momento de ser impactada es sentado, apoyado en mano izquierda y con flexión  del miembro inferior izquierdo, quien al recibir la lesión en el cuello, intenta taparla con su mano para luego caer. Deja de presente que sobre la victima hay un poco de tierra que podría haberse desprendido por efecto de algún proyectil. Aduce además que como quiera que su muerte es shock hipovulémico, la fuerza se pierde lentamente y como quiera que el arma fuera su defensa, esta sería lo último que soltaría, quedando la posición de esta no coincidente con su mano, reitera la testigo.

Concluyendo, advierte que la escena de los hechos no corresponde a un evento efectivo  de enfrentamiento sino a una escenificación, sumando a su criterio que comportamentalmente no se explica el por qué tendían prendas debajo de las militares en un clima tan calido, que la correa se ubique en el pantalón de abajo y no en el camuflado, lo cual implicaría dificultad en el desplazamiento inclusive.

Reiterando respecto de las lesiones en los occisos, señala que en cuanto al cuerpo de EDUARDO GARZON es probable que las heridas hubieran sido simultáneas, pero ello implicaría que los tiradores estarían en línea de fuego uno contra el otro. 

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA DEFENSA: Establece que el carácter de las conclusiones expuestas no son con grado de certeza absoluto. Advierte que respecto del lugar de los hechos, la existencia de la cerca, el talud y la quebrada si bien causan una dificultad para la realización de una actividad delictiva, no hacen imposible su superación.

Aclara que el informe hace pronunciamiento respecto de las evidencias encontradas, no de las que no se hallaron. 

Que si bien no hay registro fotográfico del lago hemático que se ubicaría debajo del cuerpo de DANIEL PESCA, el médico legista indica que sus prendas tenían gran rastro de sangre. Que en el sitio de hallazgo del cuerpo de EDUARDO GARZON no hay lugar a que los impactos en la parte superior se hubieran  ocasionado estando ya en el piso.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO: Señala la deponente que el pasto sobre una de las piernas de EDUARDO GARZON PAEZ refuerza la tesis de que el cuerpo fue removido. Que las botas y los uniformes de los occisos estaban demasiado limpios para ser coincidentes con la versión de que las llevaran consigo previamente. Precisa que respecto de las lesiones de DANIEL PESCA, se puede establecer la posibilidad de que existan dos (02) tiradores, ubicando la víctima de espaldas contra el talud.

Culminando con la prueba decretada para la Fiscalía, se procede a  concluir el faltante  del recaudo del material probatorio decretado a favor de la Defensa:

1. OSCAR ORLANDO PUENTES RIOS: (Audio dieciséis (16) de junio de dos mil once (2011), sesión 1, min. 00:07:40) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 79049220 expedida en Bogotá D.C., abogado titulado, labora en la oficina  HC Abogados desde hace siete (07) años.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: Refiriendo su experiencia profesional, advierte haber laborado en la Central de Inteligencia del Ejercito Nacional durante quince (15) años. Dice haber laborado como abogado investigador de la Defensa en los presentes hechos con la recolección de entrevistas y demás elementos materiales de prueba y evidencias físicas.

En este sentido, con él se procede a la introducción al juicio como evidencia No. 1 de la Defensa, del escrito de denuncia interpuesto por LUZ ANGELA PAEZ GARZON,  de fecha veintinueve (29) de marzo de dos mil ocho (2008) en la Unidad de Reacción Inmediata de la Fiscalía General de la Nación, además de los siguientes documentos:

 - Oficios donde se señala las funciones a desempeñar por el Jefe de la Sección Segunda del Batallón, para el caso específico, predicables al Teniente EDUARD ANTONIO VILLANI REALPE. Así mismo de las correspondientes al Sargento Viceprimero JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ como encargado de la inteligencia abierta.  Igualmente una relación de las operaciones tácticas realizadas por parte de PANTERA UNO y PANTERA DOS correspondientes a los años dos mil siete (2007) y  primer trimestre dos mil ocho (2008). 

- Orden del día No. 015 por medio de la cual se nombra la plana mayor del Batallón por parte del Teniente Coronel WILSON JAVIER CASTRO PINTO, y en donde se designa como jefe de la sección segunda al Teniente EDUARD ANTONIO VILLANI REALPE, siguiendo en lista el Sargento Viceprimero JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ y demás. 

-Oficios Nos. 098 del treinta (30) de abril de dos mil ocho (2008), diecinueve (199 de mayo de dos mil ocho (2008), nueve (09) de junio de dos mil ocho (2008) por medio de las cuales el Comandante del Batallón Teniente Coronel CASTRO PINTO y el Ejecutivo Mayor MATAMOROS DUARTE solicitan al CTI de Cimitarra la gestiones necesarias para la plena identificación de los abatidos en combate por la misión táctica MARFIL, junto con sus respuestas correspondientes a los oficios 0591 del veintiuno  (21) de mayo de dos mil ocho (2008), 457 del seis (06) de mayo de dos mil ocho  (2008) y 496 del veintiuno (21) de mayo de dos mil ocho (2008). 

-Oficio No. 009234 DIV2-BR5-B1-751 de fecha ocho (08) de octubre de dos mil nueve (2009), signado por el Segundo Comandante y Jefe de Estado Mayor Quinta Brigada, por medio de la cual se consta que no se registra ningún reconocimiento  por los resultados obtenidos en la misión táctica MARFIL para el Teniente Coronel WILSON JAVIER CASTRO PINTO. 

-Copias parciales del reglamento de operaciones en combate irregular, donde se da lectura al objeto, alcance, fundamentos y demás conceptos como los principios de la guerra, operaciones de registro, técnicas que se emplean en operaciones de destrucción, acciones complementarias, entre otros. 

-Información de las autoridades donde se señala el orden público en la zona para la época y los consejos de seguridad de la Alcaldía de Cimitarra, algunas lideradas por el  Teniente Coronel WILSON JAVIER CASTRO PINTO. 

-Cartel – panfleto- de los más buscados en Santander, por parte de la Policía Nacional, donde figura como uno de ellos  DIEGO FERNANDO GUARIN ZAPATA, alias CAMILO.

-Oficio No. CVCG-2663-2009 de fecha siete (07) de octubre de dos mil nueve (2009), remitido por la representante legal de la concesión vial Los Comuneros, donde se certifica que la camioneta CHEVROLET rodeo del comando del Batallón Rafael Reyes, placas BWI-006, placa militar D01020,   no transitó por los peajes a cargo de dicha unión temporal, entre el primero (01) de marzo al cinco (05) de marzo de dos mil ocho  (2008).

-Oficio No. 039 MD-CE-DIV2-BR5-BIREY41-S3-375 de fecha seis (06) de enero de dos mil diez (2010), donde se determina que no correspondía a GUILLERMO PACHECHO ANZOLA ni a JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ la elaboración de actas de pago de informantes. Así mismo que el primero no figura como felicitado por los las funciones de búsqueda y selección de información en la sección de inteligencia, para la fecha de los hechos.

-Copia de folio de la hoja de vida del soldado profesional GUILLERMO PACHECO ANZOLA para el año dos mil ocho (2008).

-Copia de INSITOP de fechas seis (06) al diecinueve (19) de enero, dieciocho (18) de mayo, veinticinco (25) y veintisiete (27) de junio del año dos mil siete (2007) donde se reporta al Sargento Viceprimero JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ como comandante de diferentes misiones tácticas.

Los anteriores documentos ingresan como evidencias 2 a 21 de la Defensa.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: Respecto de todos los documentos ingresados, precisa el testigo, entre otros aspectos, que en las misiones tácticas desplegadas por el Batallón en el primer trimestre del año dos mil ocho (2008), solo en MARFIL figura NIAMPIRA BENAVIDEZ como comandante. Sin que exista correspondencia en lo establecido al respecto en los INSITOP de fecha dieciocho (18) de mayo, veinticinco (25) y veintisiete (27) de junio  de dos mil siete (2007) y el oficio No. 2297 anteriormente ingresado.

2. MARIO NEL PATERNINA ROSSO: (audio dos (02) de agosto de dos mil (2008), sesión 2, min.: 00:00:50) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 15675588 expedida en Planeta Rica, Córdoba, abogado titulado, profesional en Ciencias Militares, Teniente en Retiro del Ejercito Nacional, indicando sus capacitaciones, refiere que labora en la oficina HC Abogados.
INTERROGATORIO DIRECTO COMO PRUEBA DE LA DEFENSA: Deponiendo en juicio como testigo de acreditación, refiere que como labores investigativas por parte de la Defensa, obtiene los resultados de búsqueda selectiva en bases de datos, la recopilación de llamadas entrantes y salientes de los abonados 3172206995 en un total de cuarenta y ocho (48) llamadas, 3202386659 y 314226108. Ingresan a juicio como evidencias Nos. 22 y 23 de la Defensa un diskette y un cd.

Así mismo, el registro de antecedentes expedido por el DAS, respecto de  DANIEL ANDRES PESCA OLAYA a quien le figuraban anotaciones por los delitos de HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO. Así mismo constatan que Teniente Coronel  WILSON JAVIER CASTRO PINTO, Teniente EDUARD ANTONIO VILLANI REALPE y DIEGO ALEJANDRO GUARIN ZAPATA no detentan antecedentes penales.

3. DIEGO LEON ZAPATA RESTREPO: (audio tres (03) de agosto de dos mil diez (2010), sesión 1, min.: 00:08:25) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 98644679 expedida en Bello, Antioquia, soldado profesional que desempeña funciones de conductor en el Batallón Rafael Reyes desde hace once (11) años.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: Indica que para el día cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008), estuvo a su cargo el transporte de la tropa con destino a la vereda el Brasil, recibiendo la orden de parte del Capitán PERALTA  siendo las seis o siete  de la noche (06:00-07:00 pm) anterior para salida a las dos de la mañana (2:00 am), encontrando a dicha hora en la caseta de comunicaciones a NIAMPIRA, OSPINA, TABARES, GUAPACHA y OLIVEROS, a quienes reconoce en sala. Dice que NIAMPIRA es quien le indica el camino a seguir con desvió hacia la vereda El Brasil, que luego del desembarque se devuelve al  Batallón, conociendo los resultados de la operación siendo las 9:10 am.  Indica que PACHECO no participo en la operación pues no lo vio.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: Precisa haber salido del Batallón dicho día alrededor de las dos y cinco de la mañana (2:05 am) y que duró aproximadamente una hora el recorrido del trayecto. 

Puesta de presente entrevista vertida por el testigo, se impugna credibilidad con base a lo establecido en el art. 403 núm. 4 del C.P.P. sin embargo el testigo ratifica que embarcó solamente el personal militar ya referenciado.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Señala que no sabía cuál operación era la que se iba a llevar a cabo. 

4. BRUCE ENRIQUE NUÑEZ BAEZ (audio tres (03) de agosto de dos mil diez (2010), sesión 2, min.: 00:03:07) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 91268428 expedida en Bucaramanga, investigador del CTI agregado al grupo GAULA Militar Santander, Coordinador de Policía Judicial CTI. 

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: Manifestando sus capacitaciones en los temas objeto de su labor, indica que conoce y coordina los reportes de delitos de secuestro, extorsión, desplazamiento forzado y desaparición que se registran en toda la jurisdicción de la Quinta Brigada. Advierte haber realizado labores investigativas en el municipio de Cimitarra para el mes de marzo de dos mil ocho (2008) y meses precedentes, con ocasión de secuestros que se estaban desplegando en dicha zona, donde se determinaron  responsables quienes en su mayoría eran conocidos del sector.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: Precisa cuestiones referidas a casos de secuestros para dicha fecha. Indica que respecto  del habitante que aseguraba amenazas en su contra residente en la vereda El Brasil, no se formalizó denuncia ni ninguna otra actividad tendiente a establecer los hechos.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PUBLICO: Indica que no tiene ninguna relación con los hechos acá investigados.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Advierte que en sus cinco años de desempeño en dicha zona solo ha conocido dos (2) casos de secuestro en el sector de San Pablo, Sur de Bolívar.

5. RODOLFO VELASCO FLOREZ: (audio cuatro (04) de agosto de dos mil diez (2010), sesión única, min.:00:12:45) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 5789340 expedida en Norte de Santander, agricultor de la vereda Alto Brasil, parcela la Ilusión, de Cimitarra, Santander desde hace ocho (08) años aproximadamente. Estudios hasta cuarto de primaria. 

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: Afirma el testigo haber recibido para el mes de enero de dos mil ocho (2008), llamadas telefónicas donde le exigían el pago de veinte millones de pesos ($20.000.000), a él y por intermedio de sus hijas, informando de estos actos extorsionista  al Batallón y recibiendo apoyo especialmente de FABIAN, EL RUSO y ALVAREZ. Advierte además que para esclarecer los hechos habló con ESTEBAN JARAMILLO, jefe de las autodefensas. Que entabló contacto directo con este personaje y este le negó la autoría en esas llamadas, brindándole el número teléfonico de una persona en el Gaula quien le colaboraría, con quien habló una vez por teléfono.

Indica que el cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008) supo de las muertes de dos (02) personas que estaban uniformadas, en el sector de la vereda El Brasil.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: Precisa que las llamadas extorsivas las recibió quince (15) días  antes de las muertes objeto del proceso. Que en varias ocasiones reportó por teléfono con el Ejército como venían aconteciendo las cosas. Que no fue testigo de los homicidios objeto del presente juicio.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PUBLICO: Precisa que con la persona del GAULA habló telefónicamente a fin de exponerle las amenazas percibidas, nunca personalmente. Que no recuerda la fecha de las llamadas, ni cuantas fueron exactamente.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: El testigo realiza una descripción de la persona que denomina ESTEBAN JARAMILLO y el Despacho, por lealtad procesal, informa a los intervinientes que lo tiene a disposición de este  Despacho por cuenta de otros procesos.

6. NIDIA VELASCO: (audio cuatro (04) de agosto de dos mil diez (2010), sesión única, min.:00:46:35) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 37697264, bachiller, ama de casa, residente en el casco urbano de Cimitarra a la fecha de los hechos.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: Como hija del anterior deponente, refiere haber recibido llamadas extorsivas en la cuales por su intermedio, exigían a su padre el pago de dinero, durante los meses de diciembre de dos mil siete (2007), enero y febrero de dos mil ocho (2008). Que la persona que llamaba decía que era paramilitar y que nunca denunció estos  hechos extorsionistas.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Precisa que recibió cuatro (04) llamadas de parte de una misma persona con acento rolo. 

7. LUCAS PINTO SABOGAL: (audio cuatro (04) de agosto de dos mil diez (2010), sesión única, min.:00:55:35) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 91133941 expedida en Cimitarra, Santander, técnico psicola, director de la oficina de vigilancia de la Alcaldía de Cimitarra, antigua UMATA.
INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: Habiendo desempeñado con anterioridad funciones como presidente de la Junta de Acción Comunal de la vereda El Brasil, indica la existencia de amenazas, robos y secuestros en dicho sector, recibiendo apoyo por parte del Ejercito para hacer frente a la situación, teniendo especial contacto FABIAN, quien identificado en sala, corresponde a JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ con quien tenía contacto permanente.

Relata que el día de los hechos pasó por la carretera y vieron uno de los cuerpos, que tenía un reloj. Que previamente, tres (03) días antes aproximadamente, le había comentado a FABIAN que se veían luces en la noche por el sector de Cañomarrano, cerca del lugar de los insucesos.  

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: Precisa la información brindada a FABIAN previamente a los hechos, que Cañomarrano queda a unos veinte (20) minutos de allí. Que no es testigo presencial de las muertes objeto del proceso.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PUBLICO: Relata que la persona muerta que observó estaba como a diez o quince metros (10-15 mts) de la carretera, mas cerca al caño, quien portaba en la mano algo semejante a un reloj.

8. YESID GOMEZ VERA: (audio veintitrés (23) de agosto de dos mil diez (2010), sesión única, min.:00:13:20) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 91176036 expedida en Girón, Santander. Administrador de empresas y mayor en proceso de retiro de la Policía Nacional. 

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: Refiriendo los cargos ocupados en los veintiocho (28) años que estuvo vinculado a la Institución, indica haber sido comandante del Distrito de Policía de Cimitarra entre el mes de diciembre de dos mil siete (2007) y noviembre de dos mil ocho (2008). Indica que el sector era convulsionado, con antecedentes de desmovilizaciones y operación de un grupo subversivo a cargo de alias CHAPARRO, realizándose mínimo una vez al mes, consejos de seguridad.

Puesto de presente el formato de LOS VEINTE (20) MAS BUSCADOS, ingresado como evidencia No. 16 de la Defensa, donde aparece el soldado GUARIN, indica que estos documentos los elabora la agencia de inteligencia, en base en investigaciones, nunca por capricho de un comandante de estación o de distrito.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: Ratifica que la expedición de dicho documento, esto es, el formato de LOS VEINTE (20) MAS BUSCADOS, proviene  de fuentes de inteligencia. Que si bien allí aparece un sujeto DIEGO ALEJANDRO GUARIN ZAPATA no sabe el motivo por el cual allí se referencia.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PUBLICO: Afirma que no recuerda que durante el ejercicio de sus funciones en Cimitarra se hubiera expedido carteles de dicha naturaleza.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Advierte el testigo que la expedición de estos carteles esta evaluada por  la SIJIN, SIPOL, el Comité Operativo del Departamento y el Comandante del Departamento.

9. JOAQUIN EMILIO GUERRERO PATIÑO: (audio veintitrés (23) de agosto de dos mil diez (2010), sesión única, min. 00:50:53) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 91136357 expedida en Cimitarra, Santander, sin estudios, residente en la vereda el 13 de la misma municipalidad.  

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: Afirma el testigo que sin haber prestado servicio militar, conoce a los miembros del Ejercito presentes por ser colaborador mediante el suministro de información sobre presencia de guerrilla, recibiendo pago por ello por valor de doscientos mil pesos ($200.000), con firma de  acta, mandando FABIAN a PACHECO para recoger su firma en dicho documento.

Dice conocer a WILSON PEDRAZA por intermedio del soldado PACHECO, trabajando para el Batallón con el suministro de información también. Que no sabe si él colaboró con los hechos de la vereda El Brasil. Asegura que se la pasaban juntos los tres de arriba para abajo, esto es PEDRAZA, FABIAN y PACHECO.

Que solo tres (03) informaciones fueron las únicas que brindó WILSON PEDRAZA al Ejército, no obstante dice que cuando entablaba contacto era con FABIAN o con  PACHECO.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: Manifiesta que WILSON PEDRAZA en tres (03) ocasiones brindó información al Ejercito relacionada con la guerrilla en el sector. Intenta detallar dichos acontecimientos.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PUBLICO: Relata que como no sabe leer, PACHECO le explicaba el acta a firmar y llamaba a algún familiar para que le leyera y corroboraba el valor de dinero que efectivamente le entregaran.

11. LUIS GIOVANNY HERNANDEZ HERNANDEZ: (audio veintitrés (23) de agosto de dos mil diez (2010), sesión única, min. 01:06:50) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 91131295 expedida en Cimitarra, Santander, estudios hasta séptimo de bachillerato, exconcejal de dicho municipio y ganadero.
INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: Dice haber vivido toda su vida en Cimitarra y conocerlo en su mayor parte. Advierte que detenta propiedades en la vereda El Vinagre  y El Brasil y que los pobladores de dichos sectores reiteradamente le informaban de hurtos acontecidos. En este aspecto informa haber adelantado gestiones ante el Coronel del Batallón y la Alcaldía, participando en consejos de seguridad.

Que se enteró de las muertes objeto del proceso el mismo día en que acontecieron y que sin concluir que los occisos fueran los delincuentes,  a partir de ese momento no se volvieron a presentar inconvenientes en la zona.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: Indica que no pasó por el lugar de los hechos la  mañana en que acontecieron Que la gente agradecía que por fin hubieran caído los ladrones de la zona.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PUBLICO: Reitera que por la época de los hechos la inseguridad era muy fuerte, cesando un poquito el azote en este aspecto luego de los fallecimientos.

12. OMAR ENRIQUE PARDO LOPEZ: (audio veintinueve (29) de septiembre de dos mil diez (2010), sesión 1, min. 00:20:37) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 91132030 expedida en Cimitarra, Santander, bachiller, se desempeña como sepulturero de dicho municipio desde hace nueve (09) años.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: Determinando las funciones propias de su oficio, indica que debe estar pendiente las veinticuatro (24) horas del día para el recibo de cadáveres en la puerta del cementerio, ingresándolos a la morgue para que queden a disposición de Medicina Legal. 

Refiere que para el día cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008) en horas de la tarde, recibe dos (02) cuerpos envueltos en plástico, llevados en un carro del Ejercito, procediendo a su inhumación luego de surtidas las necropsias. Aconteciendo esto en el cementerio, indica que allí se encontraba DIEGO ALEJANDRO GUARIN ZAPATA, quien le dijo que militar y trabajaba en el S2. Que posteriormente tuvo contacto con los familiares de dichos cuerpos, a quienes él remitió a Medicina Legal pues no está autorizado para dar información de ningún tipo. Que como quiera que él, como es su costumbre, les toma fotos para efectos de su identificación a los cadáveres, lo hizo con estos luego de acontecidas las necropsias, fotos que  mostró a los familiares.

Precisa que conoció a KELLY, una de las familiares, a quien inclusive alojó en su casa. Que ella dijo que en la  calle le habían comentado que a las víctimas las habían visto con anterioridad en el pueblo, sin que a él le constate dicha situación. Advierte no haberle efectuado manifestaciones al respecto  a esta señora, por ser situaciones de competencia de la ley.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: Indicando el testigo no conocer el motivo que ocasionó la muerte de los cuerpos recibidos y referidos y afirmando no haber suministrado entrevista a la Defensa, la Fiscalía impugna la credibilidad el testigo poniendo de presente dicho documento de fecha primero (01) de septiembre de dos mil nueve (2009). Al respecto indica que suministró la información allí registrada con base en la fecha de los hehcos, pues figuraban como NN.

Concreta que fue la gente aglutinada en el lugar, quien refirió que se trataban de guerrilleros. Que GUARIN ZAPATA estaba de civil y por eso le preguntó quien era, porque particulares no pueden estar en dicho lugar. Informa que luego tuvo contacto telefónico con él pero no recuerda exactamente que conversaron.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PUBLICO: Reitera que al momento de la entrevista no sabía nada respecto de la identidad de los cuerpos, pero se contradice al advertir que supo por parte de KELLY el nombre de uno de ellos.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Precisa que KELLY se quedó en su casa como tres (03) días, que no habló con ella respecto de las causas de la muerte de su familiar. Indica que a él, el Ejército, no le entregó las ropas ni los documentos de los occisos para su destrucción. Que el lleva un control del ingreso y salida de los cuerpos al cementerio. Reitera que no recuerda para que lo llamaba GUARIN ZAPATA ni cual era su interés en el asunto.

13. JHONATHAN PRIETO CUBILLOS: (audio veintinueve (29) de septiembre de dos mil diez (2010), sesión 1, min. 01:13:17) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 80764316 expedida en Bogotá D.C., bachiller, se desempeña como vendedor de comestibles de manera independiente, residente en dicha ciudad toda su vida.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: Indica el testigo que es hermano de SANDRA LONDOÑO CUBILLOS, recluida en el Buen Pastor desde hace tres (3) años.  Que conoció a DANIEL ANDRES PESCA OLAYA porque lo vio en su casa antes de que su hermana fuera detenida. Que no sostenía trato con él, aparte del saludo. Que pasó pocos días en su casa y se la pasaba viendo televisión y descansando en la cama. Que no recuerda si tenía celular.

Puesta de presente entrevista concedida por el testigo a la Fiscalía el día diecinueve (19) de mayo de dos mil nueve (2009), indica las circunstancias en las cuales se suscitó  la última vez que vio a DANIEL ANDRES PESCA, junto con  KIKE, esto es, EDUARDO GARZON, que fue a visitar a DANIEL PESCA en su casa, junto con otra persona, que no sabe quién es, saliendo los tres juntos e informando que se demoraba unos días y sin conocer el deponente si llevaban maletas. Que fuera de la casa había una camioneta furgón blanco que nunca había visto y que se fueron en ella. Que al buen tiempo se enteró de que habían matado a DANIEL ANDRES. Que sabe que DANIEL ANDRES visitaba a su hermana en la cárcel.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALÍA: Precisa no haber visto que los tres (03)sujetos hubieran partido en el furgón blanco, Que nunca había visto antes  a KIKE y no sabe porque manifestó  que el era efectivamente EDUARDO, quien llegó antes que el deponente a su casa dicha mañana.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PUBLICO: Señala que ANDRES estaba en su casa porque era conocido de su hermana, que sus sobrinos era quienes le decían que este sujeto se la pasaba viendo televisión y que él no quería que la demás gente supiera que se estaba quedando  en dicho lugar.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Refiere el testigo que su desempeño en una empresa privada le impedía tener trato directo con ANDRES, que no sabe en qué trabajaba, lo describe físicamente. Que no vivía de lleno en su casa. Que sabe muy poco de su vida.

14. EDISSON MUÑOZ URBANO: (audio veintinueve (29) de septiembre de dos mil diez (2010), sesión 2, min. 00:02:40) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 11.205.736 expedida en Girardot, Cundinamarca, suboficial del Ejército en servicio activo, desempeñando actualmente labores en el Batallón Héroes del Guaipí desde hace veinte (20) meses.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: Informando sus lugares de trabajo como militar, indica haber laborado en el Batallón Reyes para la época de los hechos, donde desde el mes de enero a junio de dos mil ocho (2008) estuvo adscrito a la sección segunda, encargado de la parte administrativa: elaboración de oficios, radiogramas, actas, entre ellas las de pago de información.

Puesta de presente al testigo el acta No. 014 de cancelación de información, ingresada como evidencia No. 37 de la Fiscalía, indica no estar seguro de haber elaborado dicha acta y que para la elaboración de las mismas se sigue un formato preestablecido. Que no recuerda el caso concreto y que no tiene referencia de pago de información a WILSON PEDRAZA. Que la validez de estos documentos esta condicionada a su registro en folio con un oficio.

Informa que el pago a informantes es coordinado por el Jefe de la Sección que corresponda y que por motivos de seguridad no se hace en las instalaciones del Batallón. Dice que no sabe si el jefe de la sección segunda conoce a los informantes  y que el Jefe de la red era para esa época NIAMPIRA. Así mismo dice que VILLANI REALPE era el Oficial de Inteligencia de la Unidad. Que si en el acta debajo del nombre de VILLANI REALPE aparece la palabra testigo es porque así venía el formato preestablecido.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: Indica que son varias las personas que pueden tener acceso a los formatos de las actas y reitera no recordar si la puesta de presente en el juicio es de su autoría. Refiere que no le consta en nada lo que allí se consigna y si se realizó el pago o no.

15. DIOMEDES ANTONIO FIGUEROA ORTEGA: (audio veintinueve (29) de septiembre de dos mil diez (2010), sesión 2, min. 00:33:10) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 98338248 expedida en Potosí, Nariño, suboficial del Ejército en servicio activo, cabo primero, desempeñando actualmente labores en la Central de Contrainteligencia Militar en Bogotá D.C. 

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: Indica el testigo haber desempeñado funciones entre diciembre de dos mil siete (2007) a mayo de dos mil nueve (2009)  en el Batallón Rafael Reyes,  en la sección segunda, siendo Jefe el Teniente VILLANI, el segundo al mando el Sargento Viceprimero HIPOLITO, luego NIAMPIRA, laborando también los soldados GUARIN y PACHECO.

Puesta de presente entrevista con el fin de refrescar memoria, refiere el procedimiento para pago de recompensa, señala que el día cinco (05) de marzo recibió llamada de parte del cabo segundo MUÑOZ quien le informó el combate  suscitado en la vereda El Brasil. Puesta de presente el acta, indica que el confeccionamiento de ellas correspondía a MUÑOZ, por ser el encargado de la parte administrativa de la sección segunda.

Precisa que PACHECO se encontraba a ordenes de VILLANI, quien generalmente actualizaba el archivo de la sección. Refiere que quien cancela la recompensa en quien la recibe de primera mano en virtud del principio de compartimentación.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: Afirma el testigo que para los días cuatro (4) y cinco (5) de marzo no realizó funciones de criptógrafo; que supo de secuestros para esa época en el sector de Puerto Araujo, mediante información compartida con la Policía. Que no le consta que se haya realizado el pago contenido en el acta No. 014 puesta de presente.

16. ROBERT HERNANDEZ SALAZAR: (audio veintinueve (29) de septiembre de dos mil diez (2010), sesión 2, min. 01:20:50) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 79640329 expedida en Bogotá D.C., sargento viceprimero del Ejército en servicio activo, desempeñando actualmente labores en la Brigada móvil 20 como comandante de Pelotón en el Cauca.
INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: Indica el testigo haber laborado en el Batallón Rafael Reyes durante los años dos mil siete (2007) a dos mil nueve (2009) en la sección tercera como suboficial de instrucción y entrenamiento. El encargado del área de operaciones era el Mayor QUINTERO, siendo reemplazado en vacaciones por el Capitán PERALTA.
17. JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ: (audio seis (06) de abril de dos mil once (2011), sesión 1, min. 00:15:15) Procesado dentro del presente proceso, renuncia a su derecho constitucional de guardar silencio.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: El deponente refiere aspectos de índole familiar y de su carrera militar.  Informando que para el año dos mil siete (2007) es trasladado al Batallón Rafael Reyes, siendo asignado a la sección segunda como jefe de la red de inteligencia, encargado de recolectar la información, analizarla, transcribirla y ponerla de presente al jefe inmediato, siendo primero el T. SANTOYO y posteriormente el T. VILLANI REALPE.
Advirtiendo las diferencias entre informante y cooperante, señala que el primero es quien toma la situación como un oficio, mientras que el segundo es ocasional. Informa que dicho Batallón manejaba red de cooperantes. Que laboraba fuera del Batallón, de civil, en compañía del soldado PACHECO, quien era de la región y conocía muchas personas. Que la situación en el municipio de Cimitarra era convulsionada, un punto peligroso era La India. Que para inicios del año dos mil ocho (2008) había reporte de robos en el sector y que los militares eran quienes hacían presencia, pues la Policía nunca iba por dicha zona.

Indica que el día cuatro (4) de marzo de dos mil ocho (2008), a las (8:00 am), recibe llamada del Capitán PERALTA, con quien se encuentra luego en el Batallón y le dice que se dirija al sector de la India para hablar con una persona. Que arriba al lugar con el soldado OSPINA y allí es abortado por un sujeto identificado como PIÑA, quien le dice de un secuestro al parecer a ejecutarse en la vereda El Brasil, suministrándole el número telefónico 3142841781 y él, llamando desde el celular que le presta el soldado OSPINA, tiene contacto con un sujeto de acento rolo que le confirma lo dicho por PIÑA y le dice que va a entregar a las personas con las que viaja en venganza porque lo habían tumbado en una vuelta ilícita que habían llevado a cabo precedentemente en la ciudad de Villavicencio.

Afirma  que pudo concluir que la información era 1 A, procediendo a transmitirla al Teniente VILLANI. Que luego sosteniendo reunión con este, el capitán PERALTA y el Coronel, solicita el procesado ser parte de la misión porque conocía la zona. Que a las (2:00 am) se coordina la salida sin dar aviso al Batallón ni al conductor. Que durante el desarrollo de la operación tuvo contacto con este desconocido para determinar la ubicación de los sujetos. Indica que este sujeto, es decir el informante con quien hablaba por celular, no quería nada a cambio, solo querí acompañar a sus acompañantes.

Dice el testigo que estaba dolido y estaba quedando mal con el Coronel, por eso pidió que lo dejara ir a la operación con el fin de mostrar resultados en su labor de inteligencia.

Refiere el testigo el movimiento de la tropa,  ALVAREZ, siente ruidos: un plástico que se mueve y dos (02) o tres (03) disparos, reaccionando con fuego por diez (10) a quince (15) segundos. Que se quedaron en silencio hasta poder observar con la claridad de la madrugada, los cuerpos tendidos y reportan por celular lo acontecido por no haber sido posible por radio, guardando todas las precauciones de resguardo de la escena de los hechos hasta que llegaron los miembros del CTI alrededor de las (11:00 am).

Que no recuerda si luego de los hechos se volvió a comunicar con el sujeto del celular, sin poder identificarlo, sin que entablara luego comunicación con PIÑA porque era una persona que tenía problemas.

Precisa el procesado que el acta de primer respondiente fue realizada en el CTI, luego de determinados todos los elementos materiales hallados en la escena, inclusive, recibiendo ayuda por parte de los miembros del CTI para su elaboración.

Respecto de WILSON PEDRAZA GONZALEZ, refiere que fue una de las personas con las cuales corroboró la información aportada telefónicamente. Que este fungía como informante del Batallón y que por su aporte determinó pagarle recompensa, solicitando ello al Teniente. Concluye diciendo que este sujeto le firmó el acta cuando el mismo le pagó el dinero. Que esta era amigo de PACHECO, de él no. Respecto de las manifestaciones de negación efectuadas en juicio por PEDRAZA GONZALEZ, indica que esta  diciendo mentiras por temor a la cárcel, que fue manipulado y se dejó asustar, pero que él si recibió efectivamente la plata objeto de pago de recompensa.

Confirma que su número de celular es el 3138791883. Indica respecto del cruce de llamadas entre este celular y el 3142841781, que él recibía muchas llamadas y no puede determinar si habló con dicho sujeto las veces que reporta el análisis LINK ingresado a juicio.

Precisa que quien decidió el pago de dinero por la recompensa fue VILLANI y este estuvo cuando se canceló el dinero. Que el cumplía con pasar la información a la oficina y que la sección segunda vuelve y analiza la información que el suministra.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: Corrobora el  procesado el uso de la anterior línea de celular como suya, esto es, el 3138791883. Puesta de presente la orden de día del Batallón Rafael Reyes, constata el testigo que no es él el que allí se designa como jefe de la red de cooperantes.

Reitera su contacto con PIÑA y su conversación con el sujeto de la llamada, no solo el día previo a los hechos sino también posteriormente. Que entre las personas con las que corrobora la situación que le informa el anónimo del celular, están LUCAS PINTO, ANDRES CARDENAS, WILSON PEDRAZA, EMILIO PATIÑO y RODOLFO VELASCO, recomendando a VILLANI  pagar la recompensa a PEDRAZA por ser ya un informante del Batallón; suscitándose el pago en la casa del mismo informante, sin ser claro en la suma que efectivamente cancela. Además dice que no recuerda si VILLANI efectivamente ejerció como testigo de dicho momento.

Advierte que la orden de operaciones fue emitida por el Coronel de manera verbal.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PUBLICO: Precisa los horarios de los acontecimientos suscitados el día cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008). Que su celular lo portó el resto del día menos en el momento en el que habla con PIÑA.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Indica el procesado que fueron pocos los soldados los que fueron a la misión táctica con el fin de no dar alarma, siendo autorizados así para su ejecución. Que PIÑA llamó primero al C. PERALTA para darle la información, concretada en la ocurrencia de un secuestro, por eso este capitán le manda la información a él. 

Que el sentía presión por tantas quejas y tan pocos resultados frente a la situación de inseguridad que padecía el sector, y que como él tenía preparación en contraguerrilla, estaba en capacidad para proceder y formar parte de la ejecución de la operación. Que no sabe el motivo por el cual se identifica en el acta de pago de informantes que se trataban de miembros de BACRIM, cuando se dio de baja delincuencia común. Reitera que VILLANI fungió como testigo en el pago de la recompensa y que PACHECO no tuvo ninguna participación en el asunto.

18. RUBEN DARIO ANGULO GONZÁLEZ: (audio seis (06) de abril de dos mil once (2011), sesión 3, min. 00:04:35) Identificado con la cédula de ciudadanía No. 100153206 expedida en Buenaventura, médico cirujano, químico, con especialización en investigación criminal. Se desempeña en la actualidad como profesor universitario y consultor privado en ciencias forenses.

INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: Indica el testigo sus estudios, especializaciones, desempeño profesional y autoría de libros en material de medicina forense y criminalística.

Especificando sus publicaciones en materia de diligencias de necropsia, indica la normatividad que regula dicho procedimiento, el estudio interno y externo que comprende, entre este último, el análisis  de prendas de vestir. Refiere, que en el evento en el que se tengan las victimas como de combate, debe suscribirse teniendo de presente el protocolo de Minessota, llenando un formulario establecido para el efecto por la ONU, que involucra exigencias especiales como el conocimiento directo que ejerza el forense respecto de la escena de los hechos, la posición de los cuerpos y el estudio de las prendas.

Respecto de la prueba de residuos de disparo en mano, dice el experto que la  espectrografía  de masas no es el estudio específico que permita determinar conclusiones en este punto, por cuanto solamente esta llamado a determinar la presencia de ciertos elementos químicos y no todos los propios de un disparo.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: Indica el testigo que no es posible que cuando se efectué un disparo solo se hallen dos (02) elementos, que hay factores externos como la lluvia o el paso del tiempo que permiten desaparecer la presencia de los metales que quedan impregnados en la mano del disparador. Que INDUMIL todavía no utiliza pólvora que no contenga bario ni antimonio. 

Respecto del protocolo de Minessota, explica el testigo que su objetivo específico es ayudar a determinar exactamente la muerte o no en combate, y que su no aplicación, implica necesariamente la exclusión de la prueba.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Puestos de presente los protocolos de necropsia obrantes al proceso, indica el testigo que cumplen con el formato en términos generales.

19. T.C. WILSON JAVIER CASTRO PINTO: (audio siete (07) de abril de dos mil once (2011), sesión 1, min. 00:05:35) Procesado dentro del presente proceso, renuncia a su derecho constitucional de guardar silencio.
INTERROGATORIO DIRECTO POR PARTE DE LA DEFENSA: Exponiendo su hoja de vida profesional, como oficial del Ejercito Nacional, refiere haber fungido como comandante del Batallón Rafael Reyes desde el primero (01) de diciembre de dos mil seis (2006) hasta el veinte (20) de julio de dos mil ocho (2008). Determina los parámetros necesarios para el ascenso en la carrera militar, la misión del Batallón Rafael Reyes, su jurisdicción,  organización, entre otros conceptos. 

En este aspecto indica que el Batallón contaba con dos (02) GRULOC desde antes de su comandancia, que son grupos de soldados profesionales que cuentan con prerrogativas mayores en su entrenamiento, advirtiendo que su comandante también es seleccionado entre otros, por sus capacidades, experiencia y liderazgo.

Refiere la situación de orden público en el sector para la época precedente a los hechos, donde en muchas ocasiones refiere el uso y traslado de tropa de acuerdo a la acción inmediata a tomar frente a falta de personal. Que el encargado de la sección segunda era el Teniente VILLANI, que tenía la función de producir inteligencia (recibir información analizarla, procesarla y evaluarla mediante letras, que determinan la credibilidad, y con números, que determinan la exactitud).

Indicando el Teniente Coronel  su rutina para el día cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008), refiere que VILLANI alrededor de las cinco y treinta, seis de la tarde (5:30-6:00 pm), le indica que hay inteligencia calificada como C3. El capitán PERALTA le informa que no hay tropa disponible, que hay un dos (02) operacional y por lo tanto los miembros del S2 pueden participar en operaciones tácticas, que solo está disponible el GRULOC 2, enviando a NIAMPIRA como su comandante. Que analizando la situación, toma la decisión de hacer una misión táctica de registro, haciendo NIAMPIRA presencia en su oficina  a las siete de la noche  (7:00 PM), quien le pone de presente la información que él corrobora con la inteligencia ya presentada por VILLANI, que se circunscribía a la presencia en la vereda el Brasil de al parecer cuatro (4) sujetos con armas cortas, con la intención de efectuar un secuestro. Que como quiera que NIAMPIRA le solicita participar en la misión a abordar, reúne allí a todo el GRULOC 2, para emitir la orden de operación verbal, circunscrita al registro en el sector con el propósito de capturar y en caso de resistencia armada, proceder a la neutralización.

Relatando lo que en supuesto dice haber acontecido en el lugar, precisa que no le pusieron de presente coordenadas, solo el nombre de la vereda y la casa de RODOLFO VELASQUEZ. Que a la mañana siguiente es informado por parte de PERALTA, primero, respecto de la labor de registro luego del combate, y más tarde, del hallazgo de los cuerpos.

Que el comandante de la Brigada le indica que esté presente en las diligencias de levantamiento y se comunica con VILLANI quien le dice que el CTI no realiza ninguna diligencia sin que exista la orden de operaciones escrita. Por ello PERALTA se la hace llegar, verificando simplemente el procesado el formato, procede a firmarla, sin darle lectura integra.

Puesta de presente la evidencia correspondiente, informa el procesado que no corresponde a la orden de operaciones por el emitida, que existen errores de transcripción en cuanto a las coordenadas, la presencia de BACRIM, entre otros datos que aduce, no le fueron puestos de presente al momento de emitir la operación.

Señala que el gasto reservado es aprobado por el comandante, previa presentación que hace el ejecutivo, siendo función del S2 la administración del dinero por pago de recompensa. Que conoció a WILSON PEDRAZA  en el presente juicio y que si rindió felicitación por su valentía a los miembros de este GRULOC 2. Que no recibió ninguna distinción por este resultado y que ofició en varias ocasiones al CTI para determinar la identificación de los cuerpos dados de baja en la vereda El Brasil.

CONTRAINTERROGATORIO POR PARTE DE LA FISCALIA: Dice el testigo para lograr  ascensos en la carrera militar  no hay necesidad de demostrar muertos en combate. Reitera que la misión impartida era de registro y no de control militar de área. Que el contenido del INSITOP de fecha seis (06) de marzo contiene error al advertir que el GRULOC 2 se encontraba en la vereda El Brasil para dicho día y que él en su orden de operaciones verbal precisó la forma como efectivamente estaba integrado este grupo.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL MINISTERIO PUBLICO: Especifica el procesado que los miembros del GRULOC 2 no tenía para el seis (6) de marzo sus armas de dotación por haber sido  embaladas previamente por parte del CTI.

PREGUNTAS COMPLEMENTARIAS POR PARTE DEL DESPACHO: Indica el testigo que el capitán PERALTA falleció en diciembre del año dos mil nueve (2009) y que se sorprendió cuando supo de la intervención de éste en la ubicación del informante. Que nunca tuvo desconfianza en la labor de sus hombres ni de sospechas de su actuación por fuera de la ley. 

Precisa que en la inspección que realizara el General SUAREZ BUSTAMANTE a las instalaciones del Batallón, si estaba el computador en la unidad pero no el operador del archivo. Que él hizo presencia en el lugar a pesar de no estar para dicha fecha ejerciendo labores en el Batallón Rafael Reyes.

Con este testimonio se da por culminado el recaudo del material probatorio en su integridad, dando paso a los intervinientes para que procedan a sus alegaciones finales en el siguiente sentido:

ALEGACIONES FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN: Inicia su intervención argumentando frente a los homicidios, que los militares que presentaron a las víctimas como resultado de la operación táctica MARFIL,  querían obtener beneficios por resultados operacionales y por ello sabían  a quiénes podían presentar como N.N. ya que no eran personas de la zona como quedara ampliamente demostrado. Analiza uno a uno los aportes de los testigos traídos a juicio para concluir  que de lo señalado por la testigo  que hizo el análisis de comportamiento criminal, junto con otras pruebas, no existió combate. Por ello los occisos DANIEL ANDRES PESCA OLAYA y EDUARDO GARZON PAEZ  no murieron en combate, pues  teniendo en cuenta las probanzas, la aplicación de las leyes de la lógica y las normas de la experiencia,  eso no aconteció en el lugar. Agrega que nadie se puede defender en las condiciones en que fueron ultimadas las víctimas, siendo reportadas como desconocidos, para así estructurar el delito de  DESAPARICIÓN FORZADA.

Sobre la concreción del delito de FALSEDAD IDEOLÓGICA EN DOCUMENTO PÚBLICO, refiere que no existió ninguna información aportada por WILSON PEDRAZA, quien tampoco recibió el dinero, lo cual asegura, lleva a demostrar la existencia del ilícito de PECULADO POR APROPIACION, como quiera que los dineros públicos, destinados por el Ministerio de Defensa al Batallón Rafael Reyes, correspondientes a la suma tratada en juicio, se perdieron. 

Concluye que no hubo combate por los siguientes razonamientos: 1. Las victimas no estaban en el sector para cometer un crimen  otro ilícito, pues no conocían la zona y el sitio no era apto para ejecutar un posible secuestro 2. Las prendas de vestir de los occisos al portar ropa de civil  y encima camuflado 3. Las victimas no atacaron la patrulla militar, pues el supuesto armamento que portaban era inservible 4. La posición postmortem de DANIEL PESCA no es compatible con una que indique enfrentamiento armado, 5. EDUARDO GARZON PAEZ no murió en el lugar de los hechos, fue puesto allí 6. Gran parte de la escena final del crimen fue armada después de los homicidios. 7. Las versiones de los militares no son ciertas 8. Las victimas no eran desconocidas para los militares ni eran del sector como quedo demostrado con el enlace de llamadas telefónicas. 9. La improbabilidad de gasto de municiones por parte de los militares y concluye de esta manera que no hubo enfrentamiento armado, ni murieron en el supuesto combate DANIEL ANDRES PESCA OLAYA y EDUARDO GARZON PAEZ.

Continua afirmando que se cometieron graves delitos, se sostiene en la acusación y como petición final, invoca se condene como coautores a todos los procesados exceptuando a GUILLERMO PACHECO ANZOLA a quien deberá tratase como cómplice, de los delitos de HOMICIDIO AGRAVADO y DESAPARICION FORZADA, como coautores de los delitos de PECULADO POR APROPIACION y FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO a los señores JESÚS EDUARDO NIAMPIRA  BENAVIDES, EDUARDO ANTONIO VILLANI REALPE Y GUILLERMO PACHECO ANZOLA y se condene   además como coautor del PECULADO POR APROPIACIÓN a WILSON JAVIER CASTRO PINTO.
REPRESENTANTE DE VICTIMA – MINISTERIO DE DEFENSA Y EJERCITO NACIONAL: Observa la interviniente que su calidad de victima nunca fue acompañada por el ente Fiscal, en materia sobre todo probatoria, constituyéndose solo como víctima por los ilícitos referidos de peculado y la falsedad ideológica.

Manifiesta que no estaba dentro de las funciones de  los procesados administrar o custodiar los dineros del Estado; así mismo asegura que el acta numero 014 prueba que se pagó efectivamente el millón quinientos mil pesos ($1.500.000) por encontrarse en ella las firmas de WILSON PEDRAZA GONZÁLEZ y el teniente VILLANI como testigo, no como depositario ni responsable de los dineros pues aclara, la custodia y administración de los dineros en una Unidad Militar es del ejecutivo y segundo comandante del batallón, por lo que esa responsabilidad no se le puede pasar a nadie más y asegura que es un documento veraz y real, por cuanto no ha sido tachado de falso, agregando que el Ministerio ni el Ejército dan por sentado que haya un detrimento patrimonial por lo tanto no existe perjuicio en este sentido.

Respecto del delito de falsedad que viene concomitante con el  peculado y que deriva de la suscripción del acta donde se asegura por parte del ente Fiscal que los dineros no fueron entregados al señor informante, contrariamente asegura que se demostró que en ella no se consignó nada que no  fuera cierto, ya que allí reposa  la firma de WILSON PEDRAZA y este nunca dijo que esa no fuera su firma, motivo por el cual concluye que es cierta y verdadera ya que está firmada efectivamente por quienes detentaban el cuidado de los bienes y  por el teniente VILLANI como testigo de la entrega de dineros que se hacía por parte de la Quinta Brigada del Ejército en contraprestación a una información, luego  tampoco considera ella que se  configure este delito.

Lo referente a la antijuridicidad, advierte que se debe demostrar el menoscabo de la administración pública, a titulo de dolo, no a titulo de culpa porque ello conllevaría a un tipo penal diferente que sería un peculado culposo, el cual no  se mostró en ningún momento por parte del ente fiscal. En este caso en concreto y analizado el tipo penal, dice  no se puede endilgar la conducta del peculado por apropiación porque no se configura ninguno de los requisitos, a excepción de la calidad de servidores públicos que detentan los procesados. 

Señala la ida de un soldado al Sinai, como es el caso del soldado ALVAREZ, no acontece  por premio a la ejecución de la operación si no que se tuvo  que gestionar por lo menos con un (01) año de anterioridad por cuanto los soldados necesitan una preparación  que se exige de ocho (08) meses a un (01) año.

Insiste finalmente en que no se ha demostrado que ninguno de los acusados por estas conductas punibles haya cometido esos ilícitos, pues la posición de garante es por delitos de omisión y si fuere así deberá responder  el hoy Presidente de la República que era el jefe máximo de las fuerzas militares para la época de los hechos.

REPRESENTANTE DE LA VICTIMA ANA DELINA PAEZ GARZON: Este es Eduardo Carreño, si necesitamos algo!!!!   Comienza por señalar el por qué estamos frente a delitos de lesa humanidad;  que el concepto de combate también se le ha cambiado el sentido, dentro de las mismas reglas internas de las fuerzas armadas pues se tienen establecido que la misión y el objetivo primero es capturar y en última instancia cuando no existe otra posibilidad y la amenaza es inminente, entonces si llevar a la muerte a quienes atacaron por los que fueron ofendidos.

Resalta que mediante los dictámenes de peritos y los testimonios del Coronel MORA GÓMEZ y el Inspector General del Ejército se demuestra que el Teniente Coronel y los miembros del S2 no verificaron la inteligencia militar por fuentes. Además quedó claro que los miembros de  S2 no pueden participar en operaciones militares; no se utilizaron los tres (03) vehículos militares para la operación que correspondía, no existió maniobra en la operación y lo que realizaron no tiene sentido, aunado a lo determinado por el médico patólogo, al establecer que los cuerpos de las víctimas no presentaban características propias de una persona que haya participado  en un combate.

Señala igualmente que estos procedimientos no son nuevos ni aislados, son generalizados, se caracterizan por tratarse de ataques sistematizados, pues normalmente escogen por victimas personas de escasos recursos, con antecedentes penales; hay un reclutador esto es, una persona que busca a las víctimas, que utilizan mecanismos de engaño para llevarlas al lugar que necesitan. Posteriormente aparece el informe de que fueron muertos en combate, catalogándolos como bandidos normalmente o como miembros de la guerrilla, circunstancias que se observaron dentro de este proceso.

Agrega que también mueren en casos similares una (01) o dos (02) personas, que no se captura a nadie más, aparte de eso nunca hay bajas en el Ejército. Dice que  estas son las características más sobresalientes de lo que ha hecho el Ejército en estos últimos años. Agrega que siempre a las victimas se les asigna un uniforme camuflado y en este caso se cuestiona la interviniente: ¿para qué dos supuestos  bandidos que van a secuestrar una persona se ponen un camuflado?, ¿para parecer que son del ejército, paramilitares o de la guerrilla? y complementa con que así son todos los casos, esto es lo que define como falsos combates, que poco a poco los han perfeccionado y han disminuido. 

Finalmente colige en que todos los que participaron tuvieron conocimiento de lo que iban a hacer o de lo que hicieron. Indica que fueron actos premeditados y no del momento porque sabían con quien se iban a encontrar, a quien iban a asesinar, irregularidades estas que se presentaron durante el procedimiento anterior y posterior a la ejecución de la Misión Táctica MARFIL. 

Concluye que por este hecho solicita se les condene por los delitos por los que fueron acusados y coadyuva la petición del Fiscalía en lo que atañe a GUILLERMO PACHECO ANZOLA, para que este sea condenado como cómplice por el doble homicidio y la doble desaparición, haciendo claridad en que los demás encausados deben ser tratados como coautores impropios ya que hicieron parte de un mismo equipo y tuvieron misiones específicas en estos hechos. 

Solicita a su vez, se compulsen copias para continuar con las investigaciones contra los superiores mandos de la Institución que tuvieron injerencia en los presentes asuntos por cuanto no es un caso aislado, no fue algo que les ocurrió de un momento a otro, pues asegura, existió un mecanismo dentro de la Institución para crear estos procedimientos ilegales y obtener resultados positivos, además de unos beneficios. Solicita que en caso de ser condenados los aquí procesados sean llevados a cárceles comunes, que no existan privilegios que tienen como miembros de las fuerzas militares, porque cometieron delitos no culposos y no dentro de su servicio, fueron unos crímenes por fuera de la institución, intencionales y de extrema lesividad.

REPRESENTANTE DEL MINISTERIO PÚBLICO: Comienza el interviniente por hacer recuento probatorio, siendo su valoración, apreciación y conclusión similar a lo ya señalado por la Fiscalía, resaltando que EDUARDO GARZON PAEZ no fue muerto en el sitio de los hechos. 

Señala entre otras varias enunciaciones de las evidencias, que la Fuerza Pública sabia con cuantos elementos de prueba se contaba en la escena de los hechos, lo cual es objeto de reporte a las 5.30 horas al Batallón y se discriminan  en el informe de primer respondiente  que efectúa el Sargento Viceprimero NIAMPIRA. Lo cual ayuda a sostener que la escena fue manipulada y que trajo como consecuencia la falsificación de documentos públicos, procurando una supuesta autenticidad al hecho delictual que resulto ser todo una fábula.

Considera que estos hechos y otros más demostrativos, permitieron a la Fiscalía cumplir con su cometido, destacando que la Defensa no pudo acreditar la presencia real de los supuestos  combatientes, hoy víctimas, en la escena de crimen. Indica que éstos no pudieron disparar, como quiera que las pruebas señalaron que estos no tenían rastros de disparos en sus manos que los comprometieran, aunado a que no eran habitantes habituales de la zona; no olvidando la extraña forma en que fueron encontrados los cadáveres, teniendo en cuenta a su vez la poca concordancia en las trayectorias de los disparos con las lesiones que estos padecían. Actuaciones estas que se conocieron en el transcurso del juicio y que son de amplio conocimiento para la opinión pública.

Por último, anota que se quedó en el tintero la imputación de los delitos de CONCIERTO PARA DELINQUIR y FRAUDE PROCESAL, dados los comportamientos desplegados por los procesados, por lo que finalmente peticiona una sentencia condenatoria para todos los acusados, como quiera que quedo probado más allá de toda duda su participación en estas conductas punibles acusadas para cada uno. 

DEFENSA: Manifiesta el señor Defensor que llega al juicio perdiendo porque contrario a los lineamientos constitucionales y legales, en el caso de los miembros del Ejército Nacional, se parte de la presunción de responsabilidad y no de la presunción de inocencia; dice que sus representados no merecen ser condenados por cuanto no se venció la presunción de inocencia que en cabeza de ellos constitucional y legalmente existe.

Critica el pensamiento de los demás intervinientes cuando señalan que la Defensa debía demostrar la inocencia,  no siendo así por cuanto esta parte no detenta la carga de la prueba y la Defensa nunca prometió demostrar la existencia de un combate ni que los procesados hubieren dado muerte a las víctimas, dejando en claro que simplemente se estipuló la participación  de los militares en una  operación militar. 

Plantea la posibilidad que EDUARDO GARZON PAEZ se hubiera trasladado con una tercera persona desde Bogotá hasta Cimitarra y a su vez la probabilidad de que pudieran haber sido asesinadas antes que llegara la tropa al sitio, que hayan modificado la escena de los hechos y estuvieran esperando la llegada de la tropa para hostigarlos y que la tropa pensara así que había dado de baja dos (02) personas en combate, pero refiere que son posibilidades que surgen de manera lógica, pues la Fiscalía concluye  una cosa y desacredita con otra, ya que  dice que los militares fueron los autores de las muertes pero que según trayectorias fueron muertos en otro sitio y de otra manera.

Posteriormente asegura que tampoco existe elemento de carácter probatorio que permita concluir que los militares cuando encontraron los cuerpos de DANIEL y EDUARDO tenían los documentos, no existe elemento probatorio que permita concluir que DANIEL Y EDUARDO tuvieron encuentro en vida con los militares, que no hay documento ni prueba indiciaria que así lo señale. 

Sin que se oponga a la prueba del análisis LINK sobre las conexiones de las llamadas telefónicas, dice que la Fiscalía quedo debiendo al juicio respecto de los posibles autores de los hechos ya que no probó y simplemente señalo que existió un reclutador  pero quedo en el campo de la suposición así  como que todos los interlocutores eran amigos o conocidos. Que de todo su análisis se demuestra que la Fiscalía se quedo corta en el desarrollo de su investigación, dejó cabos sueltos y  pretendió con afirmaciones genéricas señalar una responsabilidad. Agrega que se tienen referencias pero no la prueba concreta sobre esa responsabilidad, toda vez que no está demostrada materialmente la autoría de los homicidios.

Respecto del hallazgo de la munición gastada,  dice que no se hizo una búsqueda en debida forma, pues posteriormente  se hallaron otras cinco (05) vainillas aunque no fue objeto de prueba pero si debe tenerse en cuenta el estado del tiempo, la fuerza del agua que pudo arrastrar las vainillas; además el gasto de esa munición se tiene únicamente con fines administrativos mas no como  prueba. 

De otra parte desecha el señalamiento de la Fiscalía en la cual hace referencia a que estos hechos fueron cometidos con la finalidad de ser merecedores de unas felicitaciones, no siendo esto cierto, afirmando que la operación fue realizada en el marco de la ley, cada quien desarrollo lo que la ley determinaba ejecutar, y los hechos evaluados daban cuenta que dos (02) personas estaban muertas después de un hostigamiento armado: se reportaron en esas condiciones.

En consecuencia, asegura, que quedan dudas en torno a la responsabilidad de las cinco (05) personas que participaron en la misión táctica, no se dilucidó que papel tomaron las otras personas, de las cuales no se pudo determinar su identidad, conocidas en juicio como el señor X y Y. Cuestiona sobre que tramites hicieron, quienes son, que papel jugaron, donde estuvieron, como actuaron, si estuvieron en el sitio de los hechos o no, y deja en tela de juicio si pudieron haber sido los mismos quienes hostigaron a la tropa en el momento que se acercaron. 

Hace especial énfasis en el campo de la coautoría impropia, afirma que no se demostró que haya un acuerdo común para cometer una conducta delictiva como tampoco que sean autores materiales, y al no existir ese elemento surge imposible definir que se haya probado  una responsabilidad, pues el acuerdo común es un requisito como el dolo y la Fiscalía esto no lo pudo demostrar. 

Dice que dista la actuación de sus prohijados  en un posible concierto para delinquir pues no es factible entrar a determinar que las fuerzas militares sean una banda  delincuencial o empresa criminal. A ellos no les son aplicables las mismas tesis de las bandas criminales, su conformación y su tipificación.

Sobre la participación de NIAMPIRA en la misión táctica MARFIL, pone de presente que si bien perteneciendo al S2 no podía participar en la operación, establece que el Coronel MORA dijo que esto era posible y en el presente asunto este procesado fue autorizado por el Teniente Coronel para participar,  luego eso no es ninguna irregularidad y las diversas irregularidades de carácter administrativo, demuestran que no existía nada preparado en busca de un crimen perfecto. 

Pone de presente lo que se ha dicho de la coautoría por cadena de mando, la coautoría impropia, el riesgo permitido, el principio de confianza,  la complicidad y el dolo.

Luego de presentar una estructura descriptiva de las funciones dentro el Ejército de Colombia de cada uno de los procesados,  así como la carencia del dolo en la comisión de los delitos; solicita se tenga en cuenta que al momento de que se entregó el dinero a WILSON PEDRAZA este se encontraba solo y por temor cambio la versión. Señala que el testimonio de este testigo reviste una serie de irregularidades y exalta que existen elementos de juicio para definir que no se le debe dar credibilidad, destacando que si bien el Teniente VILLANI firma como testigo del acta de pago de recompensa, eso no implica que fue testigo de la entrega del dinero, sino del procedimiento administrativo de pago de una información, como son testigos todos los demás firmantes, como quiera que obedece a un formato que se utiliza en las secciones para ese trámite. Finaliza pidiendo la absolución para sus prohijados por todos los ilícitos, petición que hace y fundamenta en derecho.

CONTROVERSIA DE LA  FISCALIA: Vehementemente expone que habla de probabilidades, según las pruebas que fueron allegadas a juicio, por cuanto si fuera certeza se indicaría que se estuvo en el sitio de los hechos. Reconoce que el nuevo sistema procesal cambio la exigencia de la certeza absoluta por la de la superación de la duda razonable, y esta se supera no a través de argumentos si no de hechos y de pruebas. Defiende su tesis basado en la evaluación de que se hizo de la prueba aplicando los principios de la lógica, la sana critica y las reglas de la experiencia, mas no por política estatal.
Así mismo enuncia que, precisamente la legislación, las cortes y la jurisprudencia aceptan la presencia del indicio como medio prueba y cuando son muchos se fortalecen mucho más, porque debido a la ausencia de una filmación al momento de cometer el delito, se deben utilizar otros medios de prueba también válidos como  los presentes en el presente proceso.

Solicita por último, se tenga en cuenta que si se demostró la coautoría, se utilizaron muchos medios de prueba para demostrar esta situación. Que WILSON PEDRAZA,  no cambio la versión por miedo si no por su decisión de contar la verdad y teniendo de presente precisamente todas las irregularidades se presentaron en la Misión Táctica MARFIL. Dice que la Defensa no ha logrado desvirtuar los argumentos de la Fiscalía y por ello se mantiene en la condena previamente solicitada.

RÉPLICA EFECTUADA POR LA DEFENSA: Destaca la afirmación que hace el Fiscal sobre la duda razonable que se superar a través de pruebas y no de argumentos y que quien tenía que derrotarla no era la Defensa sino la Fiscalía  quien tenía que llevarla a un grado de convicción. Dice que fueron esas pruebas o medios probatorios los que la Defensa echó de menos con relación a aspectos formales de la tipicidad de las conductas por las cuales se acusaron a sus representados, como quiera que se pretende salvaguardar la presunción de inocencia, cuya presentación de la prueba en torno a ese tipo de circunstancias exige la ley, los medios ilícitos que trae la norma, indicios testimonios y recaba la diferencia entre el indicio y la conjetura.

Acentúa el concepto de la duda; concluye con la aserción que la Fiscalía no ha logrado desvirtuar la presunción de inocencia de sus prohijados, por tal razón insiste en su petición, toda vez que el Estado Social de Derecho permite tener la oportunidad de defenderse y debatir. 
Concluido el juicio, se emitió el sentido del fallo de carácter condenatorio, señalando el grado de responsabilidad de los aquí enjuiciados en cada ilícito por los que fueron llamados a juicio, sentido condenatorio que se mantiene por este Despacho por las siguientes:

VI- CONSIDERACIONES
De acuerdo con la preceptiva normativa contemplada en el Art. 381 del Código Adjetivo Penal, para emitir  un fallo condenatorio se requiere un conocimiento más allá de toda duda razonable tanto de la materialidad de las conductas punibles incriminadas a los procesados, como de la responsabilidad que se les ha de pregonar a los mismos;  conocimiento que se adquiere con las pruebas debatidas en juicio y  estas  han cumplido con la licitud, legalidad y fueron recaudadas en debida forma, de manera oportuna, cumpliendo con lo señalado  por Art. 276 del C. P.  Al igual que con los requisitos formales, que las hacen licitas y frente a las cuales en su debida oportunidad, ninguna de las partes intervinientes solicitaron la exclusión de alguna prueba, simplemente algunas fueron objeto de impugnación.  

Ahora, debe dejarse en claro que el Despacho parte de  la presunción de inocencia  y el in dubio pro reo, que  son  principios de justicia  que se deben tener en cuenta en todo momento  de las actuaciones procesales, sin dar lugar a la aplicación  de la  responsabilidad  objetiva, según como lo establecen los Arts. 12 del C. P. y 29 C. N.; y no como lo señala la Defensa que aquí se ha  partido  de una presunción de responsabilidad con preceptos  publicitarios o políticos. 

Centrándonos en señalar algunas apreciaciones generalizadas en lo que respecta  a la toma de pruebas dentro del juicio, tenemos que decir que existió una primera controversia respecto de las primeras versiones dada por algunos de  los aquí procesados cuando se inicio la investigación administrativa y de servicio y que fueron tomadas sin  la presencia del abogado: Al respecto tenemos que decir que  efectivamente se inicia esta clase de investigación y las declaraciones hechas por los militares hasta dicho  momento no tenían el alcance penal, pues apenas lo que se investigaba era la transparencia en la ejecución de actos del servicio militar, luego ¿cual razón para que existiera la presencia del abogado?, sin embargo ya en lo que atañe a la presente actuación militar, es de advertir que los documentos  son  soportados con un informe de testigo de acreditación  que fue controvertido y  ratificado en juicio; luego aquí no hay ninguna irregularidad, ya con el desarrollo de la investigación es precisamente que por varias irregularidades  que se presentaron desde el momento que se pone en marcha la creación de una operación militar, la llamada  Misión Táctica MARFIL, es lo que desborda la investigación netamente administrativa que se tenía, para recaer en la investigación en el campo penal, es decir  de nuestra jurisdicción ordinaria.

De otra parte  no entrará el Despacho a hacer referencia a si estamos frente a homicidios  en personas protegidas o no,  pues se mantiene en dar aplicabilidad al art. 448 del C.P.P.,  referido  a la congruencia,  no siendo permitido que el Juez pueda ir más allá de lo señalado  en la acusación  y que debe mantenerse hasta el alegato final,  para mantener de igual forma incólume el derecho de defensa de los procesados y en atención a que la solicitud de condena por los delitos de HOMICIDIO AGRAVADO se hace más favorable en lo que respecta al quantum punitivo.
Seguidamente tenemos que los hechos ya conocidos por todos y donde  una de las representantes de las víctimas,  sin dubitación alguna, ha dicho que son  delitos o crímenes de lesa humanidad,  el Despacho comparte lo que a simple vista se ha  probado y es por ello que se permite señalar algunas citas que tratan el tema  como la de  Farfán Molina que señaló, haciendo referencia a los delitos de lesa humanidad, lo siguiente: “Son aquellos que ofenden a la humanidad, o sea, que se entiende que el sujeto pasivo es la humanidad, el hombre social, pues hieren, dañan, u ofenden la conciencia general de la humanidad y rompen las condiciones de vida pacífica  y civilizada”. Y  el Dr. Gómez López,  en si libro “Crímenes de lesa humanidad”, ediciones Doctrina y Ley Ltda. 1998,  Pág. 33,  señaló: …” El sentido actual es el daño, lesión o agravio extremo a lo más esencial al hombre, ocasionado por el estado o por sus agentes gubernamentales o por particulares que obran en nombre del Estado, o con su apoyo directo o indirecto, su aceptación o asentimiento. El término “humanidad”  se refiere a los atributos esenciales  e inherentes  al hombre, no solo en sentido individual si no también como grupo,… en tal sentido un delito de lesa humanidad ofende, lesiona o lastima a la humanidad misma… así, con los crímenes de lesa humanidad se ofenden la coexistencia pacífica del hombre, la existencia misma,  el derecho a la autodeterminación, la libertad, la dignidad,  y trato digno que merece todo ser humano por el hecho de existir, el respeto al debido proceso y a su condición de persona inocente y libre ” 

Indudablemente  los hechos aquí expuestos son crímenes contra la humanidad, pues con  fundamento constitucional y legal, afectan en su génesis, el derecho  más preciado e inviolable,   la vida, así como que nadie puede ser sometido a  desaparición forzada, torturas o tratos crueles. Esto en concordancia  con los convenios internacionales  sobre derechos humanos y del derecho internacional humanitario, que constituyen bloque de constitucionalidad y la base  para el castigo  a estas clases de delitos. Se resalta la vida y la prohibición a sometimiento a desaparición forzada  ya que  aquí se ejecutaron actos que atentaron contra estos valiosísimos  derechos. Recordemos que los crímenes de lesa humanidad pueden realizarse en el contexto de un conflicto armado o fuera de él, pues así  lo señaló el Tribunal Internacional de Rwanda, sala Primera de instancia II, fallo del 21 de mayo de 1999. 

Ahora, reiterando esta judicatura lo concerniente a la competencia, es claro que desde el momento en que se violaron los procedimientos militares, ya no podemos decir que la competencia correspondía a la justicia penal militar, pues existió una desviación en la prestación del servicio militar siendo violentado el principio de legalidad, convirtiéndose esta Misión Táctica en una lesión a preceptos constitucionales  y legales que han llevado a catalogar su resultado, en delitos de competencia de la justicia ordinaria. Y esas irregularidades son:  la no aplicabilidad del ciclo de inteligencia que fundamentara en debida forma la emisión de una orden de operaciones, misión emitida de manera verbal y con la vinculación de personal de inteligencia en el desarrollo del procedimiento militar; el desconocimiento de la doctrina militar al no haberse respetado la unidad de mando de las compañías para el cumplimiento de las órdenes impartidas y haber dispuesto para la ejecución de la Misión Táctica MARFIL, un grupo “especial” que no se encontraba nombrado en la orden del día y que no contaba con entrenamiento que le atribuyera tal carácter, así como la falta de anotaciones o registros de cada acto en las minutas correspondientes que hacían parte del orden del día. Precisamente todas estas irregularidades y muchas otras que más adelante serán objeto de anotación, se cometieron en la conformación y desarrollo precisamente, de la Misión Táctica  MARFIL.

Ya en el campo penal retomado lo señalado en el Art. 381 del C.P.P., tenemos que  respecto de la materialidad de las conductas,  como el doble  delito de HOMICIDIO AGRAVADO, vemos que efectivamente han existido  dos (02)  muertes, la de EDUARDO GARZON PAEZ  y DANIEL ANDRES PESCA OLAYA, decesos que son objeto mismo de estipulación por parte de los señores intervinientes y que así mismo, cuentan con respaldo probatorio mediante las diligencias de inspección técnica  a cadáveres, álbum fotográfico y protocolos de necropsia debidamente ingresados a juicio. 

En lo que respecta a la tipificación objetiva de los  agravantes, esto es, por las causales 4 y 7 del artículo 104 del C.P.P., ha de manifestar este Despacho que también las encuentra válidamente acreditadas, al tenerse, en primer aspecto, determinado que el móvil de las muertes era el éxito en el resultado militar de la Misión Táctica MARFIL, que válidamente podemos catalogar como un motivo abyecto o fútil. Y en lo referente a colocación de las victimas en estado de indefensión o inferioridad, objetivamente ha de establecerse que está probada esta circunstancia, al determinarse mediante dictamen toxicológico que una de las víctimas, PESCA OLAYA,  detentaba un leve estado de embriaguez y GARZON PAEZ  no tenía sus gafas que eran de  uso habitual. Otras desventajas existentes  fueron el sitio que  era ampliamente  conocido por los militares y no por los occisos, aunadas las anteriores premisas al hecho irreductiblemente acreditado, de que las armas que se dicen portaban y accionaron los fallecidos, no eran aptas para su utilización por lo tanto,  no fueron disparadas. 

Respecto de la materialidad del delito de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA, ha de decirse que los occisos DANIEL ANDRES PESCA OLAYA y EDUARDO GARZON PAEZ, no eran de la municipalidad de Cimitarra Santander donde fueron hallados sus cuerpos. Al contrario, estos tenían su domicilio y arraigo familiar acreditado y determinado en la ciudad de Bogotá. A fin concretarse la manera como estos hombres arribaron al sector donde encontraron la muerte, se pudo concluir que las víctimas eran amigos y salieron  de la ciudad de Bogotá el día cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008), acompañados  mínimo de  otra persona,  informando  a sus familias que estarían de regreso pasados unos pocos días. Ausencia que se fue prolongando en el tiempo de manera injustificada lo que conllevó a la interposición por parte de sus parientes, de las respectivas denuncias, hasta determinarse su ubicación  en  el mes de agosto del mismo año cuando fueron identificados como los cuerpos NN dados de baja en  combates  por el Ejercito Nacional en la vereda El Brasil del municipio de  Cimitarra, Santander el día cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008). Siendo ellos ocultados y sustrayéndolos del amparo de la ley pues su documentación de identificación fue desaparecida. A pesar de que el Ejercito en los meses de abril, mayo y junio de la misma anualidad ofició en tres (03) oportunidades al CTI con el fin de procurar la plena identificación de las víctimas, sin embargo la finalidad de ello no era más que legalizar un acto irregular, acto que fue cometido por personas que estaban investidas de autoridad y que ejercían en el sector, pues eran miembros del Ejército Nacional. 

En este punto,  con la sentencia C-317 de 2002 M.P. Clara Inés Vargas Hernández,  señalada en la sentencia C-100 del 23 de Febrero de 2011, M.P. Dra. María Victoria Calle Correa, publicada en la revista de jurisprudencia Legis No. 474 Pág. 1005  del mes de Junio de 2011,  se tipificó una nueva modalidad de desaparición forzada, cometida por grupos armados al margen de la ley o por miembros de la fuerza pública, al declarar inexequible la expresión “perteneciendo a un grupo armado al margen de la ley” y dictando una sentencia integradora para que dicha conducta se pudiera tipificar por el solo hecho de que faltara información sobre el paradero de la persona, sin que fuere necesario un requerimiento.  Así no hay duda de la materialidad  de este ilícito, pues fueron ocultadas estas personas y los requerimientos hechos por el Ejército en nada afectan para la configuración de este delito, con la circunstancia de agravación establecida en el numeral 1 del artículo 166 del C.P., pues estos procesados  estaban investidos de la autoridad militar que les confiere la Constitución Política. Dando igualmente lugar a la tipificación del agravante del artículo 6 de la misma obra,  pues las armas y  medios materiales utilizados en la ejecución de la misión táctica son de propiedad del Estado, dadas como dotación a los miembros de la fuerza pública. 

Respecto de la materialidad del delito de FALSEDAD IDEOLÓGICA EN DOCUMENTO PUBLICO debemos circunscribirla a la elaboración del acta No. 014 de fecha doce (12) de marzo de dos mil ocho (2008),  referida al pago de recompensa a WILSON PEDRAZA GONZALEZ por la supuesta información que  suministró y dio lugar al desarrollo de la misión táctica MARFIL  y la consecuente obtención de resultados operacionales.

 Al respecto  ha de decirse que su tipicidad, como falsedad ideológica, se encuentra probada ya que  con el testimonio en juicio de quien se tiene como informante, PEDRAZA GONZALEZ, expone no haber dado la información que en dicha acta se consigna y tampoco haber recibido el dinero correspondiente a la recompensa, por el valor de un millón quinientos mil pesos ($1.500.000), del cual en dicho documento, se da fe de haberse entregado. Por lo tanto, la materialidad se determina por el verbo rector  consignar una falsedad. Sin ser de recibo, en este punto, los argumentos de la abogada representante del Ministerio de Defensa, quien si bien funge como representante de victimas, refiere a contrario sensu  que dicha acta para ella,  es verdadera por cuanto las firmas allí estampadas son de puño y letra del referido, y reconocida por este, en juicio y no fue tachada de falsa por ninguno de los intervinientes. 

Ha de aclararse en este punto, que el delito  acusado es falsedad ideológica, mas  no material de documento público, delitos muy disímiles en su configuración, recordando que existen diferencias entre estos dos (02) delitos, pues reiteradamente la Corte Suprema de Justicia ha enfatizado que se diferencian por los verbos rectores, ya que para la falsedad ideológica están los de extender y consignar y en la material, la de falsificar un documento como tal. 

Advierte igualmente dicho Alto  Tribunal  que lo que se protege es la credibilidad en el contenido de los documentos, donde la verdad y realidad histórica debe ser íntegra, en razón a la aptitud probatoria que se adquiere en las relaciones jurídicas y sociales. Aquí nadie se hace responsable de  la elaboración del acta y el Sargento NIAMPIRA BENAVIDES, quien fue el conducto por medio del cual se obtuvo, en supuesto, la información, en ningún momento señalo que PEDRAZA GONZALEZ fue quien efectivamente la aportó  y es más, duda de hasta la suma que en su dicho,  se  le hubiere cancelado,  pues habló inicialmente que eran tres millones de pesos ($3.000.000), vacilando respecto de la forma de pago y quién entregó el dinero, pues este procesado no firmó el documento. Se concluye que este documento era una prueba y en ella se consignó una falsedad, materializándose así este delito.

Ahora, en lo atinente a la materialidad de la conducta punible de PECULADO POR APROPIACION, por la  suma de un millón quinientos mil pesos ($1.500.000), desencadenante de la falsedad del acta No. 014 anteriormente referida, por no haber sido recibida dicha suma de manera efectiva por parte de WILSON PEDRAZA GONZALEZ, a quien se le atribuyó calidades falsas de informante en el presente  asunto.  Hay que decir que el dinero efectivamente  salió del erario público destinado a la Quinta Brigada del Ejército para tales fines, pues existe constancia, emanada por la Quinta Brigada del Ejército Nacional, del rubro presupuestal afectado con dicho pago, dinero que  se les confía por razón de su tarea a los militares para efectuar exclusivamente pago de recompensas. Pago que realmente nunca existió, pues el mismo testigo PEDRAZA  GONZALEZ  es claro en señalar que recibió por plasmar la firma  solo  la suma de veinte mil pesos ($20.000) y luego recibió cien mil pesos ($100.000)  como aliciente para que rindiera y se mantuviera en una versión acorde con la consignada en el acta, estructurada por unos militares  que faltan a la verdad.
Ahora, descendiendo a lo que es la RESPONSABILIDAD segundo requisito exigido por el Art. 381 del C.P.P. para fallos de condena, según lo ya expuesto en la primera parte de las consideraciones, para cada uno de los procesados por las conductas punibles por las cuales se solicitó la misma. Primeramente se centrará el Despacho a determinar la responsabilidad por los delitos de HOMICIDIO AGRAVADO  y DESAPARACION FORZADA AGRAVADA, conductas atribuidas a todos los militares aquí enjuiciados.

Se comienza por decir que un coautor es un autor, sino que ejecuta un ilícito en compañía de otros, edificándose esta figura penal  en unos requisitos que tanto jurisprudencialmente y doctrinariamente se han consolidado y es   que se  requiere de un acuerdo  común de voluntades,  acuerdo que es momentáneo,  dirigido a la comisión de un ilícito, con división de tareas momentáneas, aporte en la ejecución  del ilícito especifico;  tomando el resultado como conjuntamente suyo, pero todo es de carácter momentáneo, circunstancial, lo que hace la diferencia con la tipificación del delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR.  Lo anterior para tenerlo como pauta en el sentido de que este Despacho no podrá tener a todos los procesados como coautores en determinadas conductas ilícitas, según como se expondrá más adelante.

Otro aspecto que se tiene en cuenta es lo que refiere al dolo,  pues  es una forma de culpabilidad, y como lo señalo nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia,  en sentencia del 24 de Noviembre de 2010, Rad. 31580 M.P. Dr.  Socha Salamanca,  el dolo requiere de   dos elementos: el intelectual o cognitivo y el volitivo, dado que la conducta punible solo es dolosa cuando se sabe, cuando se conoce, y se comprende aquello que se quiere hacer y voluntariamente se hace.  

En el presente juicio, brilla por su presencia, no por su ausencia, como lo dijera la Defensa, suficiente prueba que determina que las víctimas precitadas no fueron muertas en combate y es fácil concluirlo pues del análisis probatorio tenemos apreciaciones como: la escena de los hechos, la posición de los cuerpos sin vida de las víctimas, sus características físicas  externas, la doble vestimenta de los occisos, la pulcritud de sus cuerpos,  las botas; la ausencia en el hallazgo de evidencias balísticas que permitan determinar un cruce de disparos, entre otros aspectos,  permitieron concluir primariamente a los investigadores criminalísticos que la escena fue recreada. Circunstancias que aunadas a la inutilidad de las armas atribuidas en uso a los occisos, la no concordancia de las lesiones con las trayectorias advertidas directamente por los procesados en las diligencias de reconstrucción de los hechos y los conceptos esbozados por expertos en el estudio de comportamiento criminal, permiten concluir que los fallecimientos no ocurrieron en el lugar de los hechos; pues EDUARDO GARZON PAEZ, murió en un sitio diferente a aquel en que se halló su cadáver, pues no obstante haber recibido impacto de proyectil  con orificio de salida en la región pre auricular derecha, que debió ocasionar la salida de más de trescientos gramos (300 grs.) de masa encefálica, además de tejido óseo y blando, aunado a la gran pérdida de sangre, no se encontró nada de ello ni se observó su evidencia en el terreno, lo cual  se constata con los álbunes fotográficos. Lo anterior permite llevar sin mayores conjeturas a dicha conclusión: “no existió ningún combate”. 

Las circunstancias anteriores son coincidentes con otros hechos delictivos cometidos por militares, tal y  como lo advierte la señora representante de las víctimas y cuyos conceptos acoge el Despacho como es que  todas las desapariciones extrajudiciales ejercidas por militares guardan gran similitud como: los muertos por general son dos; no existen capturas; no existen bajas ni heridos del Ejercito; los occisos siempre son señalados como delincuentes,  sin embargo siempre son reportados como N.N. y  vestidos con prendas militares. Demostrado lo anterior en el presente juicio, lógico resulta concluir que estamos frente a la escenificación de unos hechos tendientes a señalar que hubiere acontecido un combate armado.

En este punto, y admitiendo como probada esta situación, la Defensa toma a última hora lo ya probado como una estrategia defensiva,  al invierte la apreciación probatoria para argumentar que los militares partícipes de la Misión Táctica MARFIL no pudieron haber dado muerte a las víctimas, tratando de  vislumbrar la presencia de  un tercero que pudo haber ocasionado las muertes,  engañando y hostigado a la tropa. 

Empero esta exculpación no tiene fundamento que la soporte, pues fue esta misma parte procesal quien trajo a juicio, como prueba, la suficiente experiencia en operaciones militares predicables  a JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ, quien fungía como comandante de la Misión Táctica MARFIL y del GRULOC 2 para ese exclusivo día. Aunado a que los demás integrantes de esta operación eran soldados profesionales, que cuentan con preparación y experiencia militar suficiente para determinar concretamente que acontece y ocurre en la zona de combate. Así mismo, se deja en claro que ninguno de los procesados que exponen su testimonio en juicio dejan entrever una situación de tal carácter e inclusive, sus versiones en las diligencias de reconstrucción de los hechos no permiten siquiera inferir que algo semejante hubiera acontecido.  Luego la estrategia defensiva enmarcada en la existencia de un tercero autor de las muertes frente a la ingenuidad e inocencia  de los procesados, no está llamada a prosperar en este asunto.

La valoración de la escena de los hechos en conjunto permite concluir insoslayablemente que corresponde a una escenificación o como lo dijo el ministerio Público, a una fábula  o cuento mal contado. Por esto, este Estrado no echa de menos  que los protocolos de necropsia puestos de presente no hubieran contado con las características específicas exigidas por el  protocolo de Minnesota,  que es el de llevar a cabo en el evento de que existan victimas en combate, pero como aquí no existió combate, no se exige, pues el profesional que nos habló en este punto dijo que los dictámenes aquí emitidos cumplían con todas las formalidades puestas de presente por otro testigo idóneo también en el tema.

Determinadas las inconsistencias en la motivación y creación de la Misión Táctica MARFIL, como la ilicitud de sus resultados, retomando el tema de  la forma de participación de los procesados en el doble delito de HOMICIDIO AGRAVADO y DESAPARICION FORZADA AGRAVADA, delitos endilgados a todos los militares aquí procesados, se permite el Despacho señalar lo dicho por un Procurador que rindió su concepto en  el proceso No. 22327,  sentencia  de fecha  marzo 9 de 2006, M. P. SIGIFREDO ESPINOSA PEREZ, en el que se señaló lo siguiente: “De acuerdo con la llamada teoría del dominio del hecho, de gran utilidad para diferenciar las dos formas de participación, es autor aquel que se encuentra en capacidad (…) de continuar, detener o interrumpir por su comportamiento la realización del tipo”.  

Y agrega la Corte: “Para que el aporte configure coautoría, se requiere que  sea esencial y se materialice durante la ejecución típica.

De allí que solo quien domina el hecho puede ser tenido como autor; mientras que el cómplice es aquel que simplemente presta una ayuda o brinda un apoyo que no es de significativa importancia para la realización de la conducta ilícita, es decir, participa sin tener el dominio propio del hecho.”

Ha  de determinarse entonces, a quienes es predicable el dominio del hecho. Frente a esto, se tiene como hecho expresamente estipulado, que los partícipes de la misión táctica MARFIL fueron el sargento viceprimero JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ, como comandante, y los soldados profesionales JUAN CARLOS ALVAREZ, NELSON OSPINA TABARES, BENANCIO PUENTES GUAPACHA y GERMAN AUGUSTO OLIVEROS TABARES. Así mismo, se tiene probado mediante el análisis LINK correspondiente a los números celulares de la victima EDUARDO GARZON PAEZ, y de uso de los procesados JESUS EDUARDO ÑIAMPIRA BENAVIDES, NELSON OSPINA TABARES y JUAN CARLOS ALVAREZ, que estos tres (03) últimos tenían comunicación telefónica indirecta con  una de las víctimas, o a mayor claridad, comunicación directa con ese tercero de quien se dijo anteriormente, salió con los occisos desde la ciudad de Bogotá hasta el municipio de Cimitarra, Santander en día cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008), cuyo traslado se descifra, paso por paso, mediante la determinación analizada de las celdas de sus llamadas.  Hecho que no es simple conjetura, sino que inclusive guarda concordancia con lo expuesto por el propio JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ en su intervención en juicio, al manifestar expresamente que dicho día, por medio del celular del procesado OSPINA TABARES, tuvo comunicación con esa persona que en su dicho expresó,  respecto de las víctimas, dijo que “iba a entregarlos”. En este punto debe dejar claridad el Despacho que  los números celulares objeto de análisis LINK y atribuidos como de uso de la víctima y los citados procesados, no fueron objeto de duda por la Defensa en su alegación final. Vale la pena resaltar que si bien en una oportunidad se quiso tildar de ilegal esta prueba  por no estar presente la defensa en el momento de la legalización de los resultados de la  búsqueda selectiva en base de datos ante el Juez de control de garantías, ello obedece a que en dicho momento aun no existía imputación y no estaban aún determinados los posibles autores de los hechos investigados, luego esta prueba no perdió validez.

Como quiera que no fue una, sino varias las llamadas establecidas entre NIAMPIRA BENAVIDEZ y ese tercero antecedentes, concomitantes y posteriores  a los hechos, y así mismo, entre JUAN CARLOS ALVAREZ y el mismo sujeto, permiten concluir a este Despacho que las victimas no eran desconocidas especialmente para  estos dos (02) procesados, pues tenían contacto claro y directo con la persona que los llevó a Cimitarra (reclutador para el Despacho) y quien conocía y  sabía de su domicilio y actividades cotidianas. Además, lógico es  que los occisos  portaran sus documentos de identificación, más aún a sabiendas de que emprenderían un viaje tan largo desde la ciudad de Bogotá; documentos que como se dejo entrever en el juicio fueron destruidos o quemados. 

Aquí no hay duda de la  responsabilidad de estos dos (02) procesados en calidad de coautores, pues estos si tenían el pleno dominio del hecho de los dobles delitos de HOMICIDIO AGRAVADO y DESAPARICION FORZADA AGRAVADA, pues recordemos que precisamente JUAN CARLOS  era el puntero en la misión, el que llevaba la pauta o manejo inmediato de la situación, de lo que se  hallara o fuera objeto de sorpresa y que, para perfeccionar un hecho delictivo se dice que no obstante el ataque “sorpresivo” a la tropa, gritó la proclama. 

Además se tiene por determinado que la evidencia balística hallada en la escena de los hechos, correspondiente a calibre 5.56, esto es, tres (03) vainillas fueron inyectadas del fusil que portada este procesado. Así mismo,  el análisis LINK también evidencia comunicación telefónica muy posterior con quien a de catalogar el Despacho como el reclutador, es decir se sigue teniendo contacto con esta persona aun posterior a los hechos. Es por ello que deben responder como coautores de estos dos (02) reatos.

Ahora,  lo que corresponde a los demás soldados que participaron en la operación, como es BENANCIO PUENTES GUAPACHA, NELSON OSPINA TABARES y GERMAN AUGUSTO OLIVEROS TABARES, se les endilga por parte de este Despacho responsabilidad a título de cómplices de estas dos (02) conductas punibles, pues a juicio de este Despacho la jerarquía militar  conllevó a que fueran partícipes de los hechos,  mas no puede predicarse que contaban con el dominio del hecho injusto para que les fuera predicable el dominio del hecho injusto completo; como lo hemos aprendido de valiosos exponentes en este tema,  pues  recordemos que el autor o coautor es la figura central de la acción, con dominio de la  voluntad que puede generar en  una coacción que solo la puede ejercer un autor culpable, que conoce y tiene voluntad para la comisión del ilícito, que profiere ordenes y ejerce mando frente a aquellos que por jerarquía deben acatarlas, como considera este Despacho aconteció para estos  tres (03) soldados. 

Aquí no se cuenta con prueba que determine la participación de estos tres soldados en los actos previos a  los hechos, la participación en las reuniones con el Comandante del Batallón para la expedición de la orden de operaciones verbal ni los actos que  motivaron la misión táctica MARFIL, es decir, no se demostró que pudieran tener el dominio del hecho injusto y completo, pues para ello se requiere voluntad de dar inicio al injusto,  capacidad de continuarlo o interrumpirlo, pero eso no se demostró. 

No se demostró tampoco, lo significativo en la contribución de cada uno de ellos  para la comisión  de los ilícitos, es decir su aporte; no se visualiza en que instante se llevo a cabo el acuerdo previo de voluntades, no se conoce la ayuda o rol  de cada militar en el engranaje principal para llegar a la comisión de los ilícitos, se desconoce la intervención más comprometedora de cada uno de ellos en la ejecución de los reatos. De esta manera  no se puede predicar una coautoría a pesar de que todos tenían el mandato de salvaguardar la vida e integridad de los ciudadanos, preservando el orden constitucional y legal establecido, pero se equivocaron en su obrar.   

Colaborado pues  una vez acontecidos los hechos, guardando silencio y encubriendo la actuación criminal con actos omisivos. Si bien  inicialmente se podría decir que  su actuar estaría en la órbita  de una posible coautoría,  no se desvirtúa en ningún momento las reglas de la experiencia aplicadas a la sabiduría militar,  donde con o sin su intervención los resultados serían los mismos.

Respecto del procesado GUILLERMO PACHECO ANZOLA, quien no hizo parte de la Misión  Táctica MARFIL,  ha de decirse que también le es exigible responsabilidad en grado de cómplice respecto de estos dobles delitos HOMICIDIO AGRAVADO y DESAPARICION FORZADA AGRAVADA pues su comportamiento también se adecua, como se citó anteriormente y su participación consistió en asegurar la legalidad de estas conductas delictivas, como  presentando a un amigo y conocido desde tiempo atrás como informante, que para este caso era falso, a fin de sustentar un pago de recompensa que nunca existió y así legalizar las muertes de PESCA OLAYA y GARZON PAEZ. Lógico es que para realizar estos actos  necesariamente tenía que  ser conocedor de la materialidad de estos dos (02) ilícitos y colaboró con el fin de procurar adecuar los procedimientos militares para salir avantes en las investigaciones administrativas u otras investigaciones que pudieren generarse en su contra. 

Se permite el Despacho acoger pronunciamientos que hacen referencia al tema de la complicidad y es así como lo define ROXIN: se concibe como complicidad “el incremento del riesgo jurídicamente desaprobado, causal para el resultado típico”, terminando por concluir que es cómplice quien “posibilita, facilita, intensifica, o asegura el hecho mediante su contribución” (Claus Roxin, Dogmática penal y política criminal. Lima, Idemsa, 1998, T: Manuel Abanto Vásquez, páginas 403 y 420/1). Tengamos de presente que los  cuatro (04) soldados, frente al delito de DESAPARICIÓN FORZADA, si bien es cierto no participaron en el inició de esta conducta como anteriormente se dijo, si  conocieron de  los hechos posteriores estructurantes del ilícito, facilitando su consumación, la cual finalizó cinco (05) meses después, cuando al fin fueron objeto de identificación los cuerpos abatidos en la vereda El Brasil, es decir el delito de DESAPARICION FORZADA  viene a terminar cinco (05) meses después y en dicho lapso estos soldados tuvieron conocimiento y realizaron actos donde aún estaba latente el delito de DESAPARICION FORZADA.  

Ahora,  de la responsabilidad en estos dos (02) delitos endilgables también al T.C. WILSON JAVIER CASTRO PINTO y al T. EDUARD ANTONIO VILLANI REALPE, se tiene  primeramente como hecho estipulado, que la misión táctica MARFIL fue expedida por el comandante del Batallón Rafael Reyes para la época, el  T.C. WILSON JAVIER CASTRO PINTO, por medio de una orden verbal de operaciones que en su misma emisión y  planeamiento enfrenta flagrantes irregularidades que van en contravía de la doctrina militar, y el deber ser de la Institución Militar.  

En este aspecto, en juicio declararon dos (02) altos mandos militares que fueron coherentes en estas conclusiones, especialmente el Coronel CARLOS EDUARDO MORA GOMEZ, Jefe del Estado Mayor,   quien fue enfático en señalar  que los procedimientos militares cuentan con estricta regulación, mediante el cumplimiento de estrictas disposiciones que según la experiencia, les permite calcular  el riesgo para minimizarlo y así procurar un éxito militar. Cumplimiento de la Doctrina cuya  supervigilancia le  corresponde al Comandante del Batallón, respecto de quien, como lo refiere expresamente el testigo, el apego a dichos procedimientos es lo que lo único exime de responsabilidad tanto en resultados operacionales como manejo administrativo. Advierte este testigo enfáticamente que el comandante de Batallón debe revisar todo lo acontecido en el Batallón  y tiene responsabilidades de supervisión aunque existan tentáculos de  control en cabeza del ejecutivo.

Respecto del procedimiento militar,  expone el Mayor General SUAREZ BUSTAMANTE, inspector General de las Fuerzas Armadas, que si bien su intervención era con fines de investigación administrativa y de servicio, señala claramente todas las irregularidades encontradas en la Misión Táctica MARFIL, específicamente esta misión. Como que no es normal que documentos oficiales de inteligencia estén en un computador personal portátil  y no se tenga acceso a ellos como aquí aconteció. Que no es correcto  que quien haga parte de la inteligencia, haga parte también de la ejecución de esas operaciones como es el caso de NIAMPIRA. Que  no es cierta de la existencia del GRULOC 2 como un grupo especial, pues no aparece en el orden del día, ni cuenta con reportes de horario de instrucción o entrenamiento especial.  Que no se dispuso  en la organización de la tropa  los grupos de apoyo y  de reserva y que no es lógico o  factible la existencia de las coordenadas dos (02) días antes de los hechos   y que  correspondan al lugar exacto de ubicación de los muertos abatidos; que el personal dispuesto en la orden de operaciones para el desplazamiento no es el que ejecuta la operación. Advierte además que ante una sorpresa no se admite dar la voz de proclama como aquí se ha dicho que existió; concluye que quien toma las decisiones de todo es el comandante del Batallón asumiendo las  consecuencias de las mismas.     

Aquí es  donde se sustenta la responsabilidad del T. C. en los actos de desaparición y muerte de las víctimas, sin ser de recibo las tesis sobre el principio de confianza. En este punto a dicho la Corte: “La determinación de la efectividad del principio de confianza en un ámbito de interrelación está guiada por la apreciación racional de las pautas que la experiencia brinda o de las concretas condiciones en que se desenvuelve la actividad u organización determinada, porque son elementos que posibilitan señalar si esa persona, al satisfacer las reglas de comportamiento que de ella se esperan, está habilitada para confiar en que el dolo o la culpa de los demás que interactúan en el tráfico jurídico, no la van a afectar” (negrillas fuera del texto C.S.J. rad. 17765, sentencia del 17 septiembre de 2003). El Teniente Coronel no cumplió a cabalidad, en su deber ser, el procedimiento militar de toma de decisiones, al no cumplir con sus funciones de control y supervigilancia y por lo tanto, está llamado a responder penalmente, en calidad de coautor, por los dobles delitos de HOMICIDIO AGRAVADO y DESAPARICION FORZADA AGRAVADA. 

Así mismo, e iguales precepto anteriormente señalados, son aplicables al   T. EDUARD ANTONIO VILLANI REALPE, quien para la época de los acontecimientos ejerce las funciones de jefe de la Sección Segunda, esto es, de la Sección  de Inteligencia de dicho Batallón, y quien tenía  sus manos dirigir la recolección de información y su procesamiento, para obtener inteligencia que determine válidamente operaciones militares,  Inteligencia que en el presente asunto brilló por su ausencia pues la misión táctica MARFIL se sustentó, tal y como lo expresó directamente NIAMPIRA BENAVIDEZ, en una información telefónica sostenida, según él, con un anónimo. 

Dentro de sus funciones, en ejercicio del cargo militar ejercido por el T. VILLANI REALPE, según como lo expusiera el testigo experto Coronel MORA GOMEZ, se encontraba la referida a la consolidación del ciclo de inteligencia, cuyos resultados son los insumos que se tienen para emitir un anexo de inteligencia. En este punto concreto, ha de decirse que no existe prueba que determine la realización de un procedimiento serio tendiente a la consolidación  de una inteligencia de combate. No existe constancia de la realización de un plan de búsqueda, del análisis de sus resultados y su calificación según su   exactitud y probabilidad. 

Respecto de la calificación de la información suministrada por un anónimo vía telefónica, el propio  NIAMPIRA BENAVIDEZ, receptor primario de la misma, argumenta haberla catalogado como información 1 A y posteriormente, según solamente por  el dicho de T.C. CASTRO PINTO, como C3, pero a fin de cuentas, no se pudo determinar a ciencia cierta qué clase de información fue la brindada, si era la supuesta comisión de un secuestro, una extorsión, unos hurtos, o si se trataba de personal dedicado  al contrabando o al narcotráfico. Ni el propio NIAMPIRA BENAVIDEZ tiene exactitud acerca de la identidad y oficios de las personas que participaron en el suministro de una información incierta, que no ameritaba ni siquiera constatar algún hecho que tuviese el rango de ir en contra de nuestra ordenamiento y que pusiere en peligro la soberanía del Estado, pues nada se tiene acerca de la identificación de quien  él cita como PIÑA, ni de la persona quien en su dicho, venía a entregarle a las víctimas. No pudo establecer la identidad de ninguna de estas personas.

Aunado lo precedente, a que la persona a la cual se le atribuyó calidad de informante en este asunto según el acta No. 014, WILSON PEDRAZA GONZALEZ, fue conteste en expresar que nunca brindo información al respecto a ningún miembro del Ejercito Nacional, junto con otras especificaciones que más adelante se señalarán.

Inconsistencias que el  T. VILLANI RELAPE no tuvo en cuenta al no determinar ni dirigir un ciclo de inteligencia sustentado y motivado, pues lo único que evidencia la labor en este aspecto, son coordenadas  que de manera fantasmal las dieron a conocer y que con extrañeza determinan con pasmosa exactitud el sitio de muerte posterior de PESCA y GARZON.

En conclusión no hay la menor duda de todas las diligencias posteriores a los hechos que se efectuaron por parte de los militares, como lo señala el mismo T.C. CASTRO PINTO a viva voz en este juicio, cuando comenta que la orden de operaciones fue firmada frente al CTI, en el momento en que fueron a recoger a los investigadores para las respectivas diligencias de inspección a cadáveres porque, según él, sin ella no se podrían realizar las diligencias de levantamiento. Esta actitud, lo único que denota, es la actitud militar posterior de legalización a toda costa, de las muertes en cita, pues recordemos, lo que allí se señaló, no fue la motivación, la forma para emitir la Misión Táctica MARFIL.

En cuanto a las inconsistencias del ciclo de  inteligencia, ha de tenerse por establecido que  no existió para los militares tampoco certeza respecto del poder relativo de combate del enemigo a enfrentar en la misión táctica MARFIL, pues unas veces se habló de tres (03), cuatro (04) y cinco (05) delincuentes. Así mismo, no se tiene constancia de los boletines diarios de inteligencia que debe entregar el comandante del S2, en este caso,  el T. VILLANI REALPE, al comandante del Batallón, T.C. CASTRO PINTO, para informar los sucesos acontecidos cada veinticuatro (24) horas, teniendo solamente en referencia a este punto dos (02) fotocopias, las correspondientes a los Nos. 011 y 012, las cuales no se encuentran firmadas siquiera por quien las pone de presente y donde extrañamente, se tiene que para el cuatro (04) de marzo de dos mil ocho (2008), los efectivos del ejército conocían coordenadas exactas de la ubicación de su enemigo y en donde, con sorpresiva coincidencia, terminaron PESCA OLAYA y GARZON PAEZ,  “abatidos en combate” en la madrugada del día siguiente. (Evidencia No. 46)

Frente a esta situación, si la misma orden de operaciones, que es la luz de la misión táctica, tal y como lo explicara el testigo experto, no existía con sus mínimas formalidades al momento en que hubo el supuesto despliegue militar en el vereda El Brasil, lo mismo ha de esperarse de los pocos documentos que pueden sustentar la existencia del ciclo de inteligencia para este caso concreto, como lo son los exclusivos dos (02) boletines diarios de inteligencia, los Nos. 011 y 012 ya referidos, dejando en claro este Despacho que dichos documentos presentan además de las falencias ya anotadas, ciertas características que permiten catalogarlos como apócrifos, entre ellas, la exactitud de su texto final y la sorprendente similitud grafológica de la firma que se atribuye en ellos al T.C. CASTRO PINTO, eso se puede ver haciendo la comparación, como en efecto se hizo en el presente juicio.

Respecto de la actuación como jefe del S2 de T. VILLANI REALPE, se cuenta además con el testimonio de un exsoldado DIEGO ALEJANDRO GUARIN ZAPATA que trabajó en dicha dependencia bajo el mando de este Teniente, donde manifestó  que los soldados eran obligados a presentar resultados operacionales, especialmente le solicitaron dar muerte a una sujeto llamado CRISTHOFER y como este se rehusó a cumplir la orden, prefirió retirarse de la Institución. 

Que respecto de los hechos aquí tratados, dice que por intermedio de JUAN CARLOS ALVAREZ se enteró que se hizo una reunión donde participo el T. VILLANI REALPE,  y en donde se habló de las dos (02) victimas que fueron traídos de Bogotá, recibiéndolos el Ejercito en Puerto Boyacá, para darlos de baja.  Agrega este testigo que después él  fue señalado como integrante de las FARC, después de que se hizo unas denuncias contra VILLANI, apareciendo en panfleto como uno de los hombres más buscados de la zona por lo que ante semejante irregularidad decidió entregarse voluntariamente a las autoridades, con las cuales colabora. 

Indica este Despacho que ha de interpretar su testimonio como testigo de referencia, dejando constancia que no obró en ningún momento impugnación de su credibilidad y por lo tanto, es procedente  dar aplicabilidad a lo señalado en el Art. 441 del C. P. P. que reza “podrá cuestionarse  la credibilidad de la prueba de referencia  por cualquier medio probatorio, en los mismos términos que la prueba testimonial.

Lo anterior no obsta para que la prueba de referencia, en lo pertinente, se regule en su admisibilidad y apreciación por las reglas generales de la prueba y en especial por las relacionadas  con el testimonio y lo documental”.  

En conjunto, observando el material probatorio que da lugar a la misión táctica MARFIL se infiriere con certeza que existe  responsabilidad penal plena al T.C. WILSON JAVIER CASTRO PINTO y EDUARD ANTONIO VILLANI REALPE , pues esta operación ab initio, buscaba fines contrarios a los valores, principios o derechos consagrados en la carta, esto es, salvaguardar la vida, honra y bienes de los ciudadanos colombianos, considerando este Despacho su actuación como omisión impropia   de los deberes que cada uno debía desempeñar según el cargo ejercido en el Batallón Rafael Reyes Prieto, omisión que guarda una identidad estructural  con una conducta ilícita que violó en forma grave los derechos fundamentales a la vida de DANIEL ANDRES PESCA OLAYA y EDUARDO GARZON PAEZ, siendo imputables a estos mandos el resultado lesivo por la posición de garantes que desplegaban, derivadas de los riesgos que debían  controlar o en los bienes jurídicos que debían proteger, pero se obro de manera contraria. En conjunto, la prueba  nos da la verdad  procesal  que conlleva a determinar que lo que se quería era positivos en operaciones militares, por lo tanto esto lleva  a declarar también la responsabilidad de CASTRO PINTO y VILLANI REALPE en estos dos ilícitos.

En cuanto a la posición de garante, resalta el Despacho un aparte de la decisión tomada por la Corte Constitucional, sentencia C-536 de 1995, M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa, donde fue objeto de debate la calificación de las omisiones de la fuerza pública como actos o no, fuera del servicio:

“Desde luego, la Corte Constitucional considera que la omisión imputable es de competencia de la justicia ordinaria, porque cuando se tiene posición de garante, las omisiones que permitan, faciliten u ocasionen  (sea a título de autoría o complicidad, delito tentado o consumado, doloso o culposo) la violación de derechos humanos o del derecho internacional humanitario, son comportamientos  que no tienen relación con el servicio…

En efecto, si los dos miembros de la Fuerza Pública tenían una posición de garante, que los obligaba a proteger la población, al imputárseles por omisión (comisión por omisión) las graves violaciones a los derechos humanos, es claro que se trata de un comportamiento que no tiene relación con el servicio”.

La posición de garante  puede ser originada  desde el momento mismo que se tienen la tarea de supervigilancia y control de los actos, analizando desde luego todos los riesgos y en este sentido en la misma decisión se señaló… “Si la omisión equivale a la realización activa de una conducta que vulnera los derechos humanos, se imputa la violación de un derecho fundamental y por ende no tiene ninguna relación con el servicio. Esta equivalencia se presenta, cuando el miembro de la fuerza pública tiene una posición de garante originada en los riesgos que debe controlar (garante de vigilancia o de custodia) o en los bienes jurídicos que debe proteger (garante de protección).”
Como quiera que los actos desplegados por los aquí sentenciados fueron actos  que no tenían ninguna relación con alguna misión constitucional  que le es dada a los militares,  no da cabida para hacer el análisis de delitos de omisión propia. 

Ahora, en lo que respecta a la responsabilidad atribuida a T. EDUARD ANTONIO VILLANI REALPE, JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ y GUILLERMO PACHECO ANZOLA por la conducta punible de FALSEDAD IDEOLÓGICA EN DOCUMENTO PUBLICO, ha de decirse, en primer lugar, que el T. VILLANI REALPE  plasmo su firma en el acta No. 014, como testigo de un pago de una recompensa que nunca aconteció, y fue tanto el afán de legalizar estos actos que si se observa el acta además de ser falaz, no es concordante el objetivo con su motivación, pues se tiene que el supuesto pago a WILSON PEDRAZA GONZALEZ resulta proceder de “una suma acordada en el desarrollo de la operación SOBERANÍA ” y no Misión Táctica MARFIL.   Y como bien pudo afirmarlo en juicio PEDRAZA GONZALEZ no obtuvo del Batallón Rafael Reyes pago alguno  como producto de información que él haya podido suministrar, por ello nunca existió una suma acordada. Soporta lo anterior, así mismo, el contenido de los informes de situación de tropa –INSITOP- de fechas cuatro (04), cinco (05) y seis (06) de marzo de dos mil ocho (2008), donde se reporta que la operación SOBERANIA estaba siendo ejercida por otros grupos de combate distintos al GRULOC 2, luego en supuesto se le pagó entonces por una misión táctica que no era MARFIL.

Deja en claro el Despacho, que el hecho de que no hubo ninguna suma de dinero acordada para el suministro de la información, cuenta con soporte además de lo que pudo señalar S.V.  NIAMPIRA BENAVIDEZ, cuando dijo que solamente había buscado a PEDRAZA GONZALEZ para verificar una información suministrada por el anónimo del celular. Por lo tanto, el Despacho tiene en claro que no aconteció ni lo dicho por NIAMPIRA ni lo plasmado en el acta. Ninguna mentira puede salvar el contenido de un acta que desborda los límites de la falsedad y donde  surge la responsabilidad del T. VILLANI REALPE, al no ser siquiera tachada de falsa su rúbrica en dicho documento, figurando como testigo de un hecho mentiroso. 

El S.V. NIAMPIRA BENAVIDEZ y soldado PACHECO ANZOLA, su conducta tendiente a la búsqueda del falso informante, WILSON PEDRAZA y la concreción de su falsa calidad, permiten atribuirles también participación como coautores de este ilícito, pues el testigo señalo claramente que el soldado PACHECO ANZOLA lo busco para pedirle el  favor de plasmar su firma en el acta toda vez que el verdadero informante, a quien ya se le había pagado el dinero, no podía suscribirla, recibiendo a cambio por el favor, la suma de veinte mil pesos ($20.000), siendo posteriormente y en varias ocasiones abordado por los militares, entre ellos S.V. NIAMPIRA, con el fin  de exponer y mantenerse en una historia inventada que motivara el suministro de la supuesta información, recibiendo por ello la suma de cien mil pesos ($100.000). Mentira que finiquitó en el presente juicio, al salir al descubierto una verdad que cuenta con soporte frente a las múltiples y exclusivas irregularidades presentes en la estructuración y desarrollo de la misión táctica MARFIL. 

Se deja en claro que si bien esto dos últimos militares no firmaron el acta,  si participaron activamente en su estructuración, a sabiendas de la mentira que allí se enmarcaba y que dicho documento se erigiría como prueba  frente a las investigaciones que ya se avizoraban. Conocían de la ilicitud de su actuar y con voluntad, decidieron participar en la estructuración del documento, fueron participes en  el acontecer histórico y su fuente, por lo tanto, están llamados a responder penalmente. 

En esta consideración, resulta conveniente resaltar el siguiente señalamiento jurisprudencial que determina la configuración del ilícito en cuestión: C. S. de J., sentencia del 16 de Marzo de 2010, Rad. 34718 M. P.: Dr. Julio Enrique Socha Salamanca: 

“… la naturaleza pública del documento no  está supeditada al destino del mismo o a los fines privados o de interés general que tenga,  lo determinante es su fuente,  esto es,  que su formación o creación provengan del ejercicio de las funciones oficiales, y como por mandato constitucional  no puede haber empleo público sin atribuciones determinadas  en la ley…” (Negrilla fuera de texto). 

Es decir  que en esta clase de  documentos  se está jurídicamente obligado a ser veraz en virtud  de la función certificadora  de autenticidad y veracidad que el Estado ha confiado, en este evento, a la Institución Militar, para cancelar recompensas con fundamento en las políticas de seguridad ciudadana. Aquí  NIAMPIRA BENAVIDES en ejercicio de sus funciones como integrante del S2  era  quien aportaba la información exacta y mentirosa para la elaboración del documento y PACHECO ANZOLA participo en la búsqueda del  firmante falso y el T. VILLANI  quien además era el encargado de la vigilancia de un informe de inteligencia, firmo como testigo. La configuración de este delito conexo por acción con el fin de ocultar la violación grave de los derechos humanos, es lo que les hace exigible responsabilidad en grado de coautores del ilícito de FALSEDAD IDEOLÓGICA EN DOCUMENTO PÚBLICO.  

Respecto de la responsabilidad por el delito de PECULADO POR APROPIACION, solicitándose condena  en calidad de coautores para T.C. WILSON JAVIER CASTRO PINTO,  T. EDUARD ANTONIO VILLANI REALPE, S. JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ y  soldado GUILLERMO PACHECO ANZOLA, ha de decirse que efectivamente  son sentenciados en este reato y como coautores en su forma de participación, pues teniendo de presente la falsedad ideológica del acta No. 014, debe tenerse de  presente, que el propio NIAMPIRA BENAVIDEZ,  señala que fue él directamente quien realizó la entrega del dinero como concepto de recompensa a PEDRAZA GONZALEZ, lo cual no se tiene probado en este proceso pues este testigo afirmó no haber recibido en su favor ese concepto como reiteradamente lo ha dicho este Despacho. GUILLERMO PACHECO ANZOLA, fue  quien le solicitó el favor a PEDRAZA de firmar dicho documento,  con el fin de legalizar actos militares,  a sabiendas que el pago no se suscitaría a su favor, por lo tanto, era conocedor, del destino de que se le daría a la cantidad que se pretendía legalizar con la firma del acta, sin que en su favor se pueda alegar ignorancia o desconocimiento de lo que se pretendía realizar, pues este procesado como soldado profesional, adscrito a la sección segunda y compañero de funciones con  el S.V. NIAMPIRA BENAVIDEZ,  tenía contacto continuo con informantes y cooperantes, y por lo tanto, era conocedor de los trámites de pago de recompensa.

Ahora, atribuida la responsabilidad al T.  EDUARD ANTONIO VILLANI REALPE  por la falsa constancia que como testigo da de la entrega del dinero a PEDRAZA GONZALEZ, se tiene que entre sus funciones, como jefe de la sección segunda, tal y como lo informa el testigo experto C. CARLOS EDUARDO MORA GOMEZ, está la de coordinar, por intermedio de la subsección administrativa, el pago de dinero por información brindada, como jefe, debe estar a cargo de todo este manejo, aunado a la experiencia que le imprimen sus capacitaciones e instrucción como oficial del Ejército Nacional, es conocer entonces de que con dicho pago se afecta el erario público y bajo su coordinación, es que se suscitan estos trámites de pago. Además, como quiera que falsamente da fe de un pago nunca acontecido, sobre sus hombros pesa también el destino verdadero de dicho dinero. 

El T.C. CASTRO PINTO, como comandante del Batallón, detenta la responsabilidad institucional y el deber de supervigilar los tramites y funciones a desempeñar por parte de todo el personal a su cargo como ya se dijo anteriormente. En este punto concreto, si bien el pago de recompensas por información suministrada es de manejo administrativo y que la persona encargada de estas labores es el Ejecutivo y Segundo Comandante del Batallón, quien firma la cuenta, al Comandante del Batallón como tal, le asisten deberes de supervisión de su labor. Así lo deja  expresamente plasmado el testigo experto C. CARLOS EDUARDO MORA GOMEZ, quien claramente en juicio ilustra entre otros, este importante aspecto, siendo válido también en este referente de responsabilidad, poner en relevancia su posición de garante de los actos de sus subordinados. Por lo tanto por su acción omisiva le es exigible responsabilidad en este reato atentatorio de la administración pública, por sus calidad de garante de la legalidad y pulcritud de la actuación militar.

Así mismo,  existe constancia, emanada por la Quinta Brigada del Ejército Nacional, del rubro presupuestal afectado con dicho pago, esto es, el dinero salió efectivamente de las arcas del Estado, permitiendo concluir este Estrado, con fundamento en el análisis sistemático de todo el material probatorio, que dicho dinero terminó en las manos de estos militares, sin que resulte esta afirmación traída de los cabellos teniendo de presente que se trata de una suma irrisoria  fácilmente convertible en plata de bolsillo, imposible de determinar con un incremento en el patrimonio de quienes hoy se declaran responsables de su apropiación. Por lo tanto la prueba fiscal de los ingresos y patrimonio de los procesados que echa de menos la Representante de victimas del Ministerio de Defensa, no se hace necesaria para determinar la configuración del ilícito, en este caso concreto, se repite, por tratarse de una poca cantidad de dinero cuyo seguimiento resulta imposible.

Así mismo, y respecto de este llamado de responsabilidad, tampoco es de recibo ninguna exculpación en base al principio de confianza para estos dos últimos procesados referenciados, T.C. CASTRO PINTO y  T. VILLANI REALPE, por las mismas razones argumentadas para pregonar su responsabilidad por los  demás ilícitos. 

Para fortalecer esta responsabilidad solo basta tener de presente lo señalado por nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia   en  decisión proferida al radicado No.16569 M. P. Marina Pulido de Barón  al hacer referencia  sobre la disponibilidad respecto de los bienes públicos y autoría lo siguiente “ …Cuando en el proceso de ejecución de conductas punibles  contra la administración pública como la que aquí se trata, exige una serie de comportamientos todos destinados a la apropiación de dineros públicos, no es menester que la persona vinculada institucionalmente realice todas las acciones que supone  la ejecución del delito, sino que basta, para ser autor, poner al servicio del presupuesto factico  la vinculación institucional y la disponibilidad jurídica sobre el bien, independientemente del aporte material  en el proceso de consumación”  Con fundamento  en lo antes señalado y lo dicho anteriormente  no cabe la menor duda de que deben responder en calidad de coautores también por este  ilícito a los antes mencionados. 

Reconoce este Despacho, como bien lo afirma el Dr. JEAN CARLO MEJIA AZUERO,  director de la defensoría militar   que “defender militares es un apostolado siendo necesario implementar una JPM dentro de un contexto de un país en guerra”, tenemos que en este asunto, si bien son importantes las apreciaciones de la Defensa, no tuvieron el peso suficiente para desvirtuar las pruebas de cargo, más aún cuando del material probatorio recaudado para esta parte procesal, no se hizo mayor alusión, valoración y apreciación si no que, al final, se orientó la estrategia defensiva, en primer lugar, a  sentar la duda respecto de lo acontecido la madrugada del cinco (05) de marzo de dos mil ocho (2008) en la vereda El Brasil del municipio de Cimitarra, no quedándole otra salida ante lo contundente de las pruebas de cargo, eso sí advirtiendo que el togado ejerció a cabalidad,  con respeto y legalidad la Defensa, se señala esto, no por darle privilegios al señor Defensor, es por cuanto desde un comienzo tanto por ministerio Público como representantes de victimas  en unas oportunidades, advertían que la Defensa no podría ejercerse de pronto de manera íntegra o que surgieran interés adversos entre los procesados, a lo cual el Despacho estuvo atento a los requerimientos tanto a los procesados como al mismo Defensor donde reiteradamente no advirtieron nada y su deseo y voluntad fue dejar incólume tal representación, que hoy no se advierte ninguna violación a derechos de los procesados. 

Retomado que la estrategia de la defensa fue  la duda favorable para sus procesados, en este punto vale resaltar la siguiente cita jurisprudencial: “la convicción sobre la responsabilidad del procesado ‘más allá de toda duda’, corresponde a un estadio del conocimiento propio de la certeza racional
 y, por tanto, relativa, dado que la certeza absoluta resulta imposible desde la perspectiva de la gnoseología en el ámbito de las humanidades e inclusive en la relación sujeto que aprehende y objeto aprehendido, de modo que sólo cuando no se arriba a dicha certeza relativa de índole racional ante la presencia de dudas sobre la materialidad y existencia del delito investigado o sobre la responsabilidad del acusado, siempre que, en todo caso, dichas dudas tengan entidad y suficiencia como para crear incertidumbre sobre tales aspectos que tienen que ser debidamente acreditados con medios de prueba reales y posibles en cada caso concreto, no con elementos de convicción ideales o imposibles, ahí, en tal momento, es posible acudir a la aplicación del principio in dubio pro reo, esto es, resolver la vacilación probatoria en punto de la demostración de la verdad, a favor del acusado”
 (subrayas fuera de texto).

Dentro de esta actuación ese mandato constitucional de la duda aplicada a favor del procesado no surgió, pues señalando globalmente lo demostrado en juicio que permite llegar a este Despacho a  la plena certeza mas allá de toda duda razonable es que con los testimonios de KELLY JHOANA RUIZ ALFONSO, ANA DELIA PAEZ MUÑOZ y LUZ ANGELA GARZON PAEZ, se dejo en claro que los occisos estaban radicados  en la ciudad de Bogotá, no tenían ninguna relación ni familiar ni laboral con la municipalidad de Cimitarra; que el día antes de sus muerte se encontraban en sus lugares de domicilio, que efectivamente el teléfono de uno de los occisos: EDUARDO  GARZON PAEZ  era  el 3112707330, coadyuvada  esa información con la prueba del análisis LINK y la relación de llamadas que comenzaron desde la ciudad de Bogotá con conexión con Cimitarra y culminando en esta última  municipalidad, dejando en claro que en el enlace de esa llamadas están los teléfonos de los militares procesados  NIAMPIRA BENAVIDES,  NELSON OSPINA TABARES y  JUAN CARLOS ALVAREZ y el teléfono  3142841781  sin que se pudiera establecer el nombre de su usuario, quien a todas luces se tiene como el  reclutador. 

Además quedo claro que los occisos no  hacían  parte de las BACRIM ni que fueren a cometer alguna clase de ilícito, pues la defensa  invirtió gran parte de su estrategia defensiva en señalar la difícil situación de orden público que se realiza  en Cimitarra, Santander y por lealtad procesal el Despacho señaló que algunos se los  sucesos  cometidos, fueron conocidos por este Despacho mediante la emisión de sendas sentencias, pero nunca tuvo ninguna relación con que los autores fueren de otras partes y que llegaren a este municipio a cometer ilícitos. 

Ya con los testigos tanto investigadores como expertos, se dejó en claro que los cuerpos de los occisos no reflejaban características propias de los vinculados  a grupos emergentes, pues eran cuerpos bien cuidados y si observamos el álbum fotográfico no queda duda de ello. Respecto de sus ropas no existe explicación diferente a que se quiso  uniformarlos  con prendas de uso privativo, pues cual razón lógica para que portaran debajo de las guerreras, prendas civiles, contando con la  calidez del clima, y además se pregunta el Despacho como se preguntó la Representante de víctimas: ¿para qué, un uniforme en una zona que no se conoce para realizar un secuestro o actividades de narcotráfico, o  actividades de contrabando,  o realizar hurtos  o  extorsiones? No hay razón ni lógica. A pesar de que con  posterioridad a los hechos los militares se enfocaron en señalar que era un posible secuestro lo que se pretendía ejecutar por parte de PESCA OLAYA y GARZON PAEZ, y para ello armaron el estratagema con  WILSON PEDRAZA GONZALEZ, donde existieron reuniones para enseñarle la versión a rendir, reunión que se hizo en la casa del suegro del militar NELSON OSPINA, con acompañamiento  hasta la Vereda  El Brasil para ubicarlo  en la finca de GUILLERMO DIAZ, donde supuestamente trabajaba y así poder decir que  conocía de posibles hechos delictivos que se iba a cometer en la zona, aunado lo anterior a que  las armas halladas supuestamente a los occisos, ha de decirse que  eran inútiles donde lógico esta que no podían tener residuos de disparo precisamente por ser inservibles y es que ni siquiera aparecen en el sistema de control y comercio de armas.

En lo que respecta a la escena de los hechos  debemos decir que precisamente fue entregada por el Sargento NIAMPIRA BENAVIDES  quien era el encargado de la operación,  no debiendo serlo, pues hizo parte de la inteligencia, observando este Despacho que sin razón alguna para el día de los hechos fue desplazado como comandante del GRULOC 2 el Teniente MENDEZ TORO, quien fungía a cargo de dicho grupo en desarrollo de la Operación Furia en el Municipio de Landazuri el día previamente anterior y quien para esa fecha se encontraba en disponibilidad absoluta para comandar su equipo de combate, tal y como se desprende de los INSITOP ingresados como prueba. Luego cuál  razón para que se desplazara al T. MENDEZ TORO y asumiera de manera sorpresiva NIAMPIRA BENAVIDEZ? No es otra que la de legalizar actos irregulares.

Así mismo, si visualizamos  los dos (02) radiogramas de resultados operacionales  referidos en la misión táctica MARFIL, ambos están señalados con la misma hora cinco y veinte de la mañana (5:20 A.M.), en el primero según serial del computador No. 242 donde se relacionan los dos (02) occisos con dos (02) armas y el segundo No. 243  que tiene la misma hora, es decir, las cinco y veinte de la mañana (5:20 am) están relacionados los dos (02) occisos, dos (02) pistolas con plena identificación, once (11) cartuchos 9 mm, dos (02) proveedores y una (01) granada de mano M26. Al observar  estos dos (02) documentos tenemos  que el numero consecutivo fue tachado y puesto a mano para señalar los numerales 0443 para el primer documento  y para el segundo el 0446 luego no es consecutivo para decir que ya señalados los elementos con la misma hora, se les olvidó fue cambiar la hora era ya porque el CTI había dado reporte de los elementos hallados, pero es que esto no fue así, los elementos los conocieron antes de que el CTI llegara al lugar de los hechos y luego esa tachadura y modificación a mano denota que quisieron aquí fue señalar algo que no aconteció, pues recordemos y se resalta que CTI llegó a aproximadamente a las nueve de la mañana (9:00 am) y sin embargo los militares conocían los elementos hallados desde las cinco y veinte de la mañana (5:20 am), ahora estos radiogramas aparecen firmados uno por el Mayor MATAMOROS DUARTE y el otro por el T.C. CASTRO PINTO  desconociéndose las razones el por qué uno y otro firman teniendo la misma hora.     

Siguiendo con las advertencias del por qué se sentencian estos militares,  tenemos que además de  las irregulares precedentes a la ejecución de la misión Táctica MARFIL, se tiene un reporte elevado de la munición gastada por parte del Ejercito, sin que exista evidencia de ello en el lugar de los hechos. Así mismo causa extrañeza la presencia en dicho listado de dos (02) soldados que no formaron parte de la ejecución de dicha operación, y sin que figuren como partícipes efectivos los procesados PUENTES GUAPACHA y OLIVEROS TABARES.  Para el efecto valga resaltar que se tuvo por estipulada la intervención de estos en la ejecución de dicha misión, no siendo concordante con dicho documento. Teniendo de presente igualmente que el carro que transporta dicha tropa, salió como fantasma del Batallón al no existir registro de esto en los libros de minuta de guardia y salida de vehículos. 

Siguiendo, contamos con los conceptos emitidos en juicio por la testigo  Dra. AMPARO ARIAS FRANCO  analista en comportamiento criminal , ha de tenerlos este Despacho como ciertos  en los puntos referidos a  la ineptitud de la zona de los hechos para realizar actividades delictivas propias de un secuestro, la posición de cuerpos que infiere su movimiento post mortem,  la ausencia de evidencias provenientes de las lesiones y que son propias de una herida por proyectil de arma de fuego de alta velocidad,  la posición de las armas invertidas frente a los cuerpos, su inutilidad, la presencia de un cartucho no percutido en el lugar.  Todo lo anterior nos lleva a inferir la manipulación de la escena, como precedentemente se ha anotado, permitiendo concluir en reiteración que DANIEL ANDRES PESCA OLAYA y EDUARDO GARZON PAEZ no murieron como víctimas de un enfrentamiento armado con el Ejercito Nacional. 

De las pruebas de la Defensa no se tiene que de su análisis orienten a una apreciación diferente pues  desde ya debe  decirse que su teoría de  que la muerte  de las victimas pudo ser realizada por un tercero, eso no se probó; que  la tropa fue hostigada y engañada, tampoco se probó; y vemos que todos los documentos desde las misma estipulación probatoria si se determinó la participación en la Misión Táctica Marfil y como resultado operacional, si existieron  las ya conocidas victimas.

Hace claridad el Despacho que si bien es cierto la defensa dejo en claro  que la carga de la prueba le compete al ente investigador, hay que decir que este cumplió y sin embargo no  siendo pasiva la Defensa si  olvido dar aplicabilidad a lo llamado la carga dinámica de la prueba, aplicada también en el campo penal y es que  podía haber aportado pruebas  que cubriera los efectos que buscaba como es la absolución, pero esto no se hizo. Eso sí, manteniendo incólume su teoría del caso “no hay hijo feo, ni muerto malo”  y con el respeto de las víctimas, si los occisos hubiesen tenido conductas irregulares, en nada justifica ni aminora la responsabilidad que aquí se le reprocha a los militares.

A estas conclusiones de responsabilidad se llega en uso irrestricto de la sana crítica como valoración probatoria, del análisis en conjunto de todos los medios probatorios practicados en el  juicio oral y teniendo de presente, que en las condiciones temporo-espaciales en que acontecieron los hechos, no es factible tener un testigo directo de los mismos, aparte de las víctimas, de quienes ya no tenemos su voz y de los hoy comprometidos penalmente, quienes no están obligados a confesar. 

A pesar de que existió suficiente material probatorio testimonial y documental para endilgar la responsabilidad de los militares, también aquí hubo cabida a la prueba indiciaria, siendo válida para estas apreciaciones púes recordemos que el ultimo pronunciamiento del Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia 20145 de Abril 14 de 2011 defiere que frente a aprietos probatorios magnifica es la prueba indiciaria,  pronunciamiento que señaló “ Esta regla probatoria se aplica  a los denominados falsos positivos “ sin embargo el Despacho no hará mayor señalamiento porque considera que existe el suficiente material probatorio para sustentar este fallo condenatorio. 
Se concluyéndose entonces  que se profiere sentencia condenatoria contra de los aquí enjuiciado, personas imputables donde sus compartimientos no están amparados por causal alguna de eximente de responsabilidad contempladas en el artículo 32 del C.P. aunque algunos sentenciados podrían decir que obraban en cumplimiento de una orden militar o deber legal pero no se podrá reconocer esa obediencia debida cuando se trata de delitos como la desaparición forzada, conducta punible que aquí se configuró,  por lo que deben responder así: se  sentencia al T.C. WILSON JAVIER CASTRO PINTO, en calidad de coautor, de las conductas punibles de DOBLE HOMICIDIO AGRAVADO, DOBLE DESAPARICION FORZADA AGRAVADA y PECULADO POR APROPIACION; al T. EDUARD ANTONIO VILLANI REALPE y al S.V. JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ, , en calidad de coautores de los delitos de DOBLE HOMICIDIO AGRAVADO, DOBLE DESAPARICION FORZADA AGRAVADA, FALSEDAD IDEOLÓGICA EN DOCUMENTO PUBLICO y  PECULADO POR APROPIACION; al soldado profesional GUILLERMO PACHECHO ANZOLA, en calidad de cómplice de los delitos de DOBLE HOMICIDIO AGRAVADO, DOBLE DESAPARICION FORZADA AGRAVADA y como coautor de los delitos de FALSEDAD IDEOLÓGICA EN DOCUMENTO PUBLICO y  PECULADO POR APROPIACION; al soldado profesional JUAN CARLOS ALVAREZ, en calidad de coautor de los delitos de DOBLE HOMICIDIO AGRAVADO y DOBLE DESAPARICION FORZADA AGRAVADA; y los soldados profesionales NELSON OSPINA TABARES, BENANCIO PUENTES GUAPACHA, y GERMAN AUGUSTO OLIVEROS TABARES, en calidad de cómplices de los delitos de DOBLE HOMICIDIO AGRAVADO y DOBLE DESAPARICION FORZADA AGRAVADA. Es de advertir que si bien es cierto para algunos militares se solicitó condena como coautores y se falla en grado de participación como cómplices en algunos delitos, esta decisión en nada va en contravía del principio de la congruencia ya que fue lo demostrado en juicio y si es viable dictar un fallo de menor trascendencia a los hechos señalados en la acusación con mayor razón  es viable aminorar el grado de participación ya que les es más favorable y no tiene incidencia con lo señalado por el Art. 448 del C.P.P.   

VII- CALIFICACION JURIDICA.
Las conductas punibles atribuidas a los aquí sentenciados están tipificadas en el Estatuto Sustantivo Penal de la siguiente manera:

ART. 165 C.P. DESAPARICION FORZADA: conforme a la Ley 890 de 2004:  “El particular que someta a otra persona a privación de su libertad cualquiera que sea la forma, seguida de su ocultamiento y de la negativa a reconocer dicha privación o de dar información sobre su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley, incurrirá en prisión de trescientos  veinte (320) a quinientos cuarenta (540) meses, multa de mil trescientos treinta y tres punto treinta y tres (1.333.33) a cuatro mil quinientos (4.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes y en interdicción de derechos y funciones públicas de ciento sesenta (160) a trescientos sesenta (360) meses. 

A la misma pena quedará sometido, el servidor público, o el particular que actúe bajo la determinación o la aquiescencia de aquel, y realice la conducta descrita en el inciso anterior.” 

ART. 166 C.P. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACION PUNITIVA: conforme a la Ley 890 de 2004: “La pena prevista en el artículo anterior será de cuatrocientos ochenta (480) a setecientos veinte (720) meses de prisión, multa de dos mil seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis (2.666.66) a siete mil quinientos (7.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de doscientos cuarenta (240) a trescientos sesenta (360) meses, siempre que concurra alguna de las siguientes circunstancias:
1. Cuando la conducta se cometa por quien ejerza autoridad o jurisdicción.

… 6. Cuando se cometa utilizando bienes del Estado.”
ART. 103 C.P. HOMICIDIO: conforme a la Ley 890 de 2004. “El que matare a otro, incurrirá en prisión de doscientos ocho (208) a cuatrocientos cincuenta (450) meses.”

ART. 104 C.P. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN: conforme a la Ley 890 de 2004. “La pena será de cuatrocientos (400) a setecientos veinte (720) meses de prisión, si la conducta descrita en el artículo anterior se cometiere:

... 4. Por precio, promesa remuneratoria, ánimo de lucro o por otro motivo abyecto o fútil.

… 7. Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esta situación”. 

ART. 286 C.P. FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PÚBLICO: conforme a la Ley 890 de 2004. “El servidor público que en ejercicio de sus funciones, al extender documento público que pueda servir de prueba, consigne una falsedad o calle total o parcialmente la verdad, incurrirá en prisión de sesenta y cuatro (64) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de ochenta (80) a ciento ochenta (180) meses.” 

ART. 397 C.P.  PECULADO POR APROPIACION: conforme a la ley 890 de 2004. “El servidor público que se apropie en provecho suyo o de un tercero de bienes del Estado o de empresas o instituciones en que éste tenga parte o de bienes o fondos parafiscales, o de bienes de particulares cuya administración, tenencia o custodia se le haya confiado por razón o con ocasión de sus funciones, incurrirá en prisión…
INCISO TERCERO: “Si lo apropiado no supera un valor de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes la pena será de sesenta y cuatro (64) a ciento ochenta (180) meses e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas (por el mismo término) y multa equivalente al valor de lo apropiado.”

En atención a que algunos de los procesados fueron hallados responsables en calidad de cómplices en determinados delitos como se señaló anteriormente, se aplicara lo indicado en el artículo 30 del Estatuto Penal vigente, el cual señala sobre el asunto:

ART. 30 C.P. PARTICIPES. “Son participes el determinador y el cómplice.

“…Quien contribuya a la realización de la conducta antijurídica o preste una ayuda posterior, por concierto previo o concomitante a la misma, incurrirá en la pena prevista para la correspondiente infracción disminuida de una sexta parte a la mitad…”

Las anteriores conductas transgreden de manera flagrante los bienes jurídicos tutelados de la Vida y la Integridad Personal previsto en el Libro II, Título I; contra la Libertad Individual y otras garantías  contemplado en el Titulo III Capítulo I; contra la Fe Pública consagrado en el Libro II Titulo IX Capítulo Tercero y de la Administración Pública Libro II Titulo XV, Capitulo Primero del Código Penal.
VIII-DOSIFICACIÓN PUNITIVA.
Establecidas las normas sobre las cuales dosificaremos la pena, iniciaremos dicho procedimiento para establecer el monto punitivo que se le deberá imponer a cada sentenciado teniendo en cuenta el grado de responsabilidad por el cual se les condena, sea este en grado de COAUTOR o de COMPLICE en los delitos de HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo en las personas de DANIEL ANDRES PESCA OLAYA y EDUARDO PAEZ GARZON, en concurso heterogéneo con la conducta punible de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA en concurso homogéneo y a su vez en concurso heterogéneo con los delitos de PECULADO POR APROPIACION y FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO. 
Esta determinación de pena a imponer a los procesados, se efectuará observando los principios del ius puniendi que el Código Penal tiene previsto para ello, los cuales se basan en paradigmas como el respeto de la dignidad humana, así como la proporcionalidad de las penas, observando claramente su legalidad y dentro de ellas atendiendo los límites establecidos por el legislador. 

En primer lugar antes de entrar a imponer una pena debemos analizar lo contemplado en el artículo 59 y siguientes del C.P. haciéndose necesario establecer el quantum de la pena por delito individual de conformidad con el artículo 31 ibídem ya que nos encontramos frente a un concurso de conductas punibles, por lo que se hace indispensable dosificar previa e independientemente la pena que correspondería a cada uno de los ilícitos y para cada uno de los sentenciados como si se fueran a emitir sendas sentencias, como si hubiesen sido juzgados por separado y con este conocimiento concreto evitar la suma aritmética de las sanciones correspondientes a las conductas concurrentes, al momento de incrementar hasta en otro tanto la pena más grave, pasando por todo el procedimiento, esto es, formando el marco punitivo, determinando la pena a imponer según los criterios de la ponderación; dejando en claro como lo señala el Art. 31 del C.P. que en ningún caso la pena privativa de la libertad podrá exceder de cuarenta (40) años,  quantum modificado por la Ley 890 de 2004 que para el caso de concurso de conductas lo aumenta en sesenta (60) años. 

En ese orden de ideas y conforme al Art. 60 del C.P. determinaremos la pena individual que corresponde a cada delito que se le impone a los aquí sentenciados, advirtiendo desde ya que dentro de este asunto se  moverá el Despacho dentro del Cuarto Mínimo ya que existen circunstancias de menor punibilidad como es la carencia de antecedentes penales y si bien es cierto se visualizan circunstancias de mayor punibilidad estas  corresponden o hacen parte del  agravante del tipo penal, siendo prohibido hacer doble valoración  que resulta  desfavorable, y además, teniendo de presente que ninguna  fue específicamente señalada en la acusación, luego no es posible darle aplicabilidad a que se tenga en cuenta en cuarto máximo de punibilidad como lo solicita la Fiscalía.    Así  daremos aplicabilidad al Art. 61 del C.P., advirtiendo igualmente que no es posible partir de la pena mínima establecida en el cuarto mínimo en atención a la gravedad de las conductas. Considerando lo anterior, los cuartos quedarán  de la siguiente manera:

En primer lugar tenemos la conducta punible de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA, la cual, conforme al artículo 165 del Código Penal  señala una pena de prisión de cuatrocientos ochenta (480) meses a setecientos veinte (720) meses, multa de dos mil seiscientos sesenta y seis (2666.6) a siete mil quinientos (7500) s.m.l.m.v. y de inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas de doscientos cuarenta (240) meses a trescientos sesenta (360) meses, la que dividida en cuartos queda de la siguiente manera: 

	CUARTO MINIMO
	CUARTOS MEDIOS
	CUARTO MÁXIMO

	480 meses


	540 meses de prisión
	540 meses 1 día
	660 meses de prisión
	660 meses 1 día
	720 meses de prisión

	MULTA

	2.666.6 s.m.l.m.v.


	3.874.95

s.m.l.m.v.
	3.874.95 s.m.l.m.v.


	6.291.65

s.m.l.m.v.
	6.291.65

s.m.l.m.v.
	7.500 s.m.l.m.v.

	INHABILITACION

	240 meses
	270 meses
	270 meses 1 día
	330 meses
	330 meses 1 día
	360 meses


Se procede a imponer una pena por la comisión de este delito, de quinientos (500) meses de prisión para WILSON JAVIER CASTRO PINTO, EDUARDO ANTONIO VILLANI REALPE, JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDES y JUAN CARLOS ALVAREZ, quienes fueron declarados responsables a título de dolo como coautores de este injusto punible y por ser en concurso, toda vez que fueron dos (02)  las víctimas de la desaparición, se aumentará en un veinte por ciento (20%), es decir en cien (100) meses, por la segunda desaparición, por tanto, se impone por el concurso homogéneo de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA la pena de SEISCIENTOS (600) MESES DE PRISION.

Respecto de la multa se impone ésta en un monto de tres mil (3.000) s.m.l.m.v. y por ser en concurso se incrementa en la misma proporción de la pena, esto es, seiscientos  (600) s.m.l.m.v., por tanto la pena será de TRES MIL SEISCIENTOS (3.600) S.M.L.M.V.
Así mismo y en lo que atañe a la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas, se impondrá  en un monto doscientos cuarenta (240) meses y se le dará el mismo tratamiento de las anteriores sanciones, que corresponde a cuarenta y ocho (48) meses, por lo cual se impondrá una pena de DOSCIENTOS OCHENTA Y OCHO (288) MESES de INTERDICCIÓN. 

A la anterior determinación se desemboca, en observancia a que de manera predeterminada se logró el arribo de las victimas luego de que se trasladaran hasta el municipio de Cimitarra (S),  con el único fin de ser asesinados para posteriormente pretender ocultar la identidad de los occisos por un tiempo indeterminado, como quiera que se dificultó la posibilidad de identificarlos al ocultar la documentación que éstos portaban, situación que fue interrumpida por la acción de las autoridades y que dejó en evidencia el comportamiento desplegado por los aquí sentenciados.
Acto seguido se procede a extraer los ámbitos de punibilidad para el mismo delito de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA, correspondiente a los procesados que fueron hallados responsables en el grado de participación de COMPLICIDAD, por lo que se procede a dar aplicación a la rebaja contemplada en el artículo 30 de la Codificación Sustantiva Penal, el cual señala una disminución de la pena prevista para la correspondiente infracción disminuida de una sexta parte a la mitad, concordante con el Art. 60 No. 5 del C.P. Por tanto, los extremos punitivos se enmarcan en una pena mínima de doscientos cuarenta (240) meses y una máxima de seiscientos (600) meses de prisión, así como la multa que oscila entre los mil trescientos treinta y tres punto tres (1333.3) s.m.l.m.v. y seis mil doscientos cincuenta (6250) s.m.l.m.v., a su vez la de inhabilidad se encuadra entre un mínimo de ciento veinte (120)  y un máximo de trescientos (300) meses de prohibición para ejercer derechos y funciones públicas. La división en cuartos se efectúa de la siguiente manera:

	CUARTO MINIMO
	CUARTOS MEDIOS
	CUARTO MÁXIMO

	240 meses


	330 meses de prisión
	330 meses 1 día
	510 meses de prisión
	510 meses 1 día
	600 meses de prisión

	MULTA

	1.333.3 s.m.l.m.v.


	2562.47

s.m.l.m.v.
	2562.47

s.m.l.m.v.


	5.020.81

s.m.l.m.v.
	5.020.81

s.m.l.m.v.
	6.250 s.m.l.m.v.

	INHABILITACION

	120

Meses
	165 meses
	165 meses 1 día
	255 meses
	255 meses 1 día
	300 meses


Teniendo en cuenta lo ya señalado se impondrá una pena a GUILLERMO PACHECO ANZOLA, NELSON OSPINA TABARES, BENANCIO PUENTES GUAPACHA y GERMAN AUGUSTO OLIVEROS TABARES  correspondiente a doscientos sesenta (260) meses de prisión, mil quinientos (1500) s.m.l.m.v. y ciento veinte (120) meses de inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas, todo por ser hallados cómplices de esta conducta. 

A su vez, se debe aumentar en otro tanto, como quiera que fueron dos (02) las personas desaparecidas, entonces se aumentará en un veinte por ciento (20%) por la otra desaparición, queriendo ello decir que al monto de doscientos sesenta (260) meses de prisión, se sumaran proporcionalmente cincuenta y dos (52) meses, quedando una pena de TRECIENTOS DOCE MESES (312) DE PRISION, igual tratamiento con la multa, la cual se aumentara en trescientos (300) s.m.l.m.v. para un total de MIL OCHOCIENTOS (1.800) S.M.L.M.V. A su vez se sumará el veinte por ciento (20%) de la sanción de inhabilidad, es decir a ciento veinte (120) meses se adicionará veinticuatro (24) meses más, lo que arroja la suma definitiva de CIENTO CUARENTA Y CUATRO (144) MESES DE INTERDICCIÓN PARA EJERCER DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS.

De otra parte y en lo que concierne al delito de HOMICIDIO AGRAVADO, éste señala una pena que va de los cuatrocientos (400) a setecientos veinte (720) meses de prisión, para los llamados a responder como coautores, la cual al dividirse en cuartos, estipula: 

	CUARTO MINIMO
	CUARTOS MEDIOS
	CUARTO MÁXIMO

	400 meses
	480 meses de prisión
	480 meses  1 día
	640 meses de prisión
	640 meses

1 día
	720 meses de prisión


Teniendo en cuenta la gravedad de la conducta, el daño real ocasionado a las víctimas y sus familiares por la pérdida de dos (02)  jóvenes vidas, sin justificación, de manera violenta, cruel y sin contemplación, se considera  más que justo  imponer una pena de cuatrocientos veinte (420) meses de prisión y por ser en concurso, toda vez que fueron dos (02) las víctimas mortales, se aumentará en un veinte por ciento (20%), es decir en ochenta y cuatro (84) meses por el segundo homicidio, por tanto, en total se impondría por la conducta punible de HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo, la pena de QUINIENTOS CUATRO (504) MESES DE PRISIÓN, para los procesados que fueron hallados responsables en calidad de COAUTORES, estos son WILSON JAVIER CASTRO PINTO, EDUARDO ANTONIO VILLANI REALPE, JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDES y JUAN CARLOS ALVAREZ.
Seguidamente se procede a descifrar los cuartos en que se divide la pena que corresponde a la conducta punible de HOMICIDIO AGRAVADO para quienes fueron hallados responsables en calidad de COMPLICES de este quehacer punible, estos son GUILLERMO PACHECO ANZOLA, NELSON OSPINA TABARES, BENANCIO PUENTES GUAPACHA y GERMAN AUGUSTO OLIVEROS TABARES. Así las cosas tenemos, dando aplicación al artículo 30 concordante con el Art. 60 del C.P.:

	CUARTO MINIMO
	CUARTOS MEDIOS
	CUARTO MÁXIMO

	200 meses
	300 meses de prisión
	300 meses  1 día
	500 meses de prisión
	500 meses

1 día
	600 meses de prisión


Teniendo en cuenta las mismas circunstancias mencionadas de forma antecedente, variando únicamente el grado de participación de los referidos, por cuanto ocultaron y callaron el conocimiento que tuvieron respecto de los homicidios de las víctimas, contribuyendo así a la ejecución de esta conducta punible, se considera justa la imposición de una pena acorde con el daño real causado, fijando su monto en doscientos veinte (220) meses de prisión, los cuales deberán ser aumentados en otro tanto, es decir en un veinte (20%) por el concurso homogéneo de homicidios, lo cual corresponde a cuarenta y cuatro (44) meses, por lo que se les impondrá en total una pena de DOSCIENTOS SESENTA Y CUATRO (264) MESES DE PRISIÓN por haber incurrido en la conducta de HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo en calidad de COMPLICES. 

En cuanto a la conducta punible de FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO, señala una pena de prisión de sesenta y cuatro (64) a ciento cuarenta y cuatro (144)  meses de prisión e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de ochenta (80) a ciento ochenta (180) meses. La división en cuartos es la siguiente: 

	CUARTO MINIMO
	CUARTOS MEDIOS
	CUARTO MÁXIMO

	64 meses
	84 meses de prisión
	84 meses

1 día
	124

Meses de prisión
	124 meses 1 día
	144 meses de prisión

	INHABILITACION

	80

meses
	105 meses
	105 meses

1 día
	155 meses
	155 meses 1 día
	180

días


Atendiendo al perjuicio producido con una falacia, como lo fue la entrega del dinero que en realidad no fue desembolsada a ningún informante, constituyéndose con ello la falsedad en lo consignado por servidores públicos al servicio de la Nación, se considera justo la imposición de una pena a GUILLERMO PACHECO ANZOLA, EDUARDO ANTONIO VILLANI REALPE y JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDES de SETENTA Y DOS (72) MESES DE PRISIÓN Y OCHENTA (80) MESES DE INHABILIDAD PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS, por ser hallados coautores de esta conducta punible.

Y finalmente, corresponde tasar la pena a la que se hacen merecedores los sentenciados que fueron hallados responsables del injusto penal de PECULADO POR APROPIACION tipificado en el Art. 397 dando aplicación al inciso 3º, teniendo en cuenta que el monto de lo apropiado no supera un valor de cincuenta (50) s.m.l.m.v., el cual prevé una pena de sesenta y cuatro (64) a ciento ochenta (180) meses de prisión y multa equivalente al valor de lo apropiado,  dividido en cuartos tendremos: 

	CUARTO MINIMO
	CUARTOS MEDIOS
	CUARTO MAXIMO

	64 meses
	93 meses
	93 meses 1 día
	151 meses
	151 meses 1 día
	180 meses

	MULTA EQUIVALENTE AL VALOR DE LO APROPIADO, $1.500.000


En ese orden de ideas y en atención a que los dineros que salieron del erario público no regresaron a él, en aprovechamiento de sus funciones con una falsa justificación, ante dicha gravedad se considera justo imponer a WILSON JAVIER CASTRO PINTO, EDUARDO ANTONIO VILLANI REALPE, JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDES y GUILLERMO PACHECO ANZOLA como coautores de este ilícito, una pena de SETENTA Y DOS (72) MESES DE PRISIÓN y MULTA equivalente al valor de lo apropiado, es decir, UN MILLON QUINIENTOS MIL ($1.500.000) PESOS.
Ahora, establecidas las penas a imponer por cada delito y cada procesado según el grado de responsabilidad por el cual son sentenciados, se  provendrá a dar aplicación al inciso 3° del referido artículo 61 del Código Penal, para lo cual no puede perderse de vista la naturaleza de la lesividad de la conducta, el daño real y potencial ocasionado, ni su especial trascendencia, haciéndose necesario como ya se anotó a la imposición de una pena que de conformidad con el principio de las sanciones penales sea razonable y proporcional con la entidad del daño causado y que además cumpla con las funciones de prevención general de la criminalidad que corresponda a la conminación abstracta que a través de los tipos penales se hace de una amenaza, de un mal ante la violación de los mismos, retribución justa entendida como la reparación del daño causado, que el Estado, los particulares y en especial los perjudicados, esperan del aparato judicial, además de la búsqueda de que con la pena los condenados rescaten los valores que han perdido y se reintegren en un futuro a la sociedad y pueda el Estado así mismo proteger su vida contra cualquier eventual acción vengativa de los particulares.

Entonces, tenemos que si el Despacho fuere a proferir sendas sentencias por cada una de las conductas desplegadas por EDUARD ANTONIO VILLANI REALPE y JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDES, a quienes les fueron endilgadas todas conductas punibles en calidad de coautores, haciendo la sumatoria de las penas antes señaladas, se harían merecedores a una pena de mil doscientos cuarenta y ocho (1248) meses de prisión, multa de tres mil seiscientos (3.600) s.m.l.m.v. más millón quinientos mil pesos ($1.500.000) y trescientos sesenta y ocho (368) meses de inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas.

Lo precedente, teniendo en cuenta la dosificación realizada individualmente a cada conducta punible, pero como se trata de un concurso de conductas punibles de conformidad con la mencionada normatividad que establece: “El que con una sola acción u omisión o con varias acciones u omisiones infrinja varias disposiciones quedara sometido a la que establezca  la pena más grave según su naturaleza, aumentada hasta en otro tanto, sin que fuere superior a la suma aritmética de las que correspondan a las respectivas conductas punibles debidamente dosificadas cada una  de ellas”.

Y de acuerdo al análisis probatorio y de la situación socio-familiar de los procesados, este Despacho considera justo imponerles a JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDES y EDUARD ANTONIO  VILLANI REALPE, una pena de SEISCIENTOS (600) MESES DE PRISIÓN,  una MULTA  de TRES MIL SEISCIENTOS (3600) S.M.L.M.V. y DOSCIENTOS OCHENTA Y OCHO (288) MESES de INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS por el delito de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA en concurso homogéneo, pena que se toma como base toda vez que contempla la pena más alta subsumiendo las restantes,  aumentada en otro tanto, en un diez por ciento (10%) de quinientos cuatro  (504) meses de prisión, es decir, en CINCUENTA PUNTO CUATRO (50.4) MESES DE PRISION  por el delito de HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo, aumentada en otro tanto, en un diez por ciento (10%)  de la pena señalada de setenta y dos 72 meses, esto es, en  SIETE PUNTO DOS (7.2) MESES DE PRISION, y OCHO (8) MESES de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el delito de FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO, aumentada en otro tanto, en un diez por ciento (10%)  de la pena de setenta y dos (72) meses para el último delito como es PECULADO POR APROPIACION, es decir, en  SIETE PUNTO DOS (7.2) MESES DE PRISION y UN MILLON QUINIENTOS MIL ($1.500.000) PESOS de MULTA. 

Por consiguiente la pena a imponer a los anteriormente mencionados sería de SEISCIENTOS SESENTA Y CUATRO PUNTO OCHO (664.8) MESES DE PRISION o lo que es lo mismo, CINCUENTA Y CINCO (55) AÑOS, CUATRO (4) MESES  Y VEINTICUATRO (24) DIAS,  MULTA DE TRES MIL SEISCIENTOS (3.600) S.M.L.M.V. más UN MILLON QUINIENTOS ($1.500.000) PESOS y DOSCIENTOS NOVENTA Y SEIS (296) MESES de INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS, no obstante, el tope de esta pena es de VEINTE (20) AÑOS, por lo que se mantendrá en este monto. Todo lo anterior por haber sido encontrados responsables en calidad de coautores de los delitos anteriormente referidos. 

Ahora, en el caso de WILSON JAVIER CASTRO PINTO, realizando el mismo procedimiento anterior si el Despacho fuere a proferir sendas sentencias por cada una de las conductas por él desplegadas se haría merecedor a una pena de  MIL CIENTO SETENTA Y SEIS (1.176) MESES DE PRISION, MULTA DE TRES MIL SEISCIENTOS (3.600) S.M.L.M.V. más UN MILLON QUINIENTOS MIL ($1.500.000) y DOSCIENTOS OCHENTA Y OCHO (288) MESES DE INHABILITACION PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PUBLICAS.

Teniendo en cuenta  que como se trata de un concurso de conductas punibles, el Despacho considera justo imponerle a WILSON JAVIER CASTRO PINTO, una pena de SEISCIENTOS (600) MESES DE PRISIÓN, MULTA DE TRES MIL SEISCIENTOS (3.600) s.m.l.m.v. y DOSCIENTOS OCHENTA Y OCHO (288) MESES de INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS por el delito de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA en concurso homogéneo, pena que se toma como base toda vez que contempla la pena más alta subsumiendo las restantes,  aumentada en otro tanto, en un diez por ciento (10%), es decir,  CINCUENTA PUNTO CUATRO (50.4) MESES DE PRISION por el delito de HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo, aumentada en otro tanto, en un diez por ciento (10%),  es decir,  en SIETE PUNTO DOS (7.2) MESES DE PRISION y UN MILLON QUINIENTOS MIL ($1.500.000) PESOS, por el delito de PECULADO POR APROPIACION.

Por consiguiente la pena a imponer al anteriormente mencionado será de SEISCIENTOS CINCUENTA Y SIETE PUNTO SEIS (657.6) MESES DE PRISION o lo que es lo mismo CINCUENTA Y CUATRO (54) AÑOS, NUEVE (9) MESES y DIECIOCHO (18) DIAS DE PRISION, MULTA DE TRES MIL SEISCIENTOS (3.600)  S.M.L.M.V. más UN MILLON QUINIENTOS MIL ($1.500.000) PESOS y DOSCIENTOS OCHENTA Y OCHO (288) MESES de INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS o lo que es igual VEINTIDOS (22) AÑOS, suma que será reducida a VEINTE (20) AÑOS, por cuanto este constituye el máximo imponible. Todo lo anterior por haber sido encontrado responsable en calidad de coautor de los delitos anteriormente referidos. 

En el caso de GUILLERMO PACHECO ANZOLA, si el Despacho  fuere a proferir sendas sentencias por cada una de las conductas por él desplegadas haciendo la sumatoria,  se haría merecedor a una pena de SETECIENTOS VEINTE (720) MESES DE PRISION, MULTA DE MIL OCHOCIENTOS (1.800) S.M.L.M.V. más UN MILLON QUINIENTOS MIL PESOS ($1.500.000) y DOSCIENTOS VEINTICUATRO (224) MESES DE INHABILITACION PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PUBLICAS.

Teniendo en cuenta la dosificación realizada individualmente a cada conducta punible,  dando aplicabilidad al concurso de delitos, este Despacho considera justo imponerle a este procesado, una pena de TRESCIENTOS DOCE (312) MESES DE PRISIÓN y MULTA DE MIL OCHOCIENTOS (1.800) S.M.L.M.V. y CIENTO CUARENTA Y CUATRO (144) MESES de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el delito de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA en concurso homogéneo, pena que se toma como base toda vez que contempla la pena más alta subsumiendo las restantes,  aumentada en otro tanto, en un diez por ciento (10%), es decir,  DOSCIENTOS SESENTA Y CUATRO (264) MESES DE PRISION que corresponde a VEINTISEIS PUNTO CUATRO (26.4) MESES DE PRISION por el delito de HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo, aumentada en otro tanto, en un diez por ciento (10%), esto es, en SIETE PUNTO DOS (7.2) MESES  DE PRISION  y OCHO (8) MESES DE INHABILITACION por el delito de FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO, aumentada en un diez por ciento (10%) es decir, en SIETE PUNTO DOS (7.2) MESES  DE PRISION y UN MILLON ($1.500.000) PESOS DE MULTA por el delito de PECULADO POR APROPIACION.

Por consiguiente la pena a imponer al anteriormente mencionado será de TRECIENTOS CINCUENTA Y DOS PUNTO OCHO (352.8) MESES DE PRISION, o lo que es lo mismo VEINTINUEVE (29) AÑOS, CUATRO (4) MESES y VEINTICUATRO (24) DIAS DE PRISION, MULTA DE MIL OCHOCIENTOS (1.800) S.M.L.M.V. más UN MILLON QUINIENTOS ($1.500.000) PESOS y CIENTO CINCUENTA Y DOS (152) MESES DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS. Todo lo anterior por haber sido encontrado responsable en calidad de cómplice de los delitos de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA y HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo y en concurso heterogéneo en calidad de coautor de las conductas punibles de FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO y PECULADO POR APROPIACION. 

En el siguiente ítem, que corresponde a JUAN CARLOS ALVAREZ, llamado a responder por los delitos de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA y HOMICIDIO AGRAVADO en calidad de coautor, si el Despacho fuere a proferir sendas sentencias por cada una de las conductas por él desplegadas se haría merecedor a una pena de MIL CIENTO CUATRO (1104) MESES DE PRISION, MULTA DE TRES MIL SEISCIENTOS (3600) S.M.L.M.V. y DOSCIENTOS OCHENTA Y OCHO (288) MESES DE INHABILITACION PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PUBLICAS.

Teniendo en cuenta la dosificación realizada individualmente a cada conducta punible, pero como se trata de un concurso de conductas punibles y de acuerdo al análisis probatorio y de la situación socio-familiar del procesado, este Despacho considera justo imponerle a JUAN CARLOS ALVAREZ, una pena de de SEISCIENTOS (600) MESES DE PRISIÓN, TRES MIL SEISCIENTOS (3600) s.m.l.m.v. y DOSCIENTOS OCHENTA Y OCHO (288) MESES DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS por el delito de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA en concurso homogéneo, pena que se toma como base toda vez que contempla la pena más alta subsumiendo la restante,  aumentada en otro tanto, en un diez por ciento (10%), es decir,  CINCUENTA PUNTO CUATRO (50.4) MESES DE PRISION por el delito de HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo.

Por consiguiente la pena a imponer será de SEISCIENTOS CINCUENTA PUNTO CUATRO (650.4) MESES DE PRISION o lo que es lo mismo CINCUENTA Y CUATRO (54) AÑOS, DOS (2) MESES  y DOCE (12) DIAS  DE PRISION y MULTA DE TRES MIL SESICIENTOS ($3600) S.M.L.M.V. y DOSCIENTOS OCHENTA Y OCHO (288) MESES DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS, no obstante y atención a que el máximo imponible de esta última sanción es de VEINTE (20) AÑOS se mantendrá en este tope.  Todo lo anterior por haber sido encontrado responsable en calidad de coautor de los delitos de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA en concurso homogéneo, en concurso heterogéneo con el punible de HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo. 

Por último, en lo que respecta a NELSON OSPINA TABARES, BENANCIO PUENTES GUAPACHA y GERMAN AUGUSTO OLIVEROS TABARES, llamados a responder en calidad de COMPLICES  de las conductas punibles de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA y HOMICIDIO AGRAVADO, como ya se dijo,  si el Despacho fuere a proferir sendas sentencias por cada una de las conductas desplegadas por éstos,  se harían merecedores a una pena de  QUINIENTOS SETENTA Y SEIS (576) MESES DE PRISION, MULTA DE MIL OCHOCIENTOS (1800) S.M.L.M.V. y CIENTO CUARENTA Y CUATRO (144) MESES DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS.

Teniendo en cuenta la dosificación realizada individualmente a cada conducta punible, pero como se trata de un concurso de conductas punibles y de acuerdo al análisis probatorio, este Despacho considera justo imponerle a estos procesados, una pena de TRECIENTOS  DOCE (312) MESES DE PRISIÓN, MULTA DE MIL OCHOCIENTOS (1800) S.M.L.M.V. y CIENTO CUARENTA Y CUATRO (144) MESES DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS por el delito de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA en concurso homogéneo, pena que se toma como base toda vez que contempla la pena más alta subsumiendo las restantes,  aumentada en otro tanto, en un diez por ciento (10%), es decir, en VEINTISEIS PUNTO CUATRO (26.4) MESES por el delito de HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo, por consiguiente la pena a imponer a los aquí señalados, será de TRESCIENTOS TREINTA Y OCHO PUNTO CUATRO (338.4) MESES DE PRISION o lo que es lo mismo VEINTIOCHO (28) AÑOS, DOS (2) MESES y DOCE (12) DIAS DE PRISION, MULTA DE MIL OCHOCIENTOS (1800) S.M.L.M.V. y CIENTO CUARENTA Y CUATRO (144) MESES DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS por haber sido encontrados responsables en calidad de cómplices de los delitos anteriormente referidos. 

Las anteriores penas a las que se hacen merecedores los sentenciados, están acordes con el principio de necesidad, proporcionalidad y razonabilidad, en atención a la grave lesividad de las conductas desplegadas, pues el comportamiento que se recrimina en este juicio a la fuerza pública indigna, causa dolor y asombra,  pues existía un deber ser de la Institución que por mandato constitucional está convocada entre otros propósitos, con el fin de velar por la vida, e integridad de los ciudadanos.

El ataque injustificado a la población civil constituye actos que deslegitiman su labor y ponen en entre dicho el cumplimiento de sus deberes, generando este tipo de actos, heridas profundas en la sociedad al sentirse un peligro frente al estamento que en su posición de garante debe proveer seguridad y tranquilidad, pues atentaron contra el derecho más preciado del  ser humano como es la vida, en dos (02) personas donde el dolor de las familias cuando se pierde a un ser querido de una manera tan atroz,  es insubsanable.

Se ha atentado contra el derecho fundamental e inviolable, así reconocido por nuestra  Carta Política en el sentido de que sin justa causa nadie tiene un título legitimo para vulnerarlo, amenazarlo mucho menos arrebatarlo de la forma como se hizo por parte  de  las autoridades, donde su obligación era protegerlo como el supremo derecho de toda persona y no se hizo. 

Vemos así como esta clase de comportamientos son dañinos a la sociedad y es por ello que se han hecho merecedores de la pena ya impuesta como  aplicación de correctivos sin dejar de lado  la protección de los aquí procesados en sus vidas contra cualquier eventual acción vengativa de los particulares.  

Como pena accesoria se impone para todos los sentenciados  la inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el lapso máximo estipulado en la ley como es de VEINTE (20) AÑOS conforme al Art.51 y ss. Del C. P. debiéndose oficiar a las autoridades respectivas.

IX-DE LOS SUBROGADOS PENALES U OTROS BENEFICIOS.

Entremos a estudiar la posibilidad que el Código contempla en el capítulo tercero, libro primero, artículo 63 del Código Penal referente a la SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA, en el sentido de señalar que se puede suspender de oficio o a petición de parte, siempre y cuando se den los siguientes requisitos:

“…1.-Que la pena impuesta sea de prisión que no exceda de tres (3) años de prisión y, 
2.- Que los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado, así como la modalidad y gravedad de la conducta punible sean indicativos de que no existe necesidad de ejecución de la pena.”

De lo anterior, se aprecia que la pena impuesta, pasa de tres (3) años, es decir, no se cumple con el primer requisito objetivo. Respecto del segundo requisito, debemos decir que si bien es cierto los sentenciados no tienen antecedentes penales deben  ser concurrentes los dos requisitos,  no dando cabida  entonces a  que se conceda este beneficio,  por lo que se deniega.

Entremos ahora a analizar la posibilidad que el Código contempla de purgar la sanción no en centro carcelario sino en el lugar de domicilio, dando curso a la hoy llamada PRISIÓN DOMICILIARIA COMO SUSTITUTIVA DE LA PRISION de acuerdo al Artículo 38 del Código Penal, puede cumplirse en su lugar de residencia o morada siempre que concurran ciertos propuestos:

“…1.- Que la sentencia se imponga por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de cinco (5) años de prisión o menos.

2.- Que el desempeño personal, laboral, familiar o social del sentenciado permita al juez deducir seria, fundada y motivadamente que no colocará en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena.”

Se observa, que  ninguno de los tipos penales contempla una pena mínima  de cinco (05) años,  luego no se  cumple  con el primer requisito, e igual que en el caso anterior deben ser estos concurrentes, no dando lugar a un profuso análisis sobre la materia, por cuanto se procede a la negativa en su concesión.

X-DE LA INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS.
De conformidad con lo establecido en la Ley 1395 de 2010, luego de ejecutoriado el presente fallo si da lugar, se respetará el término de los treinta (30)  para   la posible solicitud de apertura de incidente de reparación. luego dentro de este fallo no es posible la condena por este concepto a los militares aquí sentenciados.

XI- OTRAS DETERMINACIONES.
Como quiera que existen armas en el almacén de evidencias de la Fiscalía General de la Nación y en atención a que no son solo los aquí procesados los investigados por estos hechos, el Despacho se abstiene en estos momentos de hacer pronunciamiento definitivo sobre esas armas quedando a disposición de la Fiscalía para que hagan parte de las demás investigaciones que se adelantan como lo advirtiera este mismo interviniente, contra otras personas que pudieron participar en estos hechos, debiéndose oficiar a la Fiscalía cognoscente en tal sentido.

De otro lado, corresponde ahora decidir sobre el lugar de reclusión en el que deberán cumplir los sentenciados la pena de prisión aquí impuesta y, en observancia a su calidad como miembros del Ejército Nacional y a su vez, de condenados por hechos de altísima gravedad, se ordenará su remisión de manera inmediata al Batallón de Policía Militar No. 13 ubicado en la ciudad de Bogotá D.C. que es uno de los nueve (09) establecimientos avalados por el INPEC para el evento.
En firme la presente decisión envíese a las autoridades de control las comunicaciones respectivas y copias de las anteriores pertinentes al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, para lo de su competencia.

En merito de lo anteriormente expuesto el JUZGADO TERCERO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE LA CIUDAD DE BUCARAMANGA, ACTUANDO COMO JUEZ DE CONOCIMIENTO, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

XII- RESUELVE.
PRIMERO: CONDENAR a WILSON JAVIER CASTRO PINTO, identificado con la cédula de ciudadanía No. 91.248.162 expedida en Bucaramanga, a la pena de CINCUENTA Y CUATRO (54) AÑOS, NUEVE (9) MESES y DIECIOCHO (18) DIAS DE PRISION, MULTA DE TRES MIL SEISCIENTOS (3600) S.M.L.M.V. más UN MILLON QUINIENTOS MIL ($1.500.000) PESOS y VEINTE (20) AÑOS DE INHABILITACION PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PUBLICAS por haber sido hallado responsable como coautor de los delitos de HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo, DESAPARICION FORZADA AGRAVADA en concurso homogéneo y PECULADO POR APROPIACION.

SEGUNDO: CONDENAR a EDUARD ANTONIO VILLANI REALPE, identificado con la cédula de ciudadanía No. 4.617.685 expedida en Popayán, a la pena de CINCUENTA Y CINCO (55) AÑOS, CUATRO (4) MESES y VEINTICUATRO (24) DIAS DE PRISION, MULTA DE TRES MIL SEISCIENTOS (3600) S.M.L.M.V. más UN MILLON QUINIENTOS MIL ($1.500.000) PESOS y VEINTE (20) AÑOS DE INHABILITACION PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PUBLICAS, por ser hallado responsable en calidad de coautor de las conductas punibles de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA en concurso homogéneo, HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo, FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO y PECULADO POR APROPIACION.

TERCERO: CONDENAR a JESUS EDUARDO NIAMPIRA BENAVIDEZ, identificado con la cédula de ciudadanía No. 3.129.499 expedida en Pasca, Cundinamarca, a la pena de CINCUENTA Y CINCO (55) AÑOS, CUATRO (04) MESES y VEINTICUATRO (24) DIAS DE PRISION, MULTA DE TRES MIL SEISCIENTOS (3600) S.M.L.M.V. más UN MILLON QUINIENTOS MIL ($1.500.000) PESOS y VEINTE (20) AÑOS DE INHABILITACION PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PUBLICAS, por ser hallado responsable en calidad de coautor de las conductas punibles de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA en concurso homogéneo, HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo, y en concurso heterogéneo con FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO y PECULADO POR APROPIACION. 

CUARTO: CONDENAR a GUILLERMO PACHECO ANZOLA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 91.135.068 expedida en Cimitarra, Santander, a la pena de VEINTINUEVE (29) AÑOS, CUATRO (04) MESES y VEINTICUATRO (24) DIAS DE PRISION, MULTA DE MIL OCHOCIENTOS (1800) S.M.L.M.V. más UN MILLON QUINIENTOS ($1.500.000) PESOS y CIENTO CINCUENTA Y DOS (152) MESES DE INHABILITACION PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PUBLICAS por haber sido encontrado responsable en calidad de cómplice de los delitos de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA en concurso homogéneo, HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo y en calidad de coautor de los injustos punibles de FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO y PECULADO POR APROPIACION.  

QUINTO: CONDENAR a JUAN CARLOS ALVAREZ, identificado con la cédula de ciudadanía No. 71.330.986 expedida en Medellín, a la pena de CINCUENTA Y CUATRO (54) AÑOS, DOS (02) MESES y DOCE (12) DIAS DE PRISION Y MULTA DE TRES MIL SEISCIENTOS (3600) S.M.L.M.V. y  VEINTE (20) AÑOS DE INHABILITACION PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PUBLICAS, por haber sido hallado responsable como coautor de las conductas punibles de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA en concurso homogéneo, en concurso heterogéneo con el delito de HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo.
 SEXTO: CONDENAR a NELSON OSPINA TABARES, identificado con la cédula de ciudadanía No. 76.003.300 expedida en Marquetalia, Caldas, a la pena de VEINTIOCHO (28) AÑOS, DOS (02) MESES y DOCE (12) DIAS DE PRISION, MULTA DE MIL OCHOCIENTOS (1800) S.M.L.M.V. y CIENTO CUARENTA Y CUATRO (144) MESES DE INHABILITACION PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PUBLICAS por haber sido hallado responsable en calidad de cómplice de los delitos de DESAPARCION FORZADA AGRAVADA en concurso homogéneo y en concurso heterogéneo con el delito de HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo. 
SEPTIMO: CONDENAR a BENANCIO PUENTES GUAPACHA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 15.452.026 expedida en Yondó, Antioquia, a la pena de VEINTIOCHO (28) AÑOS, DOS (02) MESES, DOCE (12) DIAS DE PRISION, MULTA DE MIL OCHOCIENTOS (1800) S.M.L.M.V. Y CIENTO CUARENTA Y CUATRO (144) MESES DE INHABILITACION PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PUBLICAS por haber sido hallado responsable en calidad de cómplice de la conducta punible de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA en concurso homogéneo y en concurso heterogéneo con HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo.
OCTAVO: CONDENAR a GERMAN AUGUSTO OLIVEROS TABARES, identificado con la cédula de ciudadanía No. 71.053.829 expedida en Betulia, Antioquia, a la pena de VEINTIOCHO (28) AÑOS, DOS (02) MESES y DOCE (12) DIAS DE PRISION, MULTA DE MIL OCHOCIENTOS (1800) S.M.L.M.V. Y CIENTO CUARENTA Y CUATRO (144) MESES DE INHABILITACION PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PUBLICAS por haber sido hallado responsable en calidad de cómplice de la conducta punible de DESAPARICION FORZADA AGRAVADA en concurso homogéneo y en concurso heterogéneo con HOMICIDIO AGRAVADO en concurso homogéneo.

NOVENO: NO CONDENAR a los aquí sentenciados a pago de perjuicios dentro de esta actuación, dejando en libertad para que las victimas si bien lo tienen y da lugar, soliciten dentro del término apertura de incidente de reparación o  acudan a otras instancias para el efecto.
DECIMO: NEGAR a los aquí procesados la concesión de la prisión domiciliaria y la suspensión condicional de la ejecución de la pena por las razones anteriormente expuestas debiendo purgar su pena en establecimiento  carcelario.

DECIMO PRIMERO: Se ORDENA el traslado inmediato de los aquí sentenciados al Batallón de Policía Militar No. 13 ubicado en la ciudad de Bogotá D.C.  designado como lugar de reclusión donde cumplirán la pena de prisión aquí impuesta, conforme a lo motivo en precedencia.

DECIMO SEGUNDO: Una vez ejecutoriada la presente sentencia dese cumplimiento a lo estipulado en el artículo 472 numeral 2 del C.P.P.  y copia de lo pertinente ante el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para lo de su cargo, una vez quede ejecutoriado el fallo.

DECIMO TERCERO: Se abstiene el Despacho de hacer pronunciamiento de fondo respecto de las armas y municiones incautadas por este proceso, dejándose a disposición de la Fiscalía General de la Nación para su uso en las demás investigaciones que se adelantan.

DECIMO CUARTO: El anterior fallo queda notificado en estrados y contra esta sentencia procede el recurso de apelación.
 LA JUEZ, 

FLOREDDY GONZALEZ SANCHEZ.

� En este sentido sentencia C-609 del 13 de noviembre de 1999.


� Fallo de casación del 4 de febrero de 2009. Rad. 30043.
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